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25Este Informe anual 2024-2025 de la Fundación Carolina ofrece una visión 

integral y multifacética de los desafíos y oportunidades que ha enfrentado 

América Latina en 2024 y los que le esperan en 2025: un año que se presenta 

económicamente incierto y políticamente turbulento, bajo un contexto global 

tensionado, en el que persistirá el asedio a los valores y las instituciones de la 

democracia, pero que asimismo podría suponer, para los países de la región, 

un reimpulso en términos de movilización de recursos financieros, resiliencia 

institucional, defensa de derechos humanos, y representación política de las 

mujeres. En su elaboración ha participado un destacado grupo de 

especialistas que colaboran o son miembros del área de Estudios y Análisis 

de la Fundación Carolina.  

 

La Fundación Carolina es una institución para la promoción de las relaciones 

culturales y la cooperación entre España y los países de la Comunidad 

Iberoamericana de Naciones, en particular en el campo científico, cultural y de 

la educación superior. En virtud de su naturaleza público-privada, de su 

inversión en capital humano e investigación, y de las relaciones que mantiene 

con las cancillerías e instituciones académicas iberoamericanas, la Fundación 

Carolina es un instrumento singular de la cooperación española en favor del 

progreso científico, el fortalecimiento institucional y la movilidad académica 

para impulsar la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

Azul A. Aguiar Aguilar  

Esther del Campo 

Cecilia Güemes  

Sandra Miled Hincapié 

Andrea Mila-Maldonado  

Sofía Pérez Gil 

Arlene B. Tickner  

Marisa Ramos Rollón  

Érika Rodríguez Pinzón  

Carolina Sampó 

Yanina Welp  

Julieta Zelicovich 







AMÉRICA LATINA EN UN MUNDO PERPLEJO:  

INSEGURIDAD, TURBULENCIAS ECONÓMICAS Y DEMOCRACIAS ASEDIADAS 

INFORME ANUAL 2024-2025 





AMÉRICA LATINA EN  
UN MUNDO PERPLEJO 

INSEGURIDAD, TURBULENCIAS ECONÓMICAS 
Y DEMOCRACIAS ASEDIADAS  

INFORME ANUAL 2024-2025 
Érika Rodríguez Pinzón y Marisa Ramos Rollón (eds.)

Azul A. Aguiar Aguilar  

Esther del Campo 

Cecilia Güemes  

Sandra Miled Hincapié 

Andrea Mila-Maldonado  

Sofía Pérez Gil 

Arlene B. Tickner  

Marisa Ramos Rollón  

Érika Rodríguez Pinzón  

Carolina Sampó 

Yanina Welp  

Julieta Zelicovich 

FUNDACIÓN CAROLINA



 
Fundación Carolina, enero 2025 
 
Fundación Carolina 
Plaza del Marqués de Salamanca, 8 
4ª planta 
28006 Madrid - España 
www.fundacioncarolina.es 
@Red_Carolina 
 
DISEÑO GRÁFICO Y PRODUCCIÓN: 
Calamar Edición & Diseño 
 
ISBN: 978-84-09-68351-2 
Depósito Legal: M-985-2025 
 
La Fundación Carolina no comparte necesariamente  
las opiniones manifestadas en los textos firmados  
por los autores y autoras que publica. 
 
Esta obra está bajo una licencia de Creative Commons  
Reconocimiento-NoComercial-SinObraDerivada 4.0  
Internacional (CC BY-NC-ND 4.0) 
 
 
 
En esta edición se ha utilizado papel ecológico sometido  
a un proceso de blanqueado ECF, cuya fibra procede  
de bosques gestionados de forma sostenible. 



Introducción 
Érika Rodríguez Pinzón y Marisa Ramos Rollón  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       9 
 
1. América Latina ante un escenario internacional crítico 
Érika Rodríguez Pinzón  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     15 
 
2. Perspectivas de la inserción económica internacional de los países  
de América Latina 2024 
Julieta Zelicovich  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     31 
 
3. El estado (cambiante) de la democracia en América Latina:  
resistencia, deterioro y quiebra 
Marisa Ramos Rollón  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     43 
 
4. Gobernanza ambiental en América Latina: conflictividades,  
dependencia extractiva y transición energética 
Sandra Miled Hincapié Jiménez  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     59 
 
5. Políticas públicas para crear cohesión social 
Cecilia Güemes  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     73 
 
6. Estado de la migración en América Latina:  
propuestas para su abordaje 
Andrea Mila-Maldonado  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     85 
 
7. Desafíos a la seguridad en América Latina:  
crimen organizado, violencia y delitos comunes 
Carolina Sampó  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   99 
 
8. Elecciones como ventanas de oportunidad: 
¿qué pasó en las presidenciales latinoamericanas 2024? 
Yanina Welp  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   111 
 
9. Poder judicial y erosión democrática en América Latina  
Azul A. Aguiar Aguilar  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   123 
 
10. Política exterior feminista en América Latina:  
avances, retrocesos y nuevas formas de actuar en el mundo 
Sofía Pérez Gil y Arlene B. Tickner  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   135 
 
11. México en elecciones: ¿un proceso con sabor a continuidad? 
Esther del Campo  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 147 
 
Relación de autores/as  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   163





9

E n 2024, América Latina afrontó una situación compleja, marcada por un 
escenario internacional de fuerte tensión geopolítica, de grandes incer-
tidumbres económicas y de creciente fragmentación, al que se está en-

frentando limitada por los desafíos estructurales que lastran su desarrollo y por 
algunos procesos de inestabilidad política que lo acentúan. Algunos de estos pro-
blemas estructurales, lejos de superarse, se han agravado. La pobreza y la desi-
gualdad, la baja productividad, las debilidades institucionales, las carencias 
educativas y la baja inversión en ciencia y tecnología, la alta informalidad, la in-
justa y rampante fiscalidad, las limitaciones de financiamiento e inversión y la 
inseguridad, son solo algunos de los principales problemas que limitan el bienes-
tar y la prosperidad de la región. 

Así, la desigualdad y la pobreza siguen afectando a amplios sectores de la po-
blación, pero también a las cada vez más reducidas clases medias. Las carencias en 
inversión en servicios públicos, como salud o educación, siguen siendo también en-
démicas. A estos fenómenos estructurales, se suma el que viene afectando de forma 
más grave a la mayor parte de los países de la región: la inseguridad y la violencia, 
producto del control social y político que ejercen grupos criminales vinculados al nar-
cotráfico o a otras actividades delictivas. Y asimismo hay que mencionar la necesidad 
de enfrentar el cambio climático, que tiene importantes efectos sociales y que re-
quiere una importante inversión en adaptación y mitigación. 

Es verdad que en los últimos años la región ha logrado un avance lento pero 
consistente para superar los impactos de la pandemia, controlando la inflación, 
manteniendo políticas prudentes de deuda, mejorando el empleo o reduciendo la 
pobreza. Y que, además, cuenta con ventajas comparativas indudables para inser-
tarse en el contexto global de mejor forma, como el bono demográfico, el crecimiento 
del sector tecnológico o los recursos clave para la transición energética. Sin embargo, 
los niveles de crecimiento siguen siendo bajos, sufriendo además los efectos adversos 
que se observan a nivel mundial, como la disminución de los precios de los productos 
básicos, las altas tasas de interés y la recuperación inestable de China y Europa. No 
hay que olvidar que según establece la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CEPAL), la región ha vivido una segunda década perdida entre 2014 y 2023, 
con un crecimiento promedio regional anual de tan solo el 0,8 % del PIB. 

 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 

 
ÉRIKA RODRÍGUEZ PINZÓN 
Directora de la Fundación Carolina 

 
MARISA RAMOS ROLLÓN 
Universidad Complutense de Madrid



INTRODUCCIÓN ÉRIKA RODRÍGUEZ PINZÓN y MARISA RAMOS ROLLÓN

10

En el ámbito político-electoral, América Latina ha vivido seis elecciones pre-
sidenciales en 2024: El Salvador, Panamá, República Dominicana, México, Uruguay 
y Venezuela. Esta agenda electoral se ha llevado a cabo en un contexto de deterioro 
o erosión democrática en la región que afecta especialmente a algunos países y que 
se expresa en un crecimiento de las tendencias autoritarias por parte de algunos go-
biernos, que limitan derechos políticos, que desprecian las formas las formas y nor-
mas democráticas básicas, y que dificultan o imposibilitan el control político y la 
rendición de cuentas. Así, 2024 ha sido un año agitado en el que persisten algunos de 
los rasgos de estos últimos años: polarización ideológica, fragmentación y volatilidad 
política, acecho a la democracia por parte de grupos de extrema derecha, y creciente 
frustración y desafección de la ciudadanía hacia el modelo de gobierno democrático. 
Aun así, la democracia se muestra resiliente, manteniéndose como la forma de go-
bierno en la mayor parte de los países. Por otro lado, la región también está avan-
zando, aunque de forma muy lenta, en la integración regional y en la cooperación 
internacional para enfrentar desafíos comunes, como el cambio climático y la migra-
ción. Sin embargo, para que estos avances se traduzcan en beneficios tangibles para 
toda la población, es fundamental que los gobiernos adopten políticas inclusivas y 
sostenibles que aborden de raíz los problemas estructurales.  

Al análisis pormenorizado de estas cuestiones se dedican los capítulos de 
este nuevo Informe anual de la Fundación Carolina. Por una parte, en él se exa-
minan los desafíos derivados de una inserción internacional de América Latina 
cada vez más difícil, ya que las tensiones geopolíticas de Oriente Próximo y la in-
vasión de Ucrania impactan en ella. Así el capítulo de Érika Rodríguez Pinzón 
analiza esta compleja inserción, en un contexto político especialmente convulso, 
de redefinición y realineamiento de estrategias exteriores, emergencia de un “Sur 
global”, y debates abiertos sobre nuevos modelos de desarrollo. El capítulo 
aborda asimismo el alcance global de los problemas de (in)seguridad ciudadana, 
y la necesidad de reimpulsar una narrativa integradora, “iberoamericana”, que 
cohesione los intereses y valores comunes de la región.  

Por su parte, Julieta Zelicovich estudia la inserción económica internacional 
de América Latina, marcada por el estancamiento de su economía, por un bajo 
crecimiento del comercio exterior y de la inversión entre 2015 y 2024. Estos fac-
tores se ven agravados por factores globales como el proteccionismo, la desace-
leración china y otras tensiones geopolíticas. De este modo, aunque la región 
cuenta con recursos estratégicos y relaciones sólidas con Estados Unidos y China, 
no ha logrado avances significativos en comercio o integración regional, optando 
por estrategias nacionales y unilaterales, lo que lleva a la región a enfrentar el 
riesgo de continuar en una “nueva década perdida”. 

Marisa Ramos revisa el estado de la democracia en América Latina durante 
2023-2024, destacando su resiliencia, pero también su continuo deterioro. Los ín-
dices muestran una leve mejora tras años de declive, aunque persisten graves de-
safíos, como el autoritarismo en países como Nicaragua, Venezuela y El Salvador, 
o la erosión democrática en Ecuador, México y Argentina. Estos casos están mar-
cados por la instrumentalización del poder judicial, las restricciones a la libertad 
de prensa o la desinformación. Sin embargo, se resaltan casos de resistencia de-
mocrática, como Guatemala y Brasil, donde las instituciones han enfrentado em-
bates autocráticos. La región, en suma, refleja una tensión entre gobiernos 
democráticos comprometidos y otros con tendencias autocráticas.  
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En un segundo bloque, el Informe anual aborda problemáticas que están mar-
cando la coyuntura de la región, como el desafío ambiental, las políticas de cohe-
sión social, las migraciones, la inseguridad y el crimen organizado, las elecciones 
presidenciales o el rol político de los poderes judiciales. Así, Sandra Hincapié ana-
liza los retos y contradicciones de la gobernanza ambiental en América Latina, 
destacando los avances en energías renovables y la transición energética, impul-
sados por recursos estratégicos como el litio, el cobre y la energía eólica. No obs-
tante, las tensiones entre el desarrollo sostenible y la profundización extractiva 
generan disputas locales, impactos ambientales y violaciones de derechos huma-
nos, enmarcando un complejo panorama de industrialización, cooperación in-
ternacional e influencia de actores globales como China y Estados Unidos. 

El volumen también aborda la evolución de las políticas de cohesión social, 
especialmente necesarias en el actual contexto, marcado por el debate en torno 
a los diferentes proyectos políticos que compiten en los procesos electorales. En 
este sentido, Cecilia Güemes explora cómo las políticas públicas pueden fomen-
tar la cohesión social en América Latina, destacando la importancia de las políti-
cas de bienestar para reducir desigualdades y construir un proyecto colectivo, así 
como su relevancia para la estabilidad y el desarrollo democrático. 

Por su parte, Andrea Mila Maldonado revisa el estado actual de la migración 
en América Latina poniendo el foco tanto en sus aspectos más problemáticos 
como en las oportunidades que presenta. Entre los primeros, destaca el creciente 
rechazo hacia la inmigración en las sociedades receptoras, en países como Perú, 
Colombia y Ecuador, donde más del 80% de la población considera que la inmi-
gración es perjudicial, ya que se asocia con la inseguridad. Los medios de comu-
nicación juegan un papel crucial en la formación de estereotipos sobre los 
migrantes, aunque estos mismos medios tienen el potencial de contribuir positi-
vamente a la inserción y percepción de los migrantes mediante intervenciones 
informativas adecuadas. En contraste con las percepciones negativas, la inmigra-
ción tiene un impacto económico positivo en los países receptores.  

A continuación, Carolina Sampó analiza los principales desafíos de seguridad 
en América Latina, centrándose en el crimen organizado y en otras formas de vio-
lencia. Destaca que, aunque a la región se la considera una “Zona de Paz”, sin con-
flictos interestatales, enfrenta amenazas no convencionales y transnacionales que 
los Estados no logran resolver eficazmente. El crimen organizado se presenta como 
una amenaza creciente, con altos índices de criminalidad en países como Colombia, 
México y Paraguay. Además, examina otras formas de violencia como homicidios, 
robos, extorsiones y la violencia contra las mujeres, señalando cómo estos problemas 
afectan directamente a la calidad de vida de los habitantes, erosionan el Estado de 
derecho y representan un gasto significativo del PIB anual de la región. 

Por su parte, Yanina Welp estudia las elecciones presidenciales que se han 
producido en seis países latinoamericanos en 2024 (El Salvador, Panamá, Repú-
blica Dominicana, México, Venezuela y Uruguay), destacando la disminución de 
la participación electoral y el cuestionamiento de la integridad electoral. La cul-
tura política, la calidad de la representación y el Estado de derecho son factores 
clave que, según resalta, influyen en la estabilidad democrática. El capítulo con-
cluye en que, pese a la diversidad en los resultados electorales, una ciudadanía 
desmovilizada y una oposición deslegitimada facilitan la concentración de poder; 
en su lugar, una ciudadanía activa podría impulsar la democratización. 
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Por último, Azul Aguiar examina cómo las cortes constitucionales en Amé-
rica Latina, inicialmente fortalecidas para consolidar la democracia y el Estado 
de derecho, han sido objeto de ataques sistemáticos por parte de líderes populis-
tas y autoritarios. Estos líderes, al considerar que los tribunales son obstáculos 
para el desarrollo de sus agendas políticas, han implementado reformas para so-
meterlas al control del poder ejecutivo, erosionando la independencia judicial y, 
por ende, la institucionalidad de la democracia. Se destacan los casos en México, 
El Salvador y Perú, donde los gobiernos han desmantelado la autonomía judicial 
mediante reformas constitucionales y ataques retóricos.  

Finalmente, en un tercer bloque se abordan temas centrales, pero más espe-
cíficos, para la región. Por una parte, Arlene B. Tickner y Sofía Pérez Gil analizan 
la evolución de la política exterior feminista en América Latina, destacando los avan-
ces en países como México, Chile, Colombia y Bolivia, y el compromiso implícito de 
Brasil con la agenda feminista. Se subrayan los enfoques interseccionales, antipa-
triarcales y pacifistas de estas políticas, así como su impacto en la igualdad de género 
y la participación de las mujeres en la toma de decisiones. Con todo, a pesar de los 
progresos, se mencionan retrocesos significativos, como el desmantelamiento de po-
líticas feministas en Argentina bajo la presidencia de Javier Milei.  

El último capítulo, firmado por Esther del Campo, analiza la victoria de Claudia 
Sheinbaum y de MORENA en las elecciones presidenciales de México en 2024, des-
tacando la continuidad del proyecto político de Andrés Manuel López Obrador 
(AMLO) y la inédita elección de la primera mujer presidenta del país. Frente a las crí-
ticas sobre el uso de recursos gubernamentales y la influencia del crimen organizado, 
Sheinbaum logró una victoria contundente, manteniendo el control de la Ciudad de 
México y de la mayoría de los estados. La oposición, fragmentada y sin liderazgos 
fuertes, no pudo competir eficazmente contra su candidatura. El capítulo también 
aborda los retos del nuevo gobierno, como la inseguridad, la centralización del poder 
y la necesidad de una política exterior más pragmática. 

En suma, con este volumen se pretende ofrecer una visión integral y multi-
facética de los desafíos y oportunidades que ha enfrentado América Latina en 
2024 y los que le esperan en 2025: un año que se presenta económicamente in-
cierto y políticamente turbulento, bajo un contexto global tensionado, en el que 
persistirá el asedio a los valores y las instituciones de la democracia, pero que asi-
mismo podría suponer, para los países de la región, un reimpulso en términos de 
movilización de recursos financieros, resiliencia institucional, defensa de dere-
chos humanos, y representación política de las mujeres. 
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Introducción  
 

El año 2024 ha finalizado consolidando la tendencia de los últimos años hacia una 
escalada de conflictividad e incertidumbre en el marco internacional. Son varios los 
frentes de tensión. Por un lado, la profundización de la guerra en Gaza y su extensión 
al Líbano, las consecuencias inesperadas del fin de régimen de Bashar al-Ásad en 
Siria, y la creciente tensión sobre el delicado equilibrio de Oriente Próximo. Por otro 
lado, la reelección democrática de Donald Trump en Estados Unidos. Este resultado 
trae consigo cambios relevantes de cara al devenir de la guerra de invasión de Rusia 
contra Ucrania, puesto que hay temores fundados de que EE.UU. fuerce una ne-
gociación en la cual Ucrania tiene mucho que perder. 

A su vez, Europa se encuentra frente a varios desafíos, algunos de ellos per-
cibidos como existenciales, como el expansionismo ruso —contenido ahora en 
Ucrania, pero cada vez más intimidante para los países bálticos y del Este de la 
Unión—. Esto lleva a Europa a la necesidad de redefinir sus capacidades militares 
mientras la polarización en las democracias está dando espacio político a figuras 
cada vez más extremistas en todos los países. Otro desafío europeo tiene que ver 
con su disposición estratégica en términos de productividad, innovación y capa-
cidad para mantenerse como un poder normativo (Bradford, 2020). El giro de-
mográfico pone a Europa en el desafío de necesitar mayor migración a la vez que 
esta se convierte en el combustible político de la extrema derecha, que viene su-
mando avances incluso en el Parlamento europeo. 

Pero no solo hay importantes cambios en Occidente y Oriente Próximo; tam-
bién los hay en China, con la consolidación del proyecto de Xi Jing Pi, en su tercer 
mandato, y la salida de la pandemia que tantas repercusiones tuvo sobre la eco-
nomía y presencia global del país. China enfrenta un desequilibrio fiscal, la dis-
minución del ritmo de su crecimiento y un alto riesgo de colapso del sistema 
inmobiliario (García Herrero, 2024). La tensión contenida con Taiwán, y la dis-
puta por el poder con EE.UU. hacen que el gobierno chino juegue un complicado 
equilibrio entre sus desafíos internos y externos.  

Con este escenario en el hemisferio norte, América Latina conjuga sus défi-
cits estructurales internos con una baja presencia internacional que limita su ca-
pacidad para desempeñar un rol estratégico ante los desafíos globales que tanto 
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le afectan. El regionalismo sigue siendo una tarea pendiente, mientras que el ad-
venimiento político de la idea del “Sur global” crea un nuevo escenario de discu-
sión sobre la identidad y papel de la región y de sus miembros en el mundo.  

Sin embargo, América Latina fue una voz activa en la configuración del orden 
internacional que predominó en las anteriores décadas y tiene un papel impor-
tante que jugar en la reconfiguración de un mundo que tiende a ser post-occiden-
tal y no hegemónico (Yumatle, 2024).  

 
 

El Sur global como escenario emergente 
 

Quizás uno de los mayores retos de las relaciones internacionales es lograr una 
definición del Sur global, una paradoja en sí mismo. El Sur global no existe, al 
menos como un actor que represente una agenda coherente de un conjunto de 
países. El término incluye actores sumamente diversos, con condiciones, agendas 
e intereses dispares que difícilmente permiten definir el concepto mediante in-
dicadores materiales. Tanto que, como señalan Gratius y Mongan (2023), parece 
más fácil definir el Sur global por lo que no es: un término geográfico o de desa-
rrollo. El denominador común y su razón de ser es el establecimiento de una 
alianza contrahegemónica para establecer un nuevo orden global, no necesaria-
mente más justo o equilibrado, pero más inclusivo y representativo de las deman-
das y agendas de África, Asia y América Latina. 

Por su parte, Merke y Tokatlian (2024) lo consideran un “hecho social” existente 
y ascendente, cuyo análisis requiere un dialogo dinámico que refleje las múltiples di-
mensiones económicas, políticas, sociales, ambientales y culturales que lo confor-
man. Asimismo, la dicotomía Norte-Sur —esta, sí, persistente en la configuración del 
sistema internacional— representa “el legado del desarrollo desigual y combinado 
que caracterizó a la sociedad internacional desde el siglo XIX en adelante” y que con-
vive con una variedad de experiencias de “modernidad” en el Sur global.  

En esta estructura Norte-Sur es en la que se plantea un cuestionamiento más 
amplio y sistemático sobre el papel de las regiones y los países en el orden inter-
nacional. Los países de América Latina, en su mayoría miembros del G77, son 
miembros naturales del Sur global. Sin embargo, como “hecho social”, esta per-
tenencia opera en dimensiones distintas, desde la adscripción ideológica hasta 
la prevalencia de una determinada inserción comercial internacional, lo cual hace 
que de una manera u otra la región tenga un papel relevante.  

Así, América Latina forma parte de este coro si se atiende a tres factores: en pri-
mer lugar, a su posicionamiento y narrativas en ámbitos multilaterales. En segundo 
lugar, al planteamiento de agendas de desarrollo críticas. En tercer lugar, a su bús-
queda activa de nuevas asociaciones comerciales y políticas, en las que China y otros 
actores emergentes juegan un rol fundamental (Rodríguez Pinzón, 2024).  

 
 

América Latina y su relación con los “Nortes” 
 

La rivalidad entre EE.UU. y China, y los conflictos regionales crecientes, plantean 
un escenario de profundos desafíos en los que América Latina tiene que navegar 
intentando favorecer sus intereses y plantear sus propios desafíos.  

La idea del “Sur 
global” ha creado 
un nuevo escenario 
de discusión sobre 
la identidad y papel 
de la región y de sus 
miembros en el 
mundo
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Ante la emergencia del variopinto Sur global, emergen “dos Nortes” en disputa 
(Yumatle, 2024). El primero, denominado históricamente como Occidente y liderado 
por Estados Unidos —pero que se encuentra en una profunda crisis interna que pone 
en cuestión la democracia— es el pilar fundamental de su identidad. El segundo, es 
el encabezado por China con el apoyo de Rusia. Cada uno de estos “Nortes” definiría 
sus políticas hacia los países del amplio Sur en función de intereses propios, pero tam-
bién en función de estrategias e intereses que surgen de la competencia “inter-Nor-
tes” (Hirst, Rusell, Sanjuan y Tokatlian, 2024). Frente a esta evidencia de las 
dinámicas del Norte, cabe preguntarse cuál será la estructura y capacidad de agencia 
del Sur global y, concretamente, la de América Latina.  

Para América Latina la elección de Donald Trump supone la certeza de un 
cambio de periodo y una redefinición de las relaciones bilaterales. Con base en 
su primer mandato, se espera que desarrolle una política centrada en la bilatera-
lidad y en una estrategia transaccional que puede influir en el equilibrio regional, 
dadas las profundas rupturas ideológicas entre los distintos gobiernos. Los temas 
más importantes de la agenda también están relativamente claros: la migración, 
el narcotráfico y los límites a la presencia China en la región serán clave.  

Por lo demás, el excesivo enfoque en asuntos de política doméstica no es una 
novedad de Trump. De hecho, esta tendencia se ha convertido en un obstáculo 
para la construcción de una política hemisférica coherente y ha minado el apoyo 
interno de la sociedad estadounidense hacia su liderazgo internacional (Long, 
2019). A su vez, se ha erosionado el apoyo latinoamericano para el alineamiento 
con EE.UU. Tal como señalan Bitar y Long:  

 
Las políticas migratorias, comerciales, de fomento de la democracia e, in-
cluso, la antidrogas han sufrido una fragmentación provocada por la polari-
zación partidista. Frente a la tradicional política exterior bipartidista hacia 
países como México y Colombia, hoy encontramos una política exterior esta-
dounidense más ideologizada y cercana a las preferencias de cada nuevo pre-
sidente, o incluso con la estampilla de congresistas particulares. Dentro de 
este panorama de fragmentación y externalización de la política interna, se 
vuelve menos efectiva la capacidad de la superpotencia para liderar y ejercer 
influencia en la región a partir de políticas de Estado y una burocracia diplo-
mática estable y relativamente independiente del bipartidismo. Ello también 
se observa en la mayor variabilidad de las preferencias y políticas debido a los 
ciclos electorales, y en la falta de un hilo conductor que conecte la visión polí-
tica de EE.UU. para la región (Bitar y Long, 2024). 

 
La migración es uno de los temas más importantes y donde se prevé un choque 
de visiones más profundo en la próxima presidencia de EE.UU. Trump ha cons-
truido su campaña sobre una política anti-migratoria, mientras América Latina 
ha asumido una creciente movilidad intrarregional de personas que —pese a las 
dificultades de su gestión— hasta ahora no ha ocupado el centro de la agenda de 
polarización. La región, además, tiene una gran dependencia de las remesas; con-
cretamente algunos países equilibran sus déficits económicos y sociales con la 
salida de personas hacia mercados laborales que —como el estadounidense— aún 
absorben el flujo de migrantes. En este sentido, es previsible que las deportacio-
nes masivas se conviertan en una herramienta de presión.  
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Otro aspecto fundamental de la relación de América Latina con EE.UU. será 
el narcotráfico, y la vuelta a una política represiva, y a un sistema de premios y 
castigos por cumplir las metas previstas por este país. Sin embargo, se ha produ-
cido un cambio relevante: dada la actual situación de EE.UU., México va a recibir 
mayor presión con respecto al control del flujo de fentanilo (frente a la anterior 
preminencia de la contención de la cocaína procedente de productores andinos). 
En todo caso, el citado esfuerzo represivo contrasta con la tendencia a la que 
apunta la nueva administración estadounidense, de debilitamiento de las institu-
ciones públicas, de los sistemas de regulación financieros y del entorno digital, 
marco en el que el crimen organizado construye buena parte de su poder.  

Finalmente, la disputa con China previsiblemente impactará la relación bi-
rregional y bilateral con los distintos países latinoamericanos. EE.UU. sigue siendo 
muy relevante para toda la región, aunque la estructura del comercio exterior del 
Centro y del Sur de América presenta una arquitectura muy diferente. Actualmente, 
EE.UU. representa un 4% de las exportaciones regionales, frente al 6% de China 
(CEPAL, 2024). Sin embargo, EE. UU. sigue siendo el socio regional más potente si 
se suman distintas dimensiones: representa aproximadamente el 31% de las impor-
taciones de la región y el 45% de sus exportaciones. Y ha firmado acuerdos de libre 
comercio con 10 países de la región (aparte de Canadá): Chile, Colombia, Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú y República 
Dominicana. Por último, la inversión extranjera directa (IED) se ha multiplicado casi 
por nueve en los últimos 30 años (Sigmon, 2024). 

Además, la creciente presencia de China no es homogénea toda la región, y 
se observan al menos dos determinantes que definen la dinámica de sus relacio-
nes. El primero, consiste en los vínculos productivos y comerciales. Los países de 
Suramérica tienen una mayor relación con China que los de Centroamérica, los 
cuales tienen un mayor encadenamiento productivo con el Norte de América. El 
segundo, es el acceso al crédito y a la financiación de infraestructuras, rol en el 
que China ha ganado un papel predominante, especialmente en algunos países 
de la región. China emitió más de 136.000 millones de dólares en crédito a la re-
gión entre 2005 y 2017 (Myers y Ray, 2021). 

En las últimas décadas, China ganó terreno en la región a Europa y a EE.UU. 
en materia de relacionamiento político, y uso de instrumentos de integración y 
de financiamiento de infraestructuras. En algo más de una década se han cele-
brado más de 77 encuentros entre líderes de Estado latinoamericanos con el go-
bierno chino. Asimismo, este país se ha convertido en observador permanente 
de la Organización de Estados Americanos (OEA) y se integró en el Banco Inte-
ramericano de Desarrollo (BID). También ha construido una extensa agenda de 
trabajo, que incluye planes de inversiones junto a la Comunidad de Estados Lati-
noamericanos y Caribeños (CELAC), la creación del Fondo de Cooperación 
China-América Latina y el Caribe, el Programa Especial de Préstamo para Pro-
yectos de Infraestructura China-América Latina, o la incorporación de 20 países 
de la región a la Iniciativa de la Franja y la Ruta (BRI, por sus siglas en inglés) 
(Ríos, Rodríguez, et al., 2023).  

A su vez, los minerales y metales latinoamericanos siguen siendo el principal 
interés de las empresas chinas, pero dirigidos ahora en gran medida a las indus-
trias de alta tecnología (en lugar de al desarrollo de infraestructuras nacionales 
que estimuló el crecimiento económico chino a principios de la década de 2000) 
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(Myers y Ray, 2024). Ciertamente, la disminución del valor de la inversión china 
total parece estar relacionada con una recalibración de las prioridades por parte 
del gobierno y las empresas chinas. Y es que estas empresas están centrando cada 
vez más sus esfuerzos en industrias específicas: servicios y manufactura, pero 
además en industrias TIC, que China considera fundamentales para su creci-
miento económico interno “de alta calidad”, basado en la innovación científica y 
tecnológica. Esta tarea la está llevando a cabo a través de las llamadas políticas 
de promoción de industrias prioritarias (Myers y Ray, 2024).  

A través del desarrollo de lo que denomina “la nueva infraestructura”, China 
también está desplazando su frontera tecnológica hacia afuera, para aprovechar 
sus ventajas comparativas y expandir el comercio y los servicios, especialmente 
en todo el Sur global (Myers y Ray, 2024). En América Latina, se evidencia un au-
mento de la oferta de servicios y dispositivos chinos de tecnología de la informa-
ción, que ahora abarcan todos los niveles de demanda y complejidad. Esto supone 
además una diversificación de la iniciativa BRI.  

En cuanto a la inversión, China sigue centrada en las economías más grandes 
de la región, pero sus mercados favoritos han cambiado algo. Brasil ha copado la gran 
mayoría de la IED china entre 2003 y 2020. Sin embargo, la importancia relativa de 
Brasil como destino de la inversión china ha disminuido en los últimos cinco años, a 
favor de Chile, Perú y México (Myers y Ray, 2024). No se puede perder de vista que, 
pese a la creciente y estratégica presencia de China, el mayor inversor en la región es 
la Unión Europea (UE), con un stock acumulado en 2019 que se sitúa cerca de los 
800.000 millones de euros; esta cifra representa más que la suma de todas las inver-
siones de empresas de la UE en China, India, Japón y Rusia juntos (CEPAL, 2023).  

Un aspecto muy importante a tener en cuenta en la relación de América La-
tina con Europa en materia de inversión para el desarrollo es el lanzamiento del 
programa Global Gateway y su paquete de inversiones, que se espera llegue a los 
45.000 millones de euros en 148 proyectos identificados en toda la región (Co-
misión Europea, 2023). Sin embargo, ante la magnitud de la inversión en infraes-
tructuras de China, la verdadera fortaleza del Global Gateway está en la calidad, 
la sostenibilidad y el impacto social de la inversión. Es decir, en su potencial para 
instalar avances en infraestructuras sobre todo en términos de capacitación tec-
nológica y humana para afrontar las transiciones energéticas y digitales en curso.  

A la potencia inversora europea, y sus proyectos de cooperación, se suma la 
firma del Acuerdo con el Mercosur, que supone la creación de una zona comercial 
de más de 700 millones de habitantes. 25 años de negociación para un acuerdo 
que aún debe enfrentar el proceso de ratificación, pero que —de salir adelante— 
supondrá un importante paso para plantear una relación Sur-Norte al margen de 
EE.UU. y China. Además, más allá de los planes de inversión, América Latina y 
Europa necesitan encontrar espacios de cooperación que aúnen los intereses y la 
agenda de valores y expectativas comunes. La digitalización justa e inclusiva que 
propicie un cambio productivo es un buen tema de diálogo común, más aún si se 
consigue construir una regulación que garantice la defensa de la dimensión social 
y democrática. Asimismo, las políticas para paliar, revertir y gestionar el cambio 
climático constituyen una parte clave de la agenda birregional, especialmente 
ante la postura del nuevo presidente estadounidense.  

2025 trae consigo, con la próxima Cumbre UE-CELAC, una nueva cita para 
los mandatarios europeos y latinoamericanos, que permitirá confirmar si el es-

En 2025 la Cumbre 
UE-CELAC 
confirmará si el 
retorno a una 
agenda común 
adquiere entidad, y 
si el Global Gateway 
abre más 
oportunidades de 
diálogo y 
cooperación
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fuerzo por retomar una agenda común lanzado en 2023 adquiere entidad, y si los 
resultados parciales del Global Gateway consiguen abrir más oportunidades de 
diálogo, cooperación y, sobre todo, de coordinación internacional basada en va-
lores e intereses comunes.  

 
 
Una región sin conflictos ante la creciente conflictividad global 

 
Quizás el mayor escollo de los últimos años para el diálogo UE-América Latina y 
el Caribe, lo haya generado la diferente mirada sobre la invasión de Rusia a Ucra-
nia. Si bien los países latinoamericanos asumieron en su gran mayoría una pos-
tura garantista de las normas internacionales y la integridad territorial, hay una 
gran distancia en la percepción de la amenaza que enfrenta Europa.  

En las votaciones en la Asamblea General de Naciones Unidas, tanto los paí-
ses occidentales como del Sur global han coincidido en la condena a Rusia por 
hechos que, mayoritariamente, se han calificado como actos de agresión que vio-
lan principios básicos de la Carta de Naciones Unidas, como la abstención del uso 
de la fuerza contra la integridad territorial y la soberanía de los Estados. En estos 
casos, no se trata de un alineamiento con Occidente, sino de principios que los 
países del Sur han contribuido a definir —particularmente América Latina— y que 
han defendido de manera consistente (Sanahuja, 2022). 

En el caso de América Latina, casi todos los países votaron a favor de las re-
soluciones en respuesta a la invasión rusa de Ucrania, destacando tanto la Reso-
lución ES-11/1 de la Asamblea General de Naciones Unidas “Agresión contra 
Ucrania”, de 2 de marzo de 2022, como la votación en la 11ª sesión especial de 
emergencia, celebrada un año después de la invasión, que entre otros puntos so-
licitaba la “retirada inmediata de todas las fuerzas militares rusas del territorio 
ucraniano”. Solo Bolivia, Cuba y El Salvador se abstuvieron en los dos casos, y 
Nicaragua se abstuvo en la primera votación y votó en contra de la segunda. Estos 
países guardan una cercanía especial con Rusia.  

Cabe recordar que, durante mucho tiempo, Rusia realizó un laborioso trabajo 
diplomático en la región. Desde mediados de los años 2000 retornó gradual-
mente, y en la actualidad mantiene relaciones diplomáticas con todos sus países, 
y sus ciudadanos pueden viajar sin necesidad de visado por la región. Además de 
los éxitos diplomáticos, Rusia ha sido y sigue siendo muy activa en la generación 
de información, muy especialmente en la construcción de visiones e interpreta-
ciones de la realidad política alternativas a las promovidas por Occidente. Por lo 
demás, en el plano militar y geopolítico —y por primera vez después de la retirada 
del contingente soviético en Cuba a principios de los años noventa—, hay presen-
cia de uniformados rusos en el hemisferio occidental, concretamente en Vene-
zuela (Rouvinski, 2020). Asimismo, durante la pandemia, Rusia también se 
implicó en una “diplomacia de vacunas” que, a pesar de no ser tan efectiva como 
la de China, le ayudó a mejorar su reconocimiento regional.  

Como se ha indicado, ante la invasión rusa a Ucrania la mayor parte de los 
gobiernos latinoamericanos mantuvieron en Naciones Unidas una postura ajus-
tada a la condena a las agresiones territoriales. Sin embargo, a nivel interno y en 
voz de algunos líderes políticos, la tendencia fue de cierta neutralidad. En con-
secuencia, pese a condenar la acción rusa, muchos países también mostraban sus 
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recelos sobre la OTAN, a la vez que retomaban el discurso crítico hacia el “impe-
rialismo” estadounidense y su doble rasero. La neutralidad de los líderes latinoa-
mericanos significó una decepción para Europa y se convirtió, de hecho, en uno 
de los obstáculos que dificultó gravemente la consecución de una declaración de 
consenso en la Cumbre entre la UE y la CELAC que tuvo lugar en 2023 (Rodríguez 
Pinzón, 2024).  

Por su parte, la operación militar de Israel en la franja de Gaza y la expansión 
regional, tras los atroces atentados cometidos por Hamas el 7 de octubre de 2023, 
también ha generado realineamientos en política exterior (Rodriguez Pinzón, 
Mila-Maldonado y García-Mayoral, 2024). La mayoría de los gobiernos de la re-
gión se mostraron al principio solidarios con Israel; solo Cuba y Nicaragua se abs-
tuvieron de hacer declaraciones. Sin embargo, fueron menos los gobiernos que 
calificaron de terrorista la incursión de Hamás en territorio israelí, y al menos seis 
países se han abstenido de hacerlo, entre ellos, Colombia y Panamá (aunque este 
último país forma parte de los que tampoco han reivindicado el Derecho Inter-
nacional Humanitario y la protección de los civiles palestinos ante la despropor-
cionada ofensiva israelí).  

En este conflicto, el posicionamiento de los gobiernos latinoamericanos se 
dirime por factores distintos a los que determinan la postura en el conflicto pro-
vocado por Rusia. Hay algunos países en los que existe una mayor cercanía cul-
tural y/o política con la cuestión, bien por la presencia de importantes núcleos de 
población judía en Argentina y Brasil, o procedente de Palestina en el caso de 
Chile. Otros países también tienen relaciones históricamente estrechas con Is-
rael, como Guatemala y Panamá.  

Es importante destacar que Israel ha construido una relación comercial y de 
inversión estrecha con muchos países de la región, por lo que es un país que opera 
con una agenda propia y bien establecida; de hecho, mucho más fundamentada 
comercial y políticamente que la presencia de Rusia en la región (Rodríguez Pin-
zón, 2024). Por otra parte, para algunos gobiernos la causa palestina es parte de 
la construcción del acervo antiimperialista. Sin embargo, en muy pocos casos el 
eje ideológico explica la postura ante los dos conflictos: sucede en Nicaragua y 
Cuba, que apoyan a Rusia y Palestina, pero no es la norma general. El Salvador, 
en su caso, es cercano a Rusia y a Israel. En el posicionamiento frente al conflicto 
en Oriente Próximo pesa más la historia particular o los intereses respecto a la 
relación con EE.UU., como también muestran los casos de Paraguay y Panamá. 

En cuanto a la pauta en las votaciones en Naciones Unidas, se mantiene la 
tendencia de los países latinoamericanos a apoyar el respeto al Derecho Interna-
cional Humanitario. En la votación sobre la petición de una “tregua humanitaria” 
del 27 de octubre de 2023, solo dos países se abstuvieron, Panamá y Uruguay, 
mientras que Guatemala votó en contra. En este sentido, la mayor crítica se ha 
dirigido a los vetos que ha establecido EE.UU. a la votación de resoluciones que 
pedían el alto al fuego en Gaza.  

La región, aun alejada de las tensiones internacionales, no es ajena a los con-
flictos y las relaciones de poder en juego. De hecho, como se ha podido constatar, 
además de la adhesión a principios defendidos históricamente por América La-
tina, se observa un más posicionamiento proactivo, que llama a una mirada más 
cuidadosa de la historia y de la inserción de cada uno de los países, evitando la 
tentación generalizadora.  
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El regionalismo frente a los desafíos del desarrollo global  
 

La condición de países de renta media, es decir, de países que han alcanzado 
cierta relación estadística entre su PIB y su tamaño poblacional, ha ido alejando 
a los latinoamericanos de la política de desarrollo europea y estadounidense tras 
la crisis financiera que se produjo al final de la primera década de 2000. Los do-
nantes del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) concentraron los menguados 
recursos de la postcrisis financiera en los países más pobres. Solo Haití entra en 
esta categoría en la región. Este proceso de “graduación” ha merecido una revi-
sión, dado que desatendía algunos de los aspectos más relevantes de la actual 
agenda de desarrollo internacional, especialmente la desigualdad, que en Lati-
noamérica alcanza los niveles más altos. La revisión ha dado paso al concepto de 
“desarrollo en transición” adoptado por la OCDE y la Unión Europea que, por tanto, 
ha adaptado su agenda de cooperación en la región. América Latina, y en especial 
algunos de sus miembros, son activos defensores del concepto alternativo de “gra-
dación”, que les permite seguir siendo sujetos de cooperación, especialmente téc-
nica. Sin embargo, también hay voces detractoras, como ha planteado Brasil en 
numerosos foros. Una postura legítima, pero que, sin embargo, no plantea una al-
ternativa real a la graduación basada en renta.  

Otro de los focos importantes de debate es el relativo al sistema de financia-
ción multilateral. América Latina nunca ha coordinado sus intereses a través de 
los países de la región que tienen un lugar en el G20. No obstante, en este foro se 
ha producido un debate destacado sobre la situación de endeudamiento de los 
países pobres y emergentes en la “Mesa redonda sobre deuda soberana”. De 
hecho, como señala la Gerente del Fondo Monetario Internacional (FMI), entre 
las economías emergentes, el porcentaje de las que enfrentan un gran riesgo y re-
gistran diferenciales de endeudamiento que apuntan a un incumplimiento cre-
diticio ronda el 25% (Georgieva, 2023). Para América Latina es muy importante 
que en este foro se promueva la emisión de Derechos Especiales de Giro y otras 
medidas dirigidas a aliviar el peso de la deuda, a la vez que se mantienen fuentes 
de financiación para las crecientes necesidades. A este respecto es necesario se-
ñalar que, en las últimas décadas, la mayor parte de la región ha conseguido una 
importante estabilidad macroeconómica, a pesar de sus deficiencias sociales y 
de crecimiento económico (Rodríguez Pinzón y Gayo, 2023).  

Otro aspecto fundamental es la vulnerabilidad de la región al cambio climá-
tico. Los eventos relacionados con el clima y sus impactos se cobraron más de 
312.000 vidas en América Latina y el Caribe, y afectaron a más de 277 millones de 
personas entre 1998 y 2020 (Organización Meteorológica Mundial, 2020). Dada la 
importancia de la región, y su vulnerabilidad, es necesario reclamar recursos al sis-
tema internacional, es decir, a los países desarrollados y más contaminantes, para 
asegurar que el cambio climático no incremente las brechas de pobreza y desigual-
dad. América Latina debe exigir el cumplimiento del compromiso de duplicar en 
2025 la financiación para la adaptación al cambio climático respecto a 2019 (Mon-
talvo, 2023). A su vez, en virtud de la relevancia de la industria de combustibles fó-
siles, es necesario que la transición energética atienda el impacto económico y 
social del cambio de modelo productivo. Por su parte, la región debe hacer más 
consistente su política fiscal y de subsidios con los objetivos de descarbonización, 
y participar en la definición y gobernanza del Fondo de Perdidas y Daños por el 
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Cambio Climático (Montalvo, 2023). Este es quizás uno de los aspectos en los que 
América Latina debe jugar un papel más importante y activo.  

En América Latina y el Caribe se concentra una parte importante de los re-
cursos naturales mundiales, que se distribuye de forma desigual entre los países. 
Aproximadamente el 20% de las reservas de petróleo, el 25% de los metales es-
tratégicos y más del 30% de los bosques primarios del mundo se encuentran en 
la región. Los recursos naturales desempeñan un papel importante en el desarro-
llo económico; en efecto, las actividades económicas y los productos basados en 
esos recursos representan alrededor del 12% (a precios constantes de 2018) del 
valor agregado regional y el 16% del empleo total (CEPAL, 2023).  

Una de las tendencias que marcarán el futuro de la economía internacional 
será el cambio en las cadenas globales de valor impactadas por la salida del mer-
cado de proveedores, por las relocalizaciones, o por un posible paso de los denomi-
nados “offshoring” a los “reshoring”. Esto podría abrir oportunidades para aquellos 
proveedores que sean capaces de brindar servicios diversificados, flexibles y de alto 
nivel, en lo que constituye un aliciente para fortalecer la capacidad de coordinación 
regional y su potencial de complementariedad y eficiencia (CEPAL, 2021). De hecho, 
frente a las asimetrías señaladas, y la tendencia a la reprimarización, el mercado re-
gional podría promover la densificación del tejido productivo y contribuir a la reduc-
ción de la dependencia de las exportaciones de bienes primarios, gracias a su 
composición intensiva en manufacturas y la alta presencia de pequeñas y medianas 
empresas (pymes). Sin embargo, a día de hoy, la promesa de que estos escenarios de 
“relocalización” se hagan realidad parece dilatarse, incluso para los países más cla-
ramente opcionados a beneficiarse, como México.  

Otra de las miradas necesarias referidas a la transición energética apunta hacia 
las fuentes renovables, ligadas a la lucha contra el cambio climático y al desarrollo de 
la electromovilidad, que está experimentando un gran crecimiento; más aún: se prevé 
una demanda mundial creciente de materiales estratégicos y críticos. Destacan re-
cursos como el litio: dos tercios de las reservas globales probadas y la mitad de la 
oferta global de este mineral provienen del llamado “triángulo del litio”: Argentina 
(24%), Bolivia (15%), Chile (14%), a los que se agrega Perú (14%) (Ruano, 2023). Sin 
embargo, la riqueza de la región necesita una gestión muy efectiva y un gran esfuerzo 
político, para la explotación de este recurso se convierta en un factor de desarrollo 
equitativo para toda su población y se evite una profundización de la primarización 
económica y de un modelo extractivista, depredador e inequitativo.  

El desarrollo energético de la región puede aprovecharse de sus ventajas 
comparativas, pero también puede producir nuevas asimetrías y conflictos socia-
les, económicos, ambientales y político-culturales. Esta conflictividad marca la 
apertura de un nuevo ciclo de luchas, centradas en la defensa del territorio y del 
ambiente, así como en la discusión sobre los modelos de desarrollo y las fronteras 
mismas de la democracia. Un ciclo que, en América Latina, se ve agudizado por 
la tendencia a la represión de las movilizaciones sociales y los efectos de los dé-
ficits democráticos (Rodrigues y Rodríguez Pinzón, 2020). 

Sin embargo, las tendencias políticas de los gobiernos no permiten prever 
que la región promueva un análisis crítico del estilo de desarrollo “neoextractivista”. 
De hecho, parecen generarse fisuras y nuevas polarizaciones, que comprometen la 
posibilidad de gestionar conjuntamente algunos de los desafíos regionales. El re-
gionalismo latinoamericano está vaciado de contenido en términos de desarrollo, a 
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pesar del peso histórico de la región sobre este asunto en el sistema multilateral, y 
de las demandas de sus sociedades tan profundamente marcadas por la desigual-
dad. Con todo, la región no tiene a mano demasiadas opciones. En el marco de la 
guerra comercial entre China y EE.UU. se han establecido políticas proteccionistas 
y límites en el abastecimiento de materias críticas y en el acceso a tecnología puntera. 
Estos límites afectan las posibilidades de desarrollo de América Latina, dada su baja 
capacidad de aprovechar y agregar valor a sus recursos naturales.  

Otro aspecto relevante y estratégico para América Latina tiene que ver con 
la dimensión normativa de la producción y la tecnología. América Latina se en-
frenta a la necesidad de hacer una transición digital que ayude a cerrar las brechas 
sociales, a la vez que mejore la productividad y adaptación al empleo del futuro. 
También debe garantizar parámetros de sostenibilidad ambiental. Esto no solo 
requiere invertir en esta transición, sino construir un modelo de gobernanza del 
avance tecnológico. No es un interés solo latinoamericano: parte de la pugna por 
el poder está relacionada, justamente, con la capacidad para imponer las normas 
que determinan la producción, la explotación de los datos y los límites éticos y 
securitarios a la inteligencia artificial y sus productos.  

En este panorama, América Latina, con su frágil regionalismo, habrá que tomar 
decisiones sobre las opciones existentes que tendrán consecuencias en su desarrollo. 
De cualquier forma, son destacables avances como la adopción de la Carta Iberoame-
ricana de Principios y Derechos en Entornos Digitales aprobada en la XXVIII Cumbre 
Iberoamericana de jefes y jefas de Estado y de Gobierno en 2023 (SEGIB, 2023).  

 
 

El desafío de la inseguridad como asunto internacional  
 

La criminalidad internacional es uno de los principales problemas de seguridad en 
la región, con una tasa de homicidios promedio de 24 por cada 100.000 habitantes, 
la más alta del mundo. En 2020, según la CEPAL se registraron más de 165.000 ho-
micidios en la región. Esta violencia, se relaciona con factores como el tráfico de dro-
gas, la violencia de pandillas, los fallos en la presencia y la acción de los Estados, la 
corrupción o la desigualdad social, pero también con los “agujeros” del sistema in-
ternacional, especialmente los que tienen que ver con la facilidad para el “lavado de 
activos” en el sistema financiero, la desigualdad internacional o la incapacidad de 
coordinación entre distintos actores (Rodríguez Pinzón, 2023).  

Uno de los principales generadores de violencia es el narcotráfico y, en ge-
neral, el crimen organizado. La región es un importante productor y distribuidor 
de drogas, siendo responsable del 70% de la cocaína producida en el mundo 
según la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, 
2023). También crecen otros delitos asociados como el tráfico de armas, de per-
sonas y de especies. De hecho, en el continente americano hay una fuerte relación 
entre muertes violentas y armas de fuego: al menos el 75% de las muertes ocu-
rrieron por el uso de estas (UNODC, 2019). 

Pero la inseguridad no solo crea víctimas directas, sino que influye sobre todo 
el sistema social a través del miedo, su carga social y la desconfianza que implica 
en todas las dimensiones de las relaciones sociales y económicas. Como señalan 
Hernández-Gutiérrez y Zurita Ortega (2022), incluso en los países más seguros 
la inseguridad ciudadana aparece entre las principales preocupaciones de los ciu-
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dadanos. El impacto real y la percepción de la inseguridad se convierten en un 
serio obstáculo en la vida de la ciudadanía latinoamericana que ve coartada su li-
bertad, a la vez que se generan altos costes sociales por el aumento de la descon-
fianza interpersonal e institucional.  

Ante dicha percepción de inseguridad y de ineficacia de las políticas públicas, 
han ganado auge en toda la región —y en todo el espectro ideológico— las políticas 
de “mano dura”1, que no solo distan de presentar resultados sostenibles, sino que 
erosionan la democracia. Y ello, en tanto debilitan el Estado de derecho, aumentan 
de forma insostenible la población carcelaria y generan un sustrato de polarización 
que tiende a ampliar las brechas sociales. El problema es que la presencia del crimen 
organizado en la región es un asunto internacional y, con las políticas de “mano dura”, 
su gestión tiende a restringirse al ámbito doméstico, concretamente sobre deter-
minados sectores sociales (jóvenes, migrantes, afrodescendientes), sin que se 
fortalezcan los mecanismos internacionales que permitan atajar la dirección de 
las estructuras criminales y su poder. En ese sentido, la inseguridad no puede enten-
derse como un fenómeno aislado y particular de la región, sino que constituye una 
dimensión más entre los desafíos globales que afrontan las democracias y el Estado 
de derecho en el mundo (Rodríguez Pinzón, 2023).  

La percepción de América Latina como región alejada de los conflictos in-
ternacionales no puede ignorar que la violencia criminal tiene un coste humano, 
político y económico tan alto como el de las guerras tradicionales. Asimismo, es 
importante asumir de forma prospectiva que los efectos del cambio climático, de 
los cambios tecnológicos y de los sistemas comerciales globales van a ofrecer nue-
vas oportunidades para los grupos criminales, por ejemplo, a través del aumento 
del cibercrimen, o de la depredación de los recursos estratégicos y críticos en po-
blaciones vulnerables.  

 
 

¿Es posible reconstruir el relato iberoamericano? 
 

Una de las diferencias más evidentes al analizar las perspectivas internacionales 
de América Latina, bien desde España, bien desde la región, es la presencia o au-
sencia de la dimensión iberoamericana. En España esta dimensión está presente 
sistemáticamente, mientras que en la mayoría de los estudios latinoamericanos no. 
Sin embargo, Iberoamérica es una realidad con un acervo y un impacto tanto en la 
península ibérica como en Latinoamérica. Los numerosos programas de coopera-
ción, los diálogos de alto nivel, o el conjunto de proyectos culturales de larga dura-
ción componen un esquema de relacionamiento que tiene su punto álgido en el 
sistema de las cumbres iberoamericanas, pero que es mucho más que eso.  

La XXIX Cumbre en Cuenca, Ecuador, mostró la tensión entre la fortaleza 
del proyecto iberoamericano —que resiste con una institucionalidad de más de 
30 años de asociación— frente al riesgoso uso de las cumbres como un instru-

1  Con este título, se alude a un conjunto de medidas legales y policiales que incluyen generalmente las 
medidas de endurecimiento de los códigos penales; el aumento de la presencia policial en el control de 
barrios/zonas considerados de alta incidencia de actividades criminales; el aumento del encarcela-
miento, sobre todo de determinados perfiles (jóvenes, afrodescendientes, pobres, etc.); el aumento de 
la violencia y de la letalidad policial; la asociación a la “guerra contra el narcotráfico”, entendido como 
“enemigo público” de primer nivel, y la construcción de una narrativa de “tolerancia cero” (Rodrigues 
y Rodriguez Pinzón, 2020).
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mento para medir la eficacia de Iberoamérica. La foto de los mandatarios reuni-
dos proyecta una imagen saludable, pero no un diagnóstico suficiente. La salud 
de Iberoamérica, de hecho, reside en que reciba atención y cuidado desde el lado 
latinoamericano, e impulso y coherencia desde el peninsular. 

Uno de los principales escollos en la tarea conjunta de promover y “cuidar” del 
proyecto iberoamericano radica en la actual situación de banalización de la diplomacia 
y la política exterior en la región. A menudo, se constata la subordinación de políticas 
exteriores estables y coherentes a las veleidades de los presidentes de turno o a los in-
tereses electorales, dejando de lado el “saber hacer” de las cancillerías y privilegiando 
las redes sociales como “espacio de debate internacional”.  

La XXIX Cumbre Iberoamericana se vio afectada por la tensión entre diver-
sos gobiernos, y la propia debilidad del gobierno convocante, envuelto en tensio-
nes diplomáticas con otros países latinoamericanos. Otro punto que obstaculiza 
la repercusión de las cumbres es la fatiga por los numerosos eventos que reclaman 
la presencia de los presidentes. La Cumbre de Cuenca coincidió con el Foro de 
Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC) y la Reunión del G20 en Brasil; 
además, poco antes se había celebrado la COP 16 de Biodiversidad en Cali, Co-
lombia. Estas agendas hacen difícil encajar todos los eventos, aparte de que se 
compita por atraer a más figuras. Sin embargo, es importante poner el objetivo 
en otras imágenes del proyecto iberoamericano, por ejemplo, en la gran partici-
pación que consiguió el Encuentro Empresarial Iberoamericano con más de 
1.000 empresas participantes.  

Asimismo, resulta llamativa la aceptación social que produce la idea una estre-
cha relación entre España, Portugal y América Latina. En este sentido, los datos del 
Barómetro de la imagen de España en América Latina corroboran esta valoración: 7 
de cada 10 encuestados tienen una buena imagen del país (Real Instituto Elcano, 
2023). Asimismo, el apoyo a la integración latinoamericana cuenta con un gran res-
paldo, según el informe de INTAL de mayo de 2024: el 79% de los latinoamericanos 
se muestra a favor, un 8% más que en 2020 (BID, 2024). Estos datos contrastan con 
las oscilaciones, en gran parte ideológicas, de los gobiernos latinoamericanos, que 
han frustrado las diferentes fórmulas de concertación. Así, a pesar de la fragmenta-
ción institucional, el soporte social permite sugerir que: “armonizando identidades, 
valores e intereses, la trama iberoamericana podrá adquirir la dosis de consistencia 
que dote de credibilidad a su narrativa: la de una comunidad que requiere con urgen-
cia la impronta de un discurso cohesivo, estable, integrador, en gran medida refun-
dacional, pero ante todo verosímil” (Fernández Leost, 2024).  

Cada vez más voces sugieren la necesidad de una reconstrucción de la na-
rrativa de América Latina. Acaso el actual escenario incertidumbre global sea un 
momento preciso para relanzar un proyecto que no solo mire a lo que ha cons-
truido en sus más de 30 años de historia, sino que consiga arraigar en las nuevas 
generaciones de “iberoamericanos”. 

 
 
Conclusiones  

 
Hablar del futuro de las transiciones indispensables para el mundo (energética, 
digital y socioeconómica) significa hablar de América Latina. La región es crucial 
por sus recursos naturales, agua, bosques y tendencias demográficas. Además, 
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sus bases histórico-culturales comunes con Occidente permiten una alineación 
en un marco multilateral de 46 países. Los cambios en la distribución global de 
capacidades materiales —como el mayor peso de China e India frente a EE.UU., 
Europa y Japón— se entienden como una metamorfosis estructural o “crisis de 
hegemonía”. Sin embargo, desde la crisis financiera de 2008 estos cambios glo-
bales no han producido presiones homogéneas en América Latina, sino una 
mayor heterogeneidad, una “asimetría diferenciada”. 

Durante muchos años, la asimetría ha sido una característica fundamental 
de las relaciones interamericanas. Aunque sigue siendo el caso, el significado de 
la asimetría ha variado. Los grados de interdependencia, vulnerabilidad y rele-
vancia política son cada vez más dispares, lo que requiere repensar la naturaleza 
de la “hegemonía” misma, entendida como un complejo de relaciones asimétri-
cas con características jerárquicas (Bitar y Long, 2024). 

La región ha transitado sin brújula entre las turbulencias del sistema inter-
nacional durante años. La crisis económica, la explosión social, las fallas estruc-
turales persistentes y la polarización política oscurecen el panorama regional. 
Esta situación tiene riesgos evidentes, muchos de los cuales provienen de la fra-
gilidad de su integración regional, que impide articular posiciones de fuerza de 
manera ágil y efectiva, limitando la capacidad de abordar problemas comunes. 
La falta de un proceso de integración sostenible e institucionalizado es un déficit 
con efectos en muchas dimensiones. Oportunidades como la coordinación de de-
mandas en escenarios multilaterales, la búsqueda de financiación internacional, 
el fortalecimiento de cadenas intrarregionales de valor agregado o la gobernanza 
de la protección ambiental y social son algunos de los aspectos más afectados. 

América Latina busca encajar sus intereses y prioridades, alejándose del in-
terés de Occidente y diversificando sus socios comerciales y financieros, con 
China jugando un papel destacado. Sin embargo, los desafíos de la región van 
más allá del posicionamiento comercial. La región enfrenta un debate sobre la 
nueva estructura internacional, contrastando con un alineamiento de facto con 
el Sur global, una categoría con escaso poder analítico pero importante en la de-
finición de un orden post-occidental y en la estrategia de liderazgo de China (aun-
que este país no pueda ser considerado parte del Sur). 

Uno de los aspectos más interesantes para entender cómo los países latinoa-
mericanos entienden el orden internacional es su postura frente a las guerras en 
Ucrania y Palestina. Frente a la invasión de Rusia, la región ha defendido consis-
tentemente el derecho internacional en los foros multilaterales, aunque interna-
mente ha habido debates sobre una cierta neutralidad. En contraste, las posturas 
frente a la acción terrorista de Hamás y la respuesta de Israel contra Palestina son 
más variadas, y están influidas por las relaciones diplomáticas, la presencia de 
diásporas y la asimilación de sus actores a la realidad de los países. 

Otro aspecto crucial de la agenda exterior latinoamericana es el rol de los 
materiales críticos en las transiciones hacia las energías limpias. La región, rica 
en recursos minerales, enfrenta el desafío de evitar un nuevo proceso de extrac-
tivismo y construir capacidades para agregar valor, mejorando la calidad del em-
pleo y la productividad. La respuesta a los problemas internos también pasa por 
atraer inversión para el desarrollo de infraestructuras y evitar que las restricciones 
de crédito internacional impidan desarrollar políticas urgentes. Programas como 
la Iniciativa de la Franja y la Ruta de China o el Global Gateway de la UE ofrecen 
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oportunidades, aunque con limitaciones presupuestarias. Finalmente, la región 
juega un papel importante en la gobernanza de los procesos de lucha contra el 
cambio climático y la adaptación y mitigación, y debe equilibrar su valor estraté-
gico como fuente de biodiversidad, con su vulnerabilidad al cambio climático y 
la necesidad de cerrar su modelo productivo de combustibles. 
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L as perspectivas de la inserción económica internacional de América La-
tina están inmersas en un panorama complejo. La región atraviesa una 
nueva “década perdida”. De acuerdo con la CEPAL, el nivel de crecimiento 

del periodo 2015-2024 fue de apenas 0,9%, una tasa que está incluso por debajo de 
2% de la década del 1980 (CEPAL, 2024a). En los últimos años los países latinoame-
ricanos han encontrado dificultades para lograr una inserción económica interna-
cional que se alinee con las metas de desarrollo y reduzca las vulnerabilidades 
externas que afectan a la región. Las fuerzas centrífugas han predominado, obstacu-
lizando una integración regional densa, y la primarización económica se ha impuesto 
sobre los proyectos de industrialización más complejos.  

La región no ha logrado sostener estrategias de inserción económica inter-
nacional articuladas que permitan salir de ese trayecto de “décadas perdidas”. 
Las proyecciones para los próximos años no registran demasiados cambios, con 
1,7% para 2024 y 2,3% para 2025 (CEPAL, 2024a). Este magro desempeño se da 
en un contexto donde el crecimiento de la economía global también se muestra 
moderado, con un 3,2% para 2024 y 2025 (Fondo Monetario Internacional, 2024). 

El creciente proteccionismo mundial, junto con la desaceleración de la economía 
de China, la inflación en las economías avanzadas, y los shocks que generan los even-
tos climáticos, se conjugan con las debilidades de los entramados productivos nacio-
nales para condicionar fuertemente el desempeño de las economías de la región. Así, 
a la complicada inercia de la región se le suma el “giro geoeconómico” en la arena in-
ternacional, con la creciente fragmentación de la economía internacional y el des-
pliegue de nuevos instrumentos de política económica. 

Frente a dicho panorama este artículo busca comprender cómo han respon-
dido los países de la región a los cambios globales y cuáles han sido las tendencias 
desplegadas en 2024 en materia de su inserción internacional. El primer apartado 
repasa los indicadores de desempeño económico de América Latina en materia 
de comercio y de inversiones; seguidamente se discuten las estrategias que los 
países implementaron frente a la dinámica que ha adquirido el escenario econó-
mico internacional en el marco de la competencia entre Estados Unidos y China. 
El tercer apartado se concentra en la integración regional como parte de las es-
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trategias desplegadas, advirtiendo que en un contexto de transformación geopo-
lítica y tecnológica global, esta no puede permanecer estanca. Y, por último, se 
presentan las reflexiones finales. 

 
 

2024: América Latina en la senda de una inserción 
internacional estancada 

 
En la última década el comercio exterior de América Latina creció poco. En 2023 
tuvo un desempeño negativo, siendo que las exportaciones se contrajeron 2,2% 
tras la recuperación de 2022 (Giordano y Michalczewsky, 2024), y el promedio de 
2015-2024 fue menor al 1% (CEPAL, 2024a). Los intercambios en el primer se-
mestre de 2024 indican un crecimiento de un 4% interanual, con importantes di-
ferencias intrarregionales (Gráfico 1). 

 
GRÁFICO 1. Exportaciones de bienes de países latinoamericanos 

Primer trimestre 2023 y 2024 (en millones de dólares) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a datos estadísticos de la Secretaría de la Organización Mundial  

de Comercio (OMC). 

Este desempeño no es exclusivo del último año. Desde los años sesenta la 
región mantiene una participación inferior al 6% en las exportaciones mundiales 
de bienes, con baja participación en las cadenas globales de valor, solo con ex-
cepciones como las de Chile y México (Blyde et al., 2014; CEPAL, 2023).  

La oferta exportable de la región se reparte entre vehículos automóviles (12,8%) 
—mayormente explicados por México y Brasil—; combustibles y minerales (23,4%); 
máquinas y productos industriales (20,17%), y alimentos (19,8%). Esta canasta ha 
variado muy poco en la última década, con un leve aumento en alimentos y una baja 
en la oferta de combustibles y minerales. Del lado de las importaciones, América La-
tina es un importador neto de manufacturas industriales de diversa complejidad tec-
nológica y de combustibles, con pocos cambios entre 2014 y 2024.  

Como dijimos, Latinoamérica se integra poco a las cadenas de valor globales. Las 
manufacturas de bienes intermedios explican aproximadamente el 38% de las expor-
taciones totales (Alviarez, 2022), un valor muy por debajo del 47% del promedio mun-
dial —excluidos los combustibles— (Organización Mundial del Comercio, 2023). 
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En el comercio de servicios, América Latina se encuentra también rezagada, 
con una participación del 3% de las exportaciones globales (por arriba de África) 
y 4,2% de las importaciones totales (UNCTAD, 2024b).  

Durante los primeros meses de 2024 se registraron algunos incrementos en 
las exportaciones de la región, aunque con diferencias regionales. Entre enero y 
julio de 2024 las exportaciones latinoamericanas totalizaron USD 781.751 millo-
nes, lo que implica un incremento aproximado del 4%, como señalado supra (Or-
ganización Mundial del Comercio, 2024). En el primer trimestre en América del 
Sur las exportaciones aumentaron un 1,9% interanual, siendo Asia el principal 
destino. Argentina y Uruguay tuvieron los principales incrementos, asociados a 
una mejor cosecha agrícola. México, por su parte, profundizó su vínculo con Es-
tados Unidos. En Centroamérica, por el contrario, todos los mercados incidieron 
negativamente y las exportaciones se contrajeron 7,1% (Instituto para la Integra-
ción de América Latina y el Caribe, 2024). El comercio intrarregional, por su 
parte, disminuyó durante el primer trimestre de 2024, en comparación con el 
mismo trimestre del año anterior (ALADI, 2024), aunque aumentó en compara-
ción al primer trimestre de 2023 (Instituto para la Integración de América Latina 
y el Caribe, 2024). Es notable que el comercio de los países de la región con China 
haya superado desde 2022 al comercio intrarregional (De la Mora, 2023) 

Los precios de los commodities continuaron siendo un fuerte predictor de la 
evaluación de las exportaciones regionales. El índice de precios de los alimentos 
que calcula la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agri-
cultura (FAO, por sus siglas en inglés), arrancó el año con una contracción de sus 
valores, vis a vis el último cuatrimestre de 2023, y comenzó a repuntar recién hacia 
el mes de mayo 2024. Aun así, en comparación con los niveles históricos, el índice 
de septiembre de 2024 estuvo un 2,1% por debajo interanual (FAO, 2024). Esto 
explica, al menos parcialmente, el magro desempeño de las exportaciones obser-
vadas en la mayoría de los países de la región. 

Los flujos de inversión presentaron un panorama de crecimiento de mode-
rado a bajo. La región de América Latina tuvo en 2023 una contracción en las en-
tradas de inversión extranjera directa (IED) y en los anuncios de inversión 
(CEPAL, 2024b). Esto se produjo en un contexto donde, de todos modos, la IED 
a nivel global creció poco (UNCTAD, 2024a). Brasil y México se han posicionado 
como los principales mercados de destino de los flujos de capital, seguidos por 
Argentina, Chile y Colombia.  

En estos meses, los efectos de nearshoring resultaron ser acotados: si bien 
EE.UU. se sostuvo como el principal origen de la IED en la región, se redujeron 
las entradas de capital estadounidenses en la mayoría de los países de la región 
(CEPAL, 2024b). Por su parte, la inversión transfronteriza regional se redujo un 
46% y totalizó 10.825 millones de dólares (6% del total), lo cual es —excluyendo 
el pico alcanzado en 2022— el valor más alto desde 2018 (CEPAL, 2024b).  

En balance, América Latina sigue siendo un territorio relegado ante las pro-
yecciones económicas internacionales, registrando magros desempeños de cre-
cimiento de su sector externo, por debajo del promedio mundial. Los flujos de 
comercio e inversión no han logrado ganar el impulso suficiente para dar el salto 
que la región necesita en materia de crecimiento, reafirmando con el desempeño 
de 2024 las sospechas de la “nueva década pérdida” (Salazar-Xirinachs, 2023). 
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El desafío de la fragmentación geoeconómica  
y el debilitamiento de la cohesión regional 

 
Un punto relevante en este panorama de inserción internacional es que la región 
latinoamericana parece mantenerse estable en su especialización productiva y de 
mercados, en un contexto de importante transformación del escenario internacio-
nal. En particular, la literatura reciente ha problematizado la reorientación de los 
flujos económicos —comercio e inversiones— por tensiones geopolíticas; proceso 
conocido como “fragmentación geoeconómica” (Aiyar et al., 2023; Gopinath et al., 
2024). Este proceso, si bien solo tiene rastros empíricos acotados a aproximada-
mente 4,2% del comercio total (Blanga-Gubbay y Rubínová, 2023), reconoce me-
canismos políticos y económicos sólidos que hacen esperable su extensión. 

Frente a dicha fragmentación geoeconómica, investigaciones recientes han 
reconocido que algunos países —que tengan posicionamientos geopolíticos ba-
lanceados, regímenes comerciales abiertos y eficientes, apertura de cuenta de 
capital y recursos estratégicos—, pueden jugar un papel privilegiado como “Es-
tados conectores” (Aiyar y Ohnsorge, 2024). América Latina, al ser una zona de 
paz, contar con recursos minerales estratégicos (Bernal et al., 2023), y mantener 
relaciones sólidas tanto con China como con EE.UU. —destinatarias del 14% y 
43% de sus exportaciones regionales, respectivamente—, podría posicionarse 
como un actor clave en la nueva configuración internacional (FMI, 2023). Esto 
podría crear incentivos para actuar de manera conjunta (De la Mora, 2023), pre-
sentando así un salto en la estrategia de inserción internacional latinoamericana.  

La evidencia empírica de 2024 sugiere un panorama diferente. Lejos de ese 
escenario hipotético de respuestas concertadas, lo que ha primado en 2024 han 
sido acciones individuales que han acentuado las tendencias centrífugas. Los paí-
ses han optado por medidas unilaterales frente a la fragmentación geoeconómica 
y no se observan durante este año saltos cualitativos en la inserción internacional 
latinoamericana de manera coordinada.  

Los ejemplos más notorios son los de las dos principales economías de la re-
gión, México y Brasil. Ambos países son reconocidos como actores con potencia-
lidad para posicionarse como “conectores” en el entramado de comercio e 
inversión global (Aiyar y Ohnsorge, 2024; Gopinath et al., 2024). Ambos tienen 
vínculos político-institucionales con socios de la región y una tradición “latinoa-
mericanista”. Los dos, sin embargo, optaron por estrategias individuales frente a 
la fragmentación geoeconómica. 

En el caso de Brasil, el lanzamiento de la “Nova Política Industrial” a inicios 
2024 marca un quiebre con su política regional, al anunciar una nueva estrategia 
de política industrial sobre seis misiones, de las cuales ninguna menciona al Mer-
cosur. El millonario paquete de medidas propuesto busca posicionar a Brasil como 
un “país competitivo, innovador y en la vanguardia de la transformación ecológica” 
(Presidencia de Brasil, 2024), responde a los imperativos tecnológicos y ambienta-
les que atraviesan la fragmentación geoeconómica. En ello, empero, no hay una 
posición coordinada con los socios regionales ni una proyección de sectores estra-
tégicos que tenga entre sus metas el crecimiento regional. En materia geopolítica, 
Brasil ha actuado como un actor con peso propio, manteniendo una estrategia de 
cobertura entre China y EE.UU., con sólidos vínculos comerciales con ambas eco-
nomías (Zelicovich y Actis, 2024). Esto le ha valido importantes inversiones, entre 
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las que se destaca la de la China BYD, en el rubro de autos eléctricos, que eleva el 
potencial del plan industrial carioca (White y Pooler, 2024). 

México, por su parte, a pesar de integrar la Alianza del Pacífico, ha afianzado 
su pertenencia al hemisferio norte, consolidando los vínculos económicos en el 
tratado con EE.UU. y Canadá (TMEC). En el contexto de reconfiguración de ca-
denas globales de valor, en los últimos años México vio un incremento de la IED en 
la zona fronteriza con EE.UU. y en Ciudad de México (Instituto para la Integración 
de América Latina y el Caribe, 2024) y afianzó su relación con Washington, rele-
gando el espacio regional. Los programas de política industrial estadounidenses, 
con las leyes Chips Act e Inflation Reduction Act, generaron derrames económicos 
positivos sobre la economía mexicana, deprimiendo los incentivos que este país pu-
diera tener con los socios de América Latina. Según los reportes oficiales “entre 2018 
y 2023 México ha ganado 1,9 puntos porcentuales en su participación en las impor-
taciones estadounidenses al tiempo que China ha perdido 7,8 puntos porcentuales” 
(Secretaria de Hacienda y Crédito Público de México, 2023: 94).  

Mientras México se posiciona como un “Estado conector” en relación a 
China y EE.UU., los intercambios con los socios latinoamericanos del Pacífico no 
superaron el 1% de las ventas totales. A la vez, tensiones políticas asociadas al 
traspaso de la presidencia pro tempore se extendieron sobre el funcionamiento de 
la Alianza en el periodo reciente. 

Aun siendo las dos economías más grandes, México y Brasil no han sido los 
únicos países que optaron por estrategias individuales ante los desafíos que la 
fragmentación geoeconómica plantea a la región. Otros países latinoamericanos 
han buscado mejorar su inserción internacional tejiendo acuerdos de cooperación 
y comercio que los posicionen como actores articuladores en la reconfiguración de 
las cadenas de valor globales, hoy afectadas por las tensiones geopolíticas. En estos 
esfuerzos, las iniciativas también han sido unilaterales, incluso cuando las contra-
partes eran coincidentes. 

Ecuador, por ejemplo, concluyó un histórico acuerdo de libre comercio con 
China a comienzos de 2024. Por su parte, Chile —quien ya tiene un acuerdo de 
libre comercio con Beijing— formalizó la solicitud de ingreso a la Asociación Eco-
nómica Integral Regional (RCEP, por sus siglas en inglés), acuerdo de integración 
regional liderado por China. Perú, por su parte, avanzó en la licitación del Puerto 
de Chancay con la naviera china COSCO, a pesar de las protestas de EE.UU., e 
incluso aprobó el uso exclusivo de esas instalaciones (Barletti, 2024), siendo este 
el episodio de mayor relevancia geoeconómica del año. 

En total, cinco son los países que tienen acuerdos de libre comercio conclui-
dos con China en América Latina (Chile, Perú, Nicaragua, Costa Rica y Ecuador), 
y tres los que se encuentran en etapa de negociaciones (Panamá, Honduras y 
Perú). Además, 22 países de la región que integran el “Belt and Road Initiative”, 
la iniciativa de cooperación transnacional e infraestructura insignia de China.  

Respecto de Estados Unidos, los lazos de integración económica son más 
profundos. EE.UU. tiene acuerdos de libre comercio con Chile, Colombia, Costa 
Rica, República Dominicana, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nica-
ragua, Panamá y Perú, y sostiene esquemas de cooperación con casi todo el resto 
de los países de la región. En 2024, Argentina avanzó en la firma de un Memo-
rando de Entendimiento para fortalecer la cooperación en minerales críticos con 
EE.UU., con la expectativa de que este instrumento facilite el acceso a beneficios 
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que ofrecen programas de subsidios estadounidenses como el de la Iniciativa de 
Reducción Inflacionaria (IRA). Por su parte, los países de la región que integran 
la Americas Partnership for Economic Progress1 tuvieron a mediados de 2024 un en-
cuentro de nivel ministerial en Washington con el foco puesto en cuestiones como 
hidrógeno verde, competitividad y resiliencia de las cadenas de valor y seguridad 
alimentaria —áreas en las que los países de la región tienen claras ventajas—. 

Estas medidas, que atendieron a la relación específica con EE.UU. o China, 
se complementaron con un esfuerzo diplomático por la diversificación de socios. 
En efecto, la diversificación de mercados y canastas de comercio e inversión es 
reconocida como una estrategia adecuada para lidiar con el riesgo global asociado 
a las disrupciones de las cadenas de aprovisionamiento y la fragmentación geoe-
conómica (Aggarwal y Kenney, 2023).  

Del año 2024 resulta especialmente llamativo el interés que América Latina 
ha cobrado para la región de Medio Oriente y, en particular, el esfuerzo desple-
gado por Emiratos Árabes Unidos en la región. Siendo un socio no tradicional y 
con poco volumen de intercambio económico, ha desarrollado en poco tiempo 
un despliegue intenso de negociaciones en la región. En efecto, entre 2023 y 2024 
se desarrollaron negociaciones para el establecimiento de acuerdos comerciales 
con nueve países de América Latina, tres de los cuales (Chile, Colombia y Costa 
Rica) ya se concluyeron.  

Estos acuerdos se parecen bastante entre sí, siendo acuerdos profundos. En 
el caso del acuerdo con Chile se incluye —además de los tradicionales compro-
misos de acceso a mercados, inversiones y cuestiones regulatorias—, un capítulo 
sobre comercio y empoderamiento económico de las mujeres, tema en el cual 
Chile ha sido pionero. En el caso de Colombia, el capítulo de turismo responsable 
es la pieza singular de este tratado.  

Los otros países que se encuentran negociando acuerdos de libre comercio 
con Emiratos Árabes Unidos son Argentina, Brasil, Uruguay y Paraguay (Merco-
sur) —con quienes se realizó la primera ronda de negociación en 2024—, y Perú y 
Ecuador, que acordaron iniciar negociaciones de un acuerdo comercial en el 
marco de la Conferencia Ministerial de la OMC, celebrada en febrero 2024. 

Por su parte, Mercosur avanzó con la firma de un acuerdo de libre comercio 
con Singapur al tiempo que continuó las negociaciones con la Unión Europea y 
el European Free Trade Area (EFTA); Perú avanzó en negociaciones para un 
acuerdo comercial con India, fortaleciendo el eje Sur-Sur.  

En todas estas iniciativas resulta llamativa la ausencia de una coordinación 
regional latinoamericana. Inclusive la Cumbre de la Comunidad de Estados La-
tinoamericanos y Caribeños (CELAC) —principal mecanismo de coordinación 
en la infraestructura institucional actual— ha arrojado pocos lineamientos comu-
nes para la región en 2024. Se subraya el fortalecimiento de los mecanismos ins-
titucionales existentes, y la reiteración del compromiso con un “comercio agrícola 
libre y justo, basado en reglas internacionales” así como el papel de la región 
como productora y exportadora neta de alimentos (CELAC, 2024). No hay mayo-
res referencias a cómo posicionarse de manera conjunta y coordinada frente a 
actores extrarregionales ni cómo aprovechar los recursos que la región tiene para 

1  Barbados, Canadá, Chile, Costa Rica, Colombia, Ecuador, México, Panama, Peru, Republica Domi-
nicana y Uruguay, junto a Estados Unidos
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lograr una mejor posición en las dinámicas económicas globales, con mayor cap-
tura de valor agregado. Incluso en áreas estratégicas, como la de minerales críti-
cos, aun si ha habido propuestas de coordinación, estas no han sedimentado en 
mecanismos eficaces de acción, al menos en 2024. 

 
 

Perspectivas futuras: la integración regional como herramienta 
para la inserción internacional 

 
Como hemos visto, el comercio intra-latinoamericano ha tenido un desempeño 
negativo, con una reducción de los intercambios en el primer trimestre de 2024. 
La tendencia de largo plazo apunta a una pérdida de relevancia de la región en los 
resultados económicos de los países. Aun si los intercambios intrazona tienen un 
contenido de mayor complejidad tecnológica que los de extrazona —y de allí su valor 
estratégico—, no han logrado expandirse. En términos comerciales, persisten las ba-
rreras y una falta infraestructura que facilite los intercambios (CAF - Banco de De-
sarrollo de América Latina, 2021). En términos políticos, no hay mecanismos de 
concertación que puedan sostenerse en el tiempo. Como resultado, no hay una 
estrategia de inserción internacional de América Latina coordinada, ni un posi-
cionamiento común frente a la economía internacional. 

La integración regional enfrenta profundos desafíos para sostenerse como 
pieza clave de la inserción internacional latinoamericana. Hay una distancia 
cada vez mayor entre las narrativas de políticas para el desarrollo presentes en 
la región, que enfatizan las políticas industriales (CEPAL, 2024c) o la competiti-
vidad (Maloney et al., 2024), y la integración regional. La integración regional 
ha perdido relevancia como instrumento en el sendero hacia el desarrollo, en 
comparación con las décadas anteriores. Como señala De la Mora “‘Integración’ 
es un término que aparece de manera recurrente en el discurso político, pero ello 
no se refleja como prioridad en las agendas nacionales de política pública” (De 
la Mora, 2023: 115). De allí que los resultados hasta ahora hayan sido moderados. 

Es cierto, no obstante, que la integración regional en un contexto de trans-
formación geopolítica y tecnológica global no puede permanecer estanca. Re-
quiere ajustes en sus instrumentos y en sus metas, y el reconocimiento desde 
el regionalismo comparado, de que la integración regional, es además, un pro-
ceso histórica y geográficamente situado. En otras palabras, aquello que mo-
viliza la integración regional en otras latitudes puede no aplicarse al caso 
latinoamericano. 

Uno de los puntos de tensión es la coordinación entre la agenda regional y 
la agenda de inserción internacional. Se reconoce que ante los cambios en curso 
“la integración regional y la inserción a la economía mundial no pueden seguir 
viéndose como alternativas mutuamente excluyentes sino que deben verse como 
complementarias”. (Salazar-Xirinachs, 2023, p. 29). En ese sentido, es preciso 
analizar los obstáculos que existen para que las externalidades que derivan de 
los acuerdos con actores extrarregionales puedan ser aprovechadas en el con-
junto de la región latinoamericana. Por ejemplo, se señala que “los países de la 
región participan en 33 acuerdos preferenciales de comercio que en total suman 
47 grupos de reglas de origen específicas para diferentes productos” (Salazar-
Xirinachs, 2023: 29).  

Hay una distancia 
cada vez mayor 
entre las narrativas 
para el desarrollo 
que enfatizan  
las políticas 
industriales y la 
integración regional 



PERSPECTIVAS DE LA INSERCIÓN ECONÓMICA INTERNACIONAL DE LOS PAÍSES...  JULIETA ZELICOVICH

38

Por su parte, el desarrollo de la infraestructura regional (CAF - Banco de De-
sarrollo de América Latina, 2021) y el avance de la coordinación de políticas en 
agendas emergentes como la digital (Gayá y Mulder, 2023) o la energética (BID, 
2024), son reconocidas por su relevancia para que la integración regional pueda 
conducir a la inserción internacional de la región. 

En esa línea, el último año muestra algunos desempeños interesantes dentro 
de los procesos de integración regional latinoamericanos.  

En Mercosur, durante el primer semestre, se decidió la creación de un Grupo 
Ad Hoc sobre Propiedad Intelectual (GAHPI), considerado prioritario para el en-
torno de inversiones asociadas a I+D. Dentro de la Agenda Digital, los miembros 
buscaron avanzar en la implementación de mecanismos de coordinación y coo-
peración en materia de ciberseguridad. En materia de integración física, hay un 
desarrollo en curso mediante Grupo de Trabajo de Infraestructura Física, que ha 
servido de foro para los intercambios y la coordinación de políticas destinadas a 
la conectividad en todos sus niveles, con especial énfasis en el Corredor Vial Bio-
ceánico y la Hidrovía. En la Cumbre de julio 2024, los Jefes de Estado del Merco-
sur acordaron además el fortalecimiento de la interconexión eléctrica y gasífera 
y subrayaron cómo la integración puede permitir una mayor incorporación de 
fuentes energéticas renovables a las redes de distribución —aun si, de momento 
esto ha quedado solo en el plano discursivo—. Finalmente, mediante el Grupo Ad 
Hoc sobre Comercio y Desarrollo Sostenible (GAHCDS) han buscado crear ca-
pacidades conjuntas de respuesta frente a medidas “proteccionismo verde” que 
impactan negativamente en la región.  

En la Comunidad Andina de Naciones, la integración energética tuvo pro-
gresos durante el primer semestre 2024 hacia la implementación de un Mercado 
Andino Eléctrico Regional que es coordinado por la Dirección General de Trans-
formación Productiva, Integración Física y Servicios. La Alianza del Pacífico, por 
su parte, canalizó mayores esfuerzos hacia la agenda ambiental y digital. En la 
primera el énfasis estuvo en la cooperación técnica; en la segunda, con un mayor 
nivel de integración, la Alianza buscó avanzar en la actualización de la Hoja de 
Ruta del Mercado Digital. 

Finalmente, en Centroamérica la SIECA ha continuado profundizando la in-
tegración del mercado digital y ha realizado esfuerzos conjuntos en práctica-
mente todas las agendas aquí revisadas: integración fronteriza, facilitación del 
comercio y sustentabilidad. 

Estas iniciativas son un paso hacia el fortalecimiento de la inserción inter-
nacional de las economías latinoamericanas, mediante la integración regional. 
Marcan un sendero en el cual la integración regional sirve para responder a al-
gunos de los desafíos que plantea la transformación global. Los resultados que 
se han alcanzado, hasta ahora, son sin embargo acotados y no se reflejan en los 
indicadores habituales de comercio e inversiones ni en la canasta de productos 
que caracteriza la inserción económica internacional de América Latina. El año 
2024 da cuenta de una intencionalidad hacia la modernización y resignificación 
de los procesos regionales atendiendo parte de las transformaciones globales. 
No puede dejar de notar, empero, que ese esfuerzo contrasta con las acciones 
unilaterales reseñadas en la sección anterior. La coherencia y consistencia de 
uno y otro conjunto de acciones resulta fundamental para las perspectivas eco-
nómicas regionales. 
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Reflexiones finales 
 

América Latina atraviesa un periodo marcado por un estancamiento en su creci-
miento económico. A lo largo de la última década, la región ha experimentado 
un magro desempeño en el comercio exterior y la inversión, agravado por factores 
como la desaceleración de la economía global, la inflación en economías avan-
zadas, el creciente proteccionismo mundial y las tensiones geopolíticas. Las di-
námicas de 2024 ratifican este escenario. 

La fragmentación geoeconómica ha profundizado las disparidades regionales 
y ha conducido a la priorización de estrategias de inserción unilaterales. Esto ha afec-
tado negativamente la cohesión regional y con ello, la integración regional. Si bien se 
han realizado algunos esfuerzos coordinados, estos no alcanzan a tener masa crítica. 
Son acotados. En su conjunto, la falta de una estrategia regional coordinada ha limi-
tado las oportunidades de la región latinoamericana en el contexto global. A menos 
que se implementen acciones concertadas y se fortalezca la integración regional, es 
probable que la región continúe en la senda de una “nueva década perdida”. 
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Introducción  
 

Durante los últimos dos años la democracia en América Latina ha seguido estando 
cuestionada, amenazada o en proceso de erosión. Según los diversos y recurrentes 
informes e índices sobre el rendimiento de las democracias en el mundo, la región 
ha seguido en proceso de deterioro, por octavo año consecutivo, aunque el descenso 
parece estar atenuándose en el último año. Según el Índice de Democracia (EUI, 
2024), la media de la región pasó del 5,79 de 2022 al 5,68 en 2023, tomando en cuenta 
que este índice llegó al 6,37 en 2006. Ningún país de la región está ni entre los diez 
que mejoran más su rendimiento ni entre los diez que más se deterioran. El país 
que más desciende en su valoración, por cuarto año consecutivo, es El Salvador. 
Por otra parte, Centroamérica experimentó, como subregión, el descenso más pro-
nunciado en su puntuación en el índice de 2024, siendo también la menos demo-
crática, con una puntuación media de 5,27. Sin embargo, no hay que olvidar que esta 
media esconde, por una parte, al país más autoritario de la región, Nicaragua, pero 
también a la segunda democracia más fuerte, aunque seriamente amenazada en 
estos momentos, Costa Rica (EUI, 2024). 

Tanto el Informe del Instituto Variedades de la Democracia (V-DEM) como el 
del Estado de la Democracia en el Mundo de Idea Internacional, que miden tenden-
cias en torno a la mejora o al deterioro de la democracia, avalan este deterioro ate-
nuado. Idea Internacional registra regresiones incluso en los países más 
democráticos, como Chile, Uruguay y Costa Rica. Por su parte, el índice V-DEM de 
2024 señala la evolución positiva en República Dominicana, Bolivia o Brasil, mien-
tras que reporta el retroceso en El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua o Perú.  

Además, como forma de gobierno, la democracia está siendo cuestionada o 
incluso despreciada por un porcentaje importante de ciudadanos y por determina-
dos líderes políticos. Según los datos de LAPOP, el apoyo a la democracia se situó 
en el 59% en el año 2023, nueve puntos porcentuales menos que los resultados de 
hace una década (García-Mayoral, 2024). Según los datos del Latinobarómetro de 
2023, solo el 48% de los ciudadanos de la región apoya la democracia, mientras que 
en 2010 este apoyo llegó al 63% y al 65% en 1997. Aunque lo que resulta realmente 
significativo es la indiferencia respecto a la forma de gobierno, que era solo un 14% 
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en 1997 y que llega a un 28% en 2023, lo que pone de manifiesto que a casi uno de 
cada tres latinoamericanos les da igual la democracia (Latinobarómetro, 2024).  

Ahora bien, más allá de los índices y de las percepciones, también hay que se-
ñalar que la democracia sigue siendo la forma de gobierno generalizada en la re-
gión, mostrando por tanto su resiliencia y resistencia. Salvo algunos, los países de 
la región permanecen en diversas categorías de democracia según los diferentes 
informes antes mencionados, incluso mejorando en algunos de ellos. Las eleccio-
nes se siguen celebrando con bastante normalidad en la mayor parte de los países, 
los gobiernos de muchos cumplen de forma generalizada las normas democráticas 
y aunque la calidad del debate político, las percepciones de los ciudadanos y las de-
claraciones de algunos líderes ponen de manifiesto un débil o nulo compromiso 
con la norma democrática, se puede coincidir con Levitsky y Way (2024) en que 
estos elementos pueden no ser motivo suficiente para calificar como no democrá-
ticos los regímenes en los que se producen. 

En todo caso, lo que parece fuera de toda duda es que la región es ahora más 
diversa que nunca en relación al estado de sus democracias, coexistiendo modelos 
de democracia que funcionan con un alto nivel de calidad (Uruguay o Chile, por 
ejemplo), con otros que resisten embates autocráticos y que incluso mejoran su ren-
dimiento (Brasil, Guatemala o Bolivia); con algunos sistemas en claro y pro-
fundo proceso de deterioro (Ecuador, Argentina o México) y con otros que 
encajan, sin duda, en la categoría de autocracias (Nicaragua, Venezuela y El Sal-
vador). También hay que hacer referencia a sistemas que siendo democráticos 
están viendo como la calidad de su sistema decrece por diversas causas, desta-
cando especialmente el impacto de la criminalidad, como es el caso de Costa 
Rica o de República Dominicana1. Y, finalmente, también es elocuente que el 
estado de las democracias es volátil, como se puede observar en el siguiente 
gráfico, pues los mismos sistemas que en una coyuntura puntuaron a la baja lo 
hacen al alza en otros momentos, como Colombia o Brasil, y, al contrario, sis-
temas que se posicionaron en la tendencia positiva hace apenas dos años se si-
túan ahora en caída imparable, como Ecuador, inserto en estos momentos en 
un estado de guerra declarado contra la criminalidad2. 

En lo que se refiere al deterioro o retroceso en particular, la región ha co-
nocido algunos casos, en estos últimos dos años, de irrespeto a las normas y a 
la división de poderes, de actitudes por parte de líderes claramente hostiles 
hacia las formas democráticas que ponen de manifiesto una explícita ausencia 
de compromiso y adhesión a la norma democrática, de erosión de los controles 
al poder ejecutivo ejercidos por la sociedad civil y especialmente, por otros po-
deres como el judicial y, finalmente, de instrumentalización o captura de los 
mismos con fines autocráticos. Además, en algunos regímenes se ha generali-
zado la conculcación de derechos básicos, criminalizando las protestas, vio-
lando la libertad de expresión o de prensa y aplicando detenciones sin el debido 
proceso. Es particularmente relevante la violación de las garantías procesales 
que están llevando a cabo gobiernos que aplican políticas de seguridad espe-
cialmente duras, como El Salvador, Honduras o Ecuador. 

1  Costa Rica ha alcanzado el último año un índice de 17 homicidios por cada 100.000 habitantes y Re-
pública Dominicana 13. Fuente: UNODC.
2  Ecuador ha llegado a registrar en este último año un índice de 26 homicidios por 100.000 habitantes. 
Fuente: UNODC.
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Consecuentemente, en algunos regímenes se ha ido un poco más allá de la 
erosión democrática que analizaron autores como Bermeo (2016), que identifica 
el deterioro de la democracia como un proceso de pérdida de atributos del modelo 
democrático. En estos momentos, y solo en algunos países, más que un proceso de 
deterioro de la democracia se ha producido un tránsito indudable hacia el autori-
tarismo. En esta premisa encajaron hace ya años Nicaragua y Venezuela y solo más 
recientemente se puede incluir también el caso de El Salvador.  

En contrapartida, también en este periodo, algunos países han mostrado una ca-
pacidad de resistencia a los embates antidemocráticos dignos de reseña. El caso de 
Guatemala es paradigmático, pero también otros que, con límites y dificultades, han 
conseguido frenar o revertir tendencias autocráticas precedentes, como Brasil o Bolivia.  

Identificar y caracterizar las expresiones concretas de los procesos de resis-
tencia democrática, de deterioro y de autocratización constituye un ejercicio nece-
sario al que se están orientando ya numerosos estudiosos. Es significativo que, igual 
que los procesos de democratización de los años 80 y 90 generaron una corriente 
de análisis especialmente rica, en estos últimos años se están produciendo análisis 
muy estimulantes en torno a la situación actual de la democracia en la región. 

En las siguientes páginas se revisarán las diferentes situaciones por las que ha 
discurrido la región en los dos últimos años en relación con la democracia. Para ello 
se analizará un primer grupo de países a los que se puede ubicar en un continuo 
que va desde la democracia persistente al deterioro de la misma. En un segundo 
epígrafe se abordarán los casos insertos en la categoría de nuevo autoritarismo, con 
El Salvador como caso de análisis singular. Posteriormente, se apuntarán las dos 
principales vías para llegar al autoritarismo en la actual coyuntura: el control y even-
tual captura de los poderes judiciales y la contaminación mediática. 

GRÁFICO 1. Estado de las democracias en América Latina  
2021, 2022 y 2023 

 
 
 
 

Fuente: V-Democracy.
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La democracia en la región: resistencia y deterioro 
 

El deterioro de la democracia constituye el marco analítico más recurrente en los 
análisis más recientes sobre la democracia en la región, pues permite recoger las 
formas diversas de pérdida de calidad de la norma democrática en la región sin 
mayor complicación acerca de su punto de partida ni de su punto de llegada (Pérez 
Liñán, 2019). En este concepto encajan los fenómenos que están viviendo nume-
rosos países del ámbito occidental, en cuanto transformaciones más o menos suti-
les y/o clandestinas que impulsan gobiernos democráticamente elegidos. Estos 
procesos se llevan a cabo manteniendo la fachada democrática, al menos en los 
rasgos gruesos de las democracias: elecciones, existencia de tres poderes y respeto 
a la constitución (Del Tronco y Monsiváis, 2020; Lührmann y Lindberg, 2019). Por 
tanto, se entiende la erosión democrática como un conjunto de transformaciones 
que suponen una pérdida significativa de atributos de la democracia, que puede 
desembocar, o no, en autocracias.  

En este sentido, se asume que la erosión democrática es un proceso diferente 
al del retroceso (backsliding) (Bermeo, 2016) y al de la autocratización (Waldner y 
Lust, 2018), en tanto que el deterioro puede empezar y terminar en la democracia 
(Chaguaceda, 2023) mientras que los otros dos suponen un punto de partida o de 
llegada distinto (Zechmeister y Lupu 2019). Así, los procesos de autocratización co-
mienzan dentro de la democracia, pero terminan fuera de ella, en el autoritarismo 
y el retroceso de la democracia hace referencia a un pasado no democrático que no 
todas las democracias en deterioro tienen (caso de Estados Unidos).  

Más recientemente, Mainwaring y Pérez Liñán (2023) han planteado la perti-
nencia de utilizar más bien el concepto de estancamiento democrático ya que, en 
lugar de un declive absoluto, la región ha experimentado un estancamiento, refle-
jado en los déficits persistentes que presentan sus democracias. Actores poderosos 
que bloquean el avance democrático, malos resultados gubernamentales que ali-
mentan la insatisfacción y estados híbridos que violan derechos ciudadanos y que 
no proporcionan servicios públicos de calidad han contribuido a este estancamiento 
(Mainwaring y Pérez Liñán, 2023). De hecho, no hay que olvidar, por ejemplo, que 
hace ya muchos años que determinados sistemas formalmente democráticos (Ni-
caragua, Honduras, Ecuador, Bolivia o Venezuela) forzaron las reglas constitucio-
nales, en algunos casos recién aprobadas, para eliminar las restricciones a la 
reelección presidencial, como camino a la autocracia. 

Sin ánimo de entrar en un análisis exhaustivo de las causas que provocan este 
deterioro, es pertinente poner en contraste los diversos enfoques que lo intentan 
explicar. Por una parte, están los que inciden en los factores estructurales, vinculados 
especialmente a las transformaciones globales, señalando que el mismo contexto in-
ternacional que favoreció la democratización en los años 80 desincentiva ahora su 
avance y explica su deterioro. En particular, fenómenos como la digitalización tienen 
un impacto directo en la democracia en tanto incide en las interacciones entre ciu-
dadanos y políticos y en las formas en las que se hace posible la premisa de la repre-
sentación política. En general, estos enfoques sitúan a la democracia en un contexto 
geoestratégico que desincentiva su promoción y funcionamiento. 

Por otra parte, explicaciones relativas a la acción de ciertos actores, promotores 
de la autocratización, están también presentes en el debate actual. Así, elites polí-
ticas y económicas no comprometidas con la democracia muestran ahora sus ver-
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daderos impulsos, favorecidos por un contexto internacional poco comprometido 
con la democracia (Segovia, 2022). En la región están especialmente activos, lle-
gando incluso a gobernar, determinados actores políticos y sociales carentes de 
todo compromiso con un modelo, el democrático, en el que no creen y que incluso 
desprecian. Para ello, utilizan estrategias de marketing político tendentes estimular 
la política emocional, así como la desinformación y promoción de fake news con el 
fin de desprestigiar a actores y a prácticas de las democracias tradicionales. A través 
de estos actores, especialmente desde la extrema derecha, se están impulsando 
nuevos valores y nuevas ideologías, de corte reaccionario y extremista, que rechaza 
la política de la identidad y de los derechos y que impulsa ideas asociadas al orden 
y la seguridad, el nativismo o la familia tradicional (López Burian y Sanahuja, 2023).  

Una tercera explicación vincula la falta de adhesión de los ciudadanos a la de-
mocracia a la carencia de resultados de los gobiernos democráticos precedentes. 
Esta carencia de resultados sería la principal explicación de la menor adhesión de 
los ciudadanos a la norma democrática o de su indiferencia frente a la misma y de 
la consecuente disposición a apoyar a líderes abiertamente antidemocráticos es 
potente y se ha generalizado en los análisis sobre la democracia. La creciente e ina-
sumible inseguridad asociada a la criminalidad organizada que golpea a determi-
nados países constituye uno de los elementos clave para interpretar el desapego a 
la democracia, en tanto que esta inseguridad ha crecido bajo la vigencia de gobier-
nos democráticos, de forma que la ciudadanía puede llegar a interpretar que la de-
mocracia constituye un límite y no un facilitador de soluciones.  

Este enfoque obliga a resituar la relación ente democracia y estado (Munck, 
2024), relación que se ve especialmente afectada en la coyuntura actual en el que 
determinados estados no han sido capaces de proveer siquiera el mínimo requerido, 
la seguridad de sus ciudadanos. La criminalidad en la región, reflejada en índices 
de homicidios, pero también de otros tipos de violencia, pone de manifiesto el prin-
cipal y esencial reto de los estados democráticos en la región, y la pertinencia de 
los análisis acerca de la relación entre estado y democracia y entre resultados de la 
democracia y adhesión a la misma (Carothers y Hartnett, 2024)3.  

En todo caso, más allá de las explicaciones, la realidad muestra que para mu-
chas de las democracias de la región aplica el marco de la erosión democrática, que 
se expresa, de acuerdo con Bermeo (2016) en el aumento del poder presidencial, 
con ejecutivos que amplían sus competencias o las estiran, en modificaciones le-
gales tendentes a limitar los controles y balances del poder, en el cierre del espacio 
cívico y de la competencia y la represión y criminalización del pluralismo, la disi-
dencia y la protesta.  

Así, en relación al ensanchamiento del ejecutivo, son especialmente elocuen-
tes las acciones llevadas a cabo por algunos gobiernos tendentes a limitar la inde-
pendencia del poder judicial, con el fin de frenar su capacidad de moderación y de 
control. El Informe sobre Independencia de los Poderes Judiciales de la Relatora Espe-
cial (OHCR, 2024) ha puesto de relieve las estrategias de algunos ejecutivos para 
influir indebidamente en los poderes judiciales en determinados países, en parti-

3  En este sentido, es relevante tomar en cuenta a Carothers y Hartnett (2024) cuando advierten de la 
complejidad de la relación entre democracia y resultados, pues estos se ven limitados por elementos 
tales como las percepciones frente a la realidad o por la sorpresa con la que se llega a las prácticas ili-
berales. Resulta pertinente tomar en cuenta que, para explicar la erosión, más que fijarse en el fallo de 
la democracia para proveer hay que fijarse en el fallo de la democracia para constreñir. 
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cular en El Salvador, México, Guatemala, Venezuela, Perú u Honduras. El Vance Cen-
ter, la Fundación para el Debido Proceso o el Informe de Transparencia Internacional 
(2023) han señalado también los ataques a la independencia judicial en la región, que 
se han extendido en los últimos meses incluso a Costa Rica, aunque hasta el mo-
mento sin éxito4. Algunos de estos casos serán analizados posteriormente.  

También se han identificado casos de incumplimiento constitucional e inje-
rencia en la labor de los legislativos por parte de determinados gobiernos. Resulta 
preocupante el caso argentino, con las medidas “de emergencia” del gobierno de 
Javier Milei y su contraposición con la democracia constitucional (Sánchez Garzoli, 
2024). También fue elocuente el caso de Ecuador cuando en mayo de 2023, el pre-
sidente Guillermo Lasso utilizó un mecanismo constitucional llamado “muerte 
cruzada” para disolver la Asamblea Nacional, evidenciando un uso extremo del 
poder ejecutivo para evitar la oposición legislativa (Jiménez Canales, 2024).  

Otra expresión de la erosión son las limitaciones a las acciones por parte de 
instituciones independiente, tales como los consejos de transparencia. A lo largo 
de estos dos últimos años, se han observado modificaciones de marcos legislativos 
que limitan el derecho de acceso a la información. En algunos casos, esto implica 
proponer diseños institucionales ineficaces, como la ausencia de órganos garantes 
independientes que supervisen el cumplimiento de este derecho, o incluir excep-
ciones demasiado amplias, que dejan a la discrecionalidad de las autoridades cum-
plir o no con su obligación de transparencia. En otros casos, se introducen requisitos 
formales engorrosos para realizar solicitudes o se establecen sanciones a solicitan-
tes en caso de un supuesto abuso, no claramente definido, del derecho de acceso a 
la información (Unesco, 20245). 

Son especialmente significativos los casos de México y de El Salvador por cons-
tituir previamente dos ejemplos avanzados de la implementación del derecho a la 
información pública en la región. En El Salvador el gobierno ha restringido severa-
mente el acceso a la información pública y ha debilitado al Instituto de Acceso a la 
Información Pública (IAIP), encargado de garantizar ese derecho ciudadano, según 
ha denunciado la Sociedad Interamericana de Prensa6. Esto limita la transparencia 
sobre temas críticos en medio del régimen de excepción vigente en el país desde 
marzo de 2022. En México, la aplicación del derecho de acceso se ha visto también 
claramente afectado por decisiones adoptadas durante el gobierno de Andrés Ma-
nuel López Obrador. Así, el gobierno federal aprobó un decreto presidencial en 
mayo de 2023 que restringe la información sobre obras públicas, vulnerando el prin-
cipio de máxima publicidad. Además, el veto presidencial a las designaciones de 
comisionados causó la inoperatividad del Instituto Nacional de Transparencia, Ac-
ceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) por 151 días, gene-
rando una acumulación de expedientes de revisión. Por último, el 71% de las 12570 
bases de datos en portales oficiales han sido abandonadas7, colapsando la posibili-
dad de hacer efectiva la transparencia. También en Argentina, el presidente Javier 

4  https://www.larepublica.net/noticia/ataque-a-la-institucionalidad-de-rodrigo-chaves-es-rechazado-
por-corte-asamblea-defensoria-y-colegio-de-abogados.
5  https://www.unesco.org/es/articles/hacia-gobiernos-mas-transparentes-nivel-subnacional-que-sa-
bemos-del-acceso-la-informacion-local-en.
6  https://expansion.mx/mundo/2024/09/13/restricciones-el-salvador-generan-preocupacion-inter-
nacional.
7  https://elpais.com/mexico/2023-08-10/mexico-se-enfrenta-al-vacio-de-informacion-publica-con-
el-inai-congelado-y-el-70-de-las-paginas-oficiales-abandonadas.html.
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Milei ha implementado medidas que restringen el acceso a la información pública8. 
A través de un decreto presidencial, se impide el acceso a datos que el gobierno con-
sidere de índole privada, lo que ha sido denunciado como una regresión en materia 
de transparencia y acceso a la información9. 

Finalmente, el control y asedio a medios de comunicación para limitar su ca-
pacidad de control y moderación del poder ha constituido una práctica habitual en 
diferentes países, donde los medios se han visto limitados por normas y prácticas 
que recortan la libertad de prensa y expresión, y donde los medios independientes 
se ven especialmente asediados. El oficio de periodista es actualmente un oficio 
de riesgo en muchos países de la región. 

En suma, varios países latinoamericanos están viviendo en estos últimos años 
un deterioro de sus democracias, asediadas por gobiernos con tendencias autocráti-
cas o por grupos desestabilizadores poco comprometidos con los valores democráti-
cos. Esta es la situación que viven las democracias de Ecuador, México, Argentina u 
Honduras. Incluso una democracia tan consolidada como la de Costa Rica se está 
viendo afectada por un gobierno poco comprometido con el respeto a las normas de-
mocráticas. Todos estos países comparten o han compartido la amenaza de las ten-
dencias autocráticas por parte de sus gobiernos, sin que ello implique que la 
democracia no tenga capacidad de respuesta y resistencia ante los embates. De mo-
mento, las instituciones judiciales y de control de Costa Rica están frenando estas 
tendencias, como lo ha hecho Brasil en fechas recientes (Zambrano y otros, 2023). 
También en Argentina los ataques del gobierno de Javier Milei se están topando 
contra unas instituciones que resisten.  

Por tanto, asumiendo la premisa de Levitsky y Way (2024), que los gobiernos 
cuenten con líderes autoritarios no significa necesariamente que haya un serio re-
troceso en las democracias y mucho menos que este retroceso tenga que desem-
bocar en el autoritarismo. Más bien, lo habitual es que haya retrocesos de corta 
duración que pueden verse continuados por periodos de avance democrático, como 
ha sucedido en Brasil o en Bolivia. Sin embargo, el riesgo de que el desenlace de las 
prácticas antidemocráticas sea el autoritarismo es grande, sobre todo cuando las 
democracias previas son precarias. Así, Ecuador está avanzando de forma induda-
ble hacia la autocracia a través de las violaciones a las reglas constitucionales y a 
los derechos humanos. La reciente destitución de la vicepresidenta así lo refleja. 
México, con la aprobación de una reforma judicial que anula la independencia ju-
dicial, también supone un caso de preocupación.  

Finalmente, en otros países la democracia sigue vigente, como en Chile, en 
Uruguay o en República Dominicana, mientras que hay un caso, Guatemala, en el 
que la democracia está pugnando por persistir frente a un ataque despiadado de 
instituciones y actores autocráticos. El denominado “Pacto de Corruptos” cooptó 
durante años las instituciones del Estado, particularmente el poder judicial, para 
garantizar la impunidad de sus miembros, haciendo también que, en 2023, el Mi-
nisterio Público fuera utilizado como instrumento para intentar anular los resulta-

8  https://elpais.com/argentina/2024-09-04/milei-escala-su-ofensiva-contra-la-prensa-al-restringir-
el-acceso-a-la-informacion-publica.html.
9  También es representativo el intento del presidente Chaves, de Costa Rica, por controlar la Contraloría 
General de la República, a través de la aprobación de la Ley Jaguar para el Desarrollo de Costa Rica, 
con la que el presidente buscaba convocar un referéndum para reformar las competencias de la Con-
traloría. Este cambio permitiría elegir “a dedo” al socio estratégico para la construcción de obras pú-
blicas, por lo que se podrían eludir los procedimientos de contratación pública. Ver Mainhold (2024).
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dos electorales adversos (Ramos Rollón y Álvarez García, 2023). Sin embargo, la 
presión combinada de la sociedad civil, articulada en torno a la lucha contra la co-
rrupción y a los derechos de los pueblos indígenas y de la comunidad internacional 
permitieron la toma de posesión como presidente de Bernardo Arévalo, en repre-
sentación del grupo Semilla (Schwartz e Isaacs, 2024). Ahora bien, su capacidad 
para gobernar se está viendo seriamente limitada por los obstáculos que imponen 
los otros poderes, lo que puede desembocar en una profunda frustración y desa-
fección ciudadana. De la capacidad del gobierno para encontrar espacios de go-
bierno efectivo y para comunicarlo adecuadamente va a depender la continuidad 
de su apoyo y respaldo social. 

 
 

El nuevo autoritarismo electoral 
 

Tal como ya se apuntó, en estos momentos, el deterioro de la democracia ha dejado 
ya de ser el marco de análisis adecuado para algunos países, insertos ya en la prác-
tica de un nuevo autoritarismo electoral (V-DEM, 2024) o de un autoritarismo com-
petitivo (Weyland, 2024). Son ejemplos de ello los casos de Nicaragua y Venezuela, 
pero también podría aplicarse ya sin reparos al caso de El Salvador.  

A este nuevo autoritarismo se ha llegado desde gobiernos surgidos de procesos 
electorales, pero en el marco de democracias muy precarias, gangrenadas por el 
efecto de las prácticas de unas élites nunca comprometidas con sus normas y valo-
res (Segovia, 2022). Además, estos regímenes siguen manteniendo las elecciones 
como forma de elegir a los gobiernos y/o de legitimar el régimen, aunque el uso del 
fraude o el uso interesado de la administración electoral sea la norma en el caso de 
Venezuela o de Nicaragua (Idea Internacional, 2024). Por otra parte, ya hace tiempo 
que estos dos países dejaron de estar preocupados por mantener la fachada legal 
democrática.  

Durante este último año, en Venezuela se ha profundizado la deriva autorita-
ria. Las elecciones del 28 de julio de 2024 generaron ciertas expectativas de cambio 
y apertura. Sin embargo, el más que probable fraude y la ocultación de las actas 
electorales ha desembocado en un endurecimiento de las condiciones represivas 
por parte del gobierno de Nicolás Maduro. Así, el Tribunal Supremo de Justicia 
(TSJ), controlado por el chavismo, validó la victoria de Maduro sin pruebas trans-
parentes, ignorando las actas publicadas por la oposición que mostraban resultados 
diferentes10. Por otra parte, se intensificó la persecución política, de forma que el 
TSJ declaró en desacato al candidato opositor Edmundo González y pidió a la Fis-
calía presentar cargos contra quienes publicaron las actas electorales alternativas. 
González abandonó el país por las amenazas recibidas contra su integridad física. 
Además, el gobierno había excluido a determinados candidatos, impidiendo la par-
ticipación de María Corina Machado, la principal líder opositora, en las elecciones 
presidenciales, encontrándose en estos momentos en situación muy precaria den-
tro del país. Finalmente, la represión de la disidencia se ha intensificado, con nu-
merosos casos de persecución contra líderes opositores, utilizando el sistema 
judicial con fines políticos y con sospechas de implicación en la desaparición o 
muerte de algunos opositores. Esta situación ha generado preocupación y condena 

10  https://elpais.com/opinion/2024-08-23/burda-maniobra-en-venezuela.html.
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internacional, con una comunidad internacional que enfrenta el desafío de aumen-
tar la presión sobre el régimen de Maduro para forzar una negociación y una posible 
transición democrática11, de momento muy poco probable. 

El caso de El Salvador resulta también paradigmático como ejemplo de nuevo 
autoritarismo, que se refleja particularmente en la violación de algunas de las reglas 
básicas del funcionamiento democrático, reglas que han sido objeto de una rein-
terpretación por su Sala de lo Constitucional (como antes sucedió en otros países) 
con objeto de permitir la reelección presidencial, por ejemplo. El triunfo de Bukele 
no habría sucedido de no haberse llegado a una situación de extrema precariedad 
social derivada de los altos índices de violencia y de la incapacidad del sistema de 
partidos surgido de los Acuerdos de Paz para procesar y gestionar esta dramática 
situación social y de inseguridad de sus ciudadanos. Aun así, con enormes límites, 
El Salvador mantenía un ropaje formal democrático que comenzó a revertirse en 
torno a 2014, regresión que se ha disparado desde 2018. Al imparable deterioro de-
mocrático del gobierno de Bukele le acompaña una radical mejora de los niveles 
de seguridad, un incremento de las violaciones a los derechos humanos y una ges-
tión económica más que cuestionable (Meléndez y Vergara, 2024).  

Entre los episodios de autocratización se pueden destacar los amplios arrestos 
ordenados por el ejecutivo y el legislativo con el pretexto de luchar contra la violen-
cia de las pandillas, ataques contra actores de la sociedad civil, periodistas, jueces, 
académicos y defensores de los derechos humanos o las maniobras para modificar 
las reglas de reelección. El desmantelamiento del poder judicial en mayo de 2021 
llevó a El Salvador a formar parte de la categoría de autocracia electoral según V-
DEM (2024), estatus que el país conserva hasta ahora. Incluso se podría señalar 
que, más que instrumentalizar o colonizar el poder judicial, el régimen ha creado 
“su” propio poder judicial a medida, para lo cual envió a retiro a la capa de jueces 
más comprometida con los derechos humanos y nombró a “sus” jueces y a “su” fis-
cal. A partir de ahí, la persecución penal o lawfare como principal instrumento po-
lítico del nuevo autoritarismo resulta sencilla. 

 
 

Los caminos para transitar de la democracia al autoritarismo  
 

Dos son las estrategias que están promoviendo los actores autocráticos para tran-
sitar de las democracias al autoritarismo, al margen de cuál sea el desenlace. El de-
terioro democrático, por tanto, se lleva a cabo prioritariamente a través de estas 
dos vías: la instrumentalización y control del poder judicial y la utilización de la po-
lítica de medios para contaminar el debate público. 
 
La instrumentalización y control del poder judicial 

 

Hay que asumir, en primer lugar, que el poder judicial tiene una función esencial 
en cualquier democracia, que es su capacidad para moderar y limitar al poder eje-
cutivo, tanto a través de la justicia ordinaria como de la justicia constitucional (Ríos 
Figueroa, 2022). Y solo poderes judiciales independientes y, por tanto, imparciales, 

11 https://www.france24.com/es/américa-latina/20240816-venezuela-vive-un-régimen-muy-
desagradable-con-tendencia-autoritaria-lula-da-silva.
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pueden llevar a cabo un proceso de moderación y control de los otros poderes. En 
consecuencia, la primera fase de cualquier gobierno autocrático pasa por limitar la 
capacidad de moderación de los poderes judiciales, atacando su independencia.  

Este proceso se lleva a cabo en contextos políticos caracterizados, desde hace 
años, por la existencia de poderes judiciales activos políticamente y marcados, 
en las democracias occidentales, por el fenómeno de la judicialización de la 
vida política (Ramos Rollón, 2021; Feoli, 2015). A esta judicialización, especial-
mente en América Latina, contribuyeron diversos factores, entre ellos, las re-
formas judiciales de los años noventa tendentes a promover y proteger la 
independencia judicial, dotando a los jueces de un papel político especialmente 
valioso. Esta judicialización se ha visto, además, impulsada por fenómenos 
como la corrupción, especialmente la que afecta a políticos de primer nivel, 
como presidentes o expresidentes, que se concreta en la apertura de casos ju-
diciales con fuerte carga política. También se acrecienta la judicialización como 
consecuencia de la utilización de la vía judicial como estrategia de acción de los 
movimientos sociales para promover sus demandas. Por último, la judicializa-
ción existe en tanto se utilizan de forma creciente los recursos judiciales para 
hacer oposición política (Ramos Rollón, 2021). 

Actualmente, muchos de los poderes judiciales están enfrentando presio-
nes sin precedentes. Desde intervenciones del ejecutivo para designar a los jue-
ces, manipulando los procesos de selección12, a controlar su presupuesto13, 
desacreditar a sus integrantes a través de denuncias falsas o debilitar sus posi-
bilidades de controlar a otros, deteriorando, por ejemplo, la protección de jue-
ces y fiscales. Casos como el de Guatemala evidencian el debilitamiento 
sistemático de la independencia judicial a la que se ha sometido al poder judi-
cial en la última década lo que se ha traducido en su incapacidad para actuar de 
forma neutral en los procesos en los que se ven afectados miembros de las elites 
tradicionales. Algunas reformas incluyen la creación de tribunales disciplina-
rios que pueden convertirse en instrumentos de control, modificaciones en los 
sistemas de selección judicial que favorecen la influencia política, cambios pre-
supuestarios que comprometen la autonomía financiera o transformaciones en 
los periodos de mandato que aumentan la vulnerabilidad institucional. 

El Informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la Independencia 
Judicial enumera diferentes supuestos de ataques que afectan a países de Amé-
rica Latina. Así, se pueden utilizar estrategias de ocupación y designación de 
cargos, como en el caso de Perú: “La creación de vacantes también puede afec-
tar a los consejos de la judicatura. En 2024, el Congreso del Perú destituyó a va-
rios miembros de la Junta Nacional de Justicia al imponer un conjunto impreciso 
de disposiciones jurídicas que ponían en riesgo la independencia de la Junta” (OHC, 
2024: 47). También se utilizan estrategias de modificación presupuestaria o de ges-
tión pública, como en el caso de El Salvador, en que figura “una reducción signifi-
cativa de los recursos, un aumento de la carga de trabajo o el bloqueo o el retraso 

12  Por ejemplo, entrando en negociaciones ilegales en la conformación de nóminas para altos cargos 
judiciales, interviniendo en los Colegios de Abogados o en las Facultades de Derecho cuando tienen 
algún rol en la postulación de cargos o en, algún caso, por los Congresos directamente; es el caso de 
Honduras, donde se distribuyen por “cuotas partidarias”. Ver https://cespad.org.hn/analisis-semanal-
entre-lo-viejo-y-lo-nuevo-honduras-elige-una-corte-suprema-de-transicion/.
13  Por ejemplo, a través de una asignación selectiva de recursos, de restricciones en la ejecución presu-
puestaria o de condicionar fondos para infraestructura y modernización.
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de la publicación de las resoluciones judiciales con el fin de limitar la repercusión 
de la labor del poder judicial” (OHC, 2024: 53). 

En algunos casos, se utilizan estrategias de desprestigio a operadores jurídicos, 
como por ejemplo ha hecho de forma recurrente el ex-presidente de México, “que 
ha señalado a los jueces con los que no está de acuerdo como ‘corruptos’, y los ha 
estigmatizado utilizando otros términos despectivos en sus conferencias de prensa 
diarias. Al parecer, en algunos casos estas acusaciones han ido seguidas de inves-
tigaciones o de maniobras de acoso en línea” (OHC, 2024: 104). 

Por último, la estrategia más grave es la utilización de la persecución penal 
como estrategia de control. En relación a Guatemala, la Relatora establece que “los 
jueces y fiscales que se consideran una amenaza para las autoridades del Estado 
pueden convertirse en objeto de persecución penal por parte de actores del sector 
de la justicia que se encuentran bajo el control del Estado. Dicha persecución puede 
tener en el punto de mira a jueces y fiscales que conozcan de casos de corrupción 
pública o de vulneraciones de los derechos humanos por parte de las autoridades, 
con el objeto de disuadirlos de exigir al Estado que rinda cuentas con arreglo a la 
ley. Esta forma de proceder se ha descrito como una estrategia para garantizar la 
impunidad” (OHC, 2024: 65 y Vance Center, 2022). 

También en Guatemala “se han producido reiterados actos de intimidación, 
agresiones y represalias contra jueces y fiscales, especialmente los que se ocupan 
de casos de corrupción y de derechos humanos”. En ocasiones, las represalias han 
adquirido una dimensión de género, por ejemplo, mediante la filtración en Internet 
de información privada relacionada con juezas (OHC, 2024 y CIDH, 2022). 

Situaciones de acoso han sido denunciadas también en Venezuela, en el que 
se “ha recibido información de casos similares de amenazas y acoso contra aboga-
dos, ya sea por parte de funcionarios públicos o en circunstancias en las que, al pa-
recer, las autoridades no han establecido medidas de protección suficientes frente 
a los actores no estatales, como ha sucedido en (…) Venezuela (República Boliva-
riana de)” (OHC, 2024: 115). 

De hecho, el año 2023 fue particularmente sombrío para la independencia judi-
cial, con un incremento alarmante en ataques contra jueces y fiscales, especialmente 
en países como Ecuador o México, que buscan además el efecto “amedrentador”. La 
situación es especialmente crítica para quienes investigan casos de crimen organizado 
y corrupción. En México, por ejemplo, se registró el asesinato del jefe de la fiscalía fe-
deral en Guerrero y un fiscal local en septiembre de 2023. También es frecuente el 
asesinato de miembros de las carreras judicial y fiscal, como, por ejemplo, en Hon-
duras14, en Ecuador15 o en Colombia16. 

Finalmente, las reformas judiciales en América Latina durante los últimos 
años han tomado un rumbo significativamente distinto de aquellas implementadas 
en el periodo de la democratización. En México, por ejemplo, la iniciativa de re-
forma constitucional al Poder Judicial presenta riesgos significativos para la inde-
pendencia judicial. La propuesta de elección popular de jueces podría comprometer 

14  https://www.aiamp.info/index.php/ciclos-por-definir-el-ano/honduras-fiscal-general-condena-el-
vil-y-cobarde-asesinato-de-dos-fiscales-en-san-pedro-sula-2-2.
15  https://efe.com/mundo/2024-10-26/matan-fiscal-ecuador-marcelo-vaconez-investigo-asesinato-
alcalde-de-manta/.
16  https://www.ondacero.es/noticias/mundo/tragico-asesinato-colombia-matan-fiscal-antimafia-mar-
celo-pecci_20220511627ba42175d99f00010db8bc.html).
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la imparcialidad judicial, ya que la legitimidad de los jueces no proviene del voto 
popular sino de su capacidad profesional e independencia17.  

Aun así, se puede compartir la visión de Zambrano y otros (2024) al señalar el 
papel de los jueces frenando la erosión democrática y el éxito parcial de la indepen-
dencia judicial en varios países, en particular, en Costa Rica, Brasil o Colombia. 
Esta resiliencia se refuerza cuando hay un nivel suficiente de apoyo a la democracia 
entre las elites o cuando el accionar de los poderes judiciales independientes se ve 
avalado por el apoyo de los medios de comunicación o de sectores amplios de las 
ciudadanías. Tampoco son desdeñables elementos institucionales que refuerzan 
la actuación de los poderes judiciales como freno a la erosión democrática, tales 
como la carrera judicial y la profesionalización. En todo caso, la resiliencia del poder 
judicial se ha mostrado como un hecho relevante que debe ser contemplado. 

Finalmente, en los casos en los que los poderes judiciales no consiguen hacer 
frente a las presiones del ejecutivo, se entra en una segunda fase, la del poder judi-
cial capturado y utilizado como principal instrumento de implementación de las 
autocracias. Dos son las funciones esenciales de un poder judicial capturado en los 
procesos autocráticos. Por una parte, su papel es relevante para avalar y legitimar 
la modificación de las reglas del juego necesarias para mantener el régimen. Por 
otra, sirve para ejercer la represión sobre la disidencia. Así, la persecución de opo-
sitores a partir de la apertura de procesos judiciales con fines políticas representa 
la vía habitual de anular al adversario y por tanto un ámbito preferente de estrategia 
por parte de los gobiernos con tendencias autocráticas. Por tanto, se podría señalar 
que en algunos países el “tercer poder” deja de ser tan y pasa a ser una “delegación” 
del poder ejecutivo o incluso del legislativo. 

 
 La contaminación del debate político 

 
Una segunda estrategia especialmente relevante para los agentes autocráticos, go-
biernen o no, se refiere a la contaminación del debate político utilizando para ello 
estrategias de comunicación política basadas en la desinformación, que tienen 
como fin generar emociones especificas especialmente favorables a los fines auto-
cráticos. La relación entre la desinformación, erosión democrática y autoritarismo 
en América Latina es estrecha y preocupante, tal como han pues de manifiesto.  

Es particularmente relevante el rol de la desinformación en el deterioro de las 
democracias en la región. La desinformación está siendo utilizada como herra-
mienta para manipular la percepción ciudadana, difundiendo de forma estratégica 
información falsa durante los procesos electorales, generando operaciones de des-
prestigio contra actores específicos, especialmente en momentos de tensión social 
o usando aparatos estatales y aliados en medios para manipular la información. De 
esta forma, se aumenta la polarización tóxica en la sociedad, promoviendo emo-
ciones vinculadas al miedo, al odio, al racismo, xenofobia y otras formas de discri-
minación, y la adhesión al líder (Navas y Marroquín, 2024). 

La proliferación de información falsa dificulta que los ciudadanos tomen deci-
siones políticas basadas en hechos, distorsionando la realidad sobre temas de interés 
público, desviando la atención de problemas reales hacia narrativas fabricadas o difi-

17  https://www.nytimes.com/es/2024/10/30/espanol/america-latina/mexico-supremacia-constitucio-
nal-diputados.html.
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cultando la capacidad para distinguir entre información veraz y falsa (Flórez y Marlés, 
2023). En resumen, la desinformación está actuando como un catalizador en la erosión 
de los principios y prácticas democráticas en América Latina, afectando la calidad del 
debate público, la confianza en las instituciones y la capacidad de los ciudadanos para 
participar efectivamente en los procesos democráticos (Waisbord, 2021). 

Para realizar esta tarea con eficacia resulta necesario, por otra parte, limitar o 
acabar con los medios de comunicación independientes. El sistema de medios en 
algunos países de la región está, de nuevo, marcado por prácticas de censura y re-
presión. Algunos gobiernos están intentando de nuevo capturar los medios para li-
mitar las voces independientes y disidentes y con ello, moldear a su gusto el debate 
político. De esa forma se limita la libertad de expresión y la libertad de prensa re-
forzando las autocracias.  

 
 

Conclusión: la contraposición de modelo 
 

En resumen, a pesar de la diversidad de situaciones, el contexto actual de la demo-
cracia en la región se puede percibir como la contraposición de dos modelos de go-
bierno democrático. Por una parte, están los países que están insertos en procesos 
de deterioro democrático, al margen de su posición en ese eje, en el que se encuen-
tran países gobernados por líderes poco comprometidos con la democracia, dis-
puestos a romper sus principales reglas del jueves. Sería el caso de Ecuador, México, 
Argentina, El Salvador, Honduras, Costa Rica o Perú, que se suman al grupo de paí-
ses con regímenes abiertamente autoritarios, como Venezuela o Nicaragua. En con-
trapartida, hay otro grupo de países que cuentan con gobiernos comprometidos 
con el avance de la democracia y con el respecto a sus bases, que integra a país como 
Brasil, Uruguay, Chile o Colombia o Guatemala. El caso de Guatemala es paradig-
mático por cuanto es el escenario, en estos momentos, de la pugna entre los dos 
modelos, con un gobierno especialmente comprometido con la democracia y su 
avance, pero oponiéndose y confrontando las tendencias autocráticas que repre-
sentan algunos de los otros poderes del Estado.  
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Introducción 

 
De acuerdo con el Índice Atractivo País para Energías Renovables 2024 (Renewable 
Energy Country Attractiveness Index RECAI) el país latinoamericano mejor po-
sicionado a escala global es Chile en el puesto 15°; Brasil ocupa el lugar 20°, se-
guido por Argentina (26°), México (33°), mientras Perú se posicionó en el puesto 
40° (EY, 2024). Los datos del RECAI coinciden con el informe del Consejo Mun-
dial de Energía (WEC, por sus siglas en inglés), que posicionan a Brasil y Chile 
como los países de América Latina que más han avanzado y están mejor prepa-
rados en el proceso de transición energética (WEC, 2024).  

A pesar del lento crecimiento en el proceso de transición energética durante 
la última década, en América Latina el 60% de la energía procede de fuentes re-
novables, de las cuales el 45% es energía hidroeléctrica, no exenta de conflictos 
socioambientales, pero sí altamente sustentable en comparación con las energías 
fósiles. Lo anterior se explica por la abundancia en recursos naturales que, a lo 
largo del siglo XX, permitió la construcción de infraestructura para la generación 
de energía a partir de sus recursos hídricos. Los países pioneros en incrementar 
el aprovechamiento de los potenciales energéticos de cara al proceso de transi-
ción energética han logrado destacar rápidamente en los índices globales: a Chile 
y Brasil, se suman Costa Rica y Colombia, que sobresalen en el Índice de Transi-
ción Energética del Foro Económico Mundial en colaboración con Accenture 
(World Economic Forum, 2024).  

La gobernanza ambiental de la región durante 2024 sintetiza bien los dilemas 
contradictorios asociados al proceso de transición energética. Por un lado, la bús-
queda de inversiones para el desarrollo de grandes proyectos de generación de 
energía a partir de fuentes renovables —que permita abonar en el cumplimiento 
de los compromisos climáticos y la protección de la gran biodiversidad natural— 
y, por otro lado, la profundización de la dinámica extractiva con grandes impactos 
ambientales, conflictos sociales y resistencias locales. La manera en que los dis-
tintos gobiernos han asumido estos desafíos se mueve en un amplio espectro po-
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lítico e ideológico donde se enfrentan, pactan, acuerdan o cooperan con diversos 
actores de todas las escalas locales, nacionales, regionales y globales.   

 
 

Transición energética, apertura de nuevos sectores 
 

El posicionamiento chileno en los índices globales de 2024 —que miden el atrac-
tivo del país para las inversiones en energías renovables—, se encuentra unido a 
las sólidas capacidades estatales para liderar una propuesta de largo plazo basada 
en tres componentes claves: cobre, litio y granjas solares. A la disponibilidad de 
yacimientos concentradores del 40% de litio y el 30% del cobre de las reservas 
mundiales identificadas hasta ahora —y los extensos territorios para el aprove-
chamiento de la luz solar—, se suma la apuesta estatal por la generación de hi-
drógeno verde y sus derivados, gracias a la aprobación de un préstamo de 400 
millones de dólares del Banco Interamericano de Desarrollo (BID, 2024).  

En 2023 fue presentada la Estrategia Nacional del Litio como la gran apuesta 
que, sumada al cobre, se inserta en cadenas de valor global asociadas a la transi-
ción energética. Durante 2024 la estrategia del gobierno chileno avanzó a grandes 
pasos mediante una apuesta de inversiones masivas de carácter público-privado. 
El 31 de mayo de 2024 se firmó el acuerdo de colaboración público-privado entre 
SQM (Sociedad Química Minera de Chile S.A.) y la empresa estatal Codelco para 
explotar productiva y comercialmente el litio de los salares de Atacama, con una 
participación mayoritaria del Estado del 51%, que entrará en vigor el 1 de enero 
de 2025 (Codelco, 2024). La empresa privada SQM es la segunda compañía en ex-
plotación de litio en el mundo después de Albermarle, que también explota los 
yacimientos salitreros chilenos.  

Para ensanchar la estrategia, durante el primer semestre de 2024 el gobierno 
de Gabriel Boric abrió una gran convocatoria para la explotación de los salares por 
parte de empresas privadas nacionales e internacionales; estas respondieron en-
viando más de medio centenar de propuestas de inversión (Attwood y Fuentes, 
2024). El objetivo del gobierno es convertir a Chile en el mayor productor de litio del 
mundo superando a Australia, con la explotación de aproximadamente 90 proyectos 
en los próximos años e iniciando algunos en 2026 (Blandón, 2024). A ello se suma el 
acuerdo entre los gobiernos de Chile y Estados Unidos, concretado en el mes de julio 
de 2024, para aprovechar los beneficios tributarios derivados de la Ley de Reducción 
de Inflación impulsada por el entonces presidente Biden. Esta mejora en los acuer-
dos comerciales entre ambos países añade una ventaja comparativa y representa un 
incentivo para las empresas participantes en la explotación de litio y producción de 
insumos claves en la industria de electromovilidad (SUBREI, 2024).  

Aunque la Estrategia Nacional del Litio ha sido presentada por el presidente 
Boric como una política estatal participativa y dialogante —que respeta los dere-
chos de las comunidades indígenas y está interesada en la protección del me-
dioambiente—, la proyección de explotación minero-energético del litio chileno 
no ha estado exenta de conflictos. Las reclamaciones de las comunidades indí-
genas y colectivos ambientalistas subrayan, por un lado, la ausencia de consulta 
con las comunidades que tienen la titularidad ancestral de los territorios salares 
y, por otro, las infracciones ambientales en las que ha incurrido SQM en sus pro-
cesos de extracción (France24, 2024).  
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Mientras el litio chileno busca socios inversionistas de su propio país —y de 
Europa, Estados Unidos y Canadá—, Brasil está poniendo en marcha un agresivo 
plan de exploración abriendo sus territorios a compañías de todo el mundo (Du-
chiade, 2024). De entre todos los interesados, resalta el estrechamiento de lazos 
del gobierno de Lula con China y Rusia, avanzando en operaciones que profun-
dizan su relación económica y comercial, con una búsqueda intensiva de mine-
rales estratégicos y expansión de las industrias de desarrollo tecnológico por parte 
del gigante asiático.  

Además del avance de proyectos minero-energéticos, Brasil es líder en pro-
ducción de energía eólica en América Latina (4%), y el tercero en el mundo des-
pués de China (12%) y Estados Unidos (5%), según el último reporte del Global 
Wind Energy Council (2024). Del mismo modo, con un gran potencial de gene-
ración de energía eólica marina y el registro de más de 90 proyectos de inversión 
ante el Instituto Brasilero de Medio Ambiente y Recursos Naturales (IBAMA), 
este innovador sector espera la aprobación del marco jurídico que debe ser adop-
tado por el Senado, para iniciar el proceso de subastas y licenciamiento (World 
Bank, 2024).   

En ese mismo sentido, los parques de energía eólica marina son una gran 
oportunidad de inversión en Colombia, que cuenta con más de 3.000 kilómetros 
de costa disponibles para el desarrollo de proyectos de energías renovables. La 
ventaja comparativa de desarrollar el enorme potencial de la energía eólica ma-
rina en la costa del caribe colombiana radica en la posición geoestratégica que 
garantiza disponibilidad de recursos (World Bank, 2023). Adicionalmente, el área 
costa afuera de Colombia ofrece un nuevo escenario abierto a la exploración y 
producción, con mayor seguridad para las inversiones de largo plazo, desligada 
de la carga asociada a la trayectoria histórica de los conflictos, con prometedores 
resultados en términos de generación de energía y beneficios económicos.   

Hasta el mes de septiembre de 2024 se desarrolló la etapa de habilitación de 
interesados, que pasará después por una etapa de nominación, evaluación, selec-
ción, adjudicación y formalización, extendiendo el proceso hasta diciembre de 
2025 según el cronograma de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), el 
Ministerio de Minas y Energía y la Dirección General Marítima. Las autoridades 
regulatorias encargadas de impulsar la industria de la energía eólica costa afuera 
en Colombia, han señalado que, durante todo el proceso, se ha mantenido un 
diálogo permanente con los interesados en el proceso competitivo, en la bús-
queda de asegurar las mejores condiciones económicas, sociales e instituciona-
les, que garanticen inversiones efectivas y grandes beneficios para todas las 
partes (Mazo, 2024).  

 
 

De Chancay a Shanghái 
 
En Perú se han llevado a cabo durante 2024 diversos eventos de altos funcio-

narios, representantes ministeriales y líderes empresariales, entre otros, como 
preparación del Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico, APEC-Perú 2024. 
Perú forma parte de la APEC desde 1998 y, al igual que otros países suramerica-
nos, en el marco de este acuerdo comercial ha estrechado profundamente los vín-
culos económicos con China, especialmente durante la última década.  
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La presidenta Dina Boluarte ha contribuido a profundizar decididamente 
este vínculo en 2024, durante su visita oficial a China en el mes de junio, desde 
donde anunció la propuesta de creación de una Zona Económica Especial para 
el Puerto de Chancay, construido por la empresa estatal china Cosco Shipping. 
Las “zonas económicas especiales” son áreas delimitadas que brindan incentivos 
fiscales y regulatorios excepcionales, para facilitar el desarrollo de actividades 
industriales, comerciales y de servicios. El Puerto de Chancay al norte de Lima, 
se convertirá en el hub internacional más grande y moderno de Suramérica. 
Desde 2021 la empresa estatal china Cosco Shipping cuenta con un contrato de 
exclusividad sobre el puerto, constituyéndose como un puerto privado de uso pú-
blico, y al convertirse en Zona Económica Especial será dotado de enormes be-
neficios tributarios (El Peruano, 2024). En el mes de noviembre inicia operaciones, 
inaugurado por el presidente Xi Jinping durante su visita a Perú para la Cumbre 
de Líderes del Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico 2024. 

En este entramado, la gobernanza ambiental es un eje fundamental de aná-
lisis, en la medida que el Puerto de Chancay dinamizará de manera exponencial 
las relaciones extractivas de América del Sur. En ese sentido, el Estado chino tiene 
ya garantizado el control del más importante puerto comercial y nodo interna-
cional de Suramérica, sobre el cual giran otra serie de proyectos de infraestruc-
tura. Este hub internacional avanza en los planes que —desde la década de los 
años noventa— se tenían en la construcción de puertos y de una interconectividad 
suramericana (según la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regio-
nal Suramericana, IIRSA), que atravesase la Amazonia de este a oeste y de norte 
a sur, y que ahora beneficia el intercambio comercial y la salida de materias pri-
mas hacia Asia (Irusta, 2024; Hincapié, 2018). Las consecuencias de la profundi-
zación extractiva están imbricadas con la construcción de infraestructura en las 
zonas selváticas, ya que rompen las barreras naturales que permitían la conser-
vación natural de las especies y el buen funcionamiento de los ecosistemas estra-
tégicos de la Pan Amazonía. 

En Brasil, por su parte, el presidente Luiz Inácio Lula Da Silva presentó en 
enero de 2024 el “proyecto reindustrializador”, a través del cual pretende impul-
sar el crecimiento industrial de sectores claves como el de los medicamentos, la 
digitalización, y la ampliación en un 50% del uso de biocombustibles de palma 
africana, entre otros (Galarraga, 2024). Desde 2023 el presidente brasilero viene 
anunciando el papel fundamental del Amazonas dentro de su plan de crecimiento 
económico, aprovechando los recursos naturales para potenciar la industria far-
macéutica, cosmetológica, de biocombustibles y minero-energéticos. La trans-
formación de los remanentes de los bosques amazónicos son el escenario del 
proyecto desarrollista de Lula, iniciado en sus primeros mandatos, aderezado 
ahora “con la cuestión de la transición energética y la transición ecológica en la 
innovación industrial” (Página 12, 2023).  

El avance de los proyectos de industrialización brasilera está acompañado 
de una profunda interdependencia con los intereses chinos en la región, que se 
expresan en la construcción de la red de infraestructuras, necesaria para viabilizar 
la apropiación y extracción de recursos naturales, y su movilidad e interconexión 
a través del extenso e intrincado territorio. Así quedó expresado durante la 46ª 
Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe (CARICOM), que 
se celebró en Georgetown, Guyana, en febrero de 2024. En dicha reunión el pre-
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sidente Lula da Silva mantuvo una reunión trilateral con los presidentes de Gu-
yana, Irfaan Ali, y de Surinam, Chan Santokhi. El tema principal fue la importan-
cia de una mayor interconexión entre los países a través de un Plan de Rutas de 
Integración Sudamericana que avanza sobre la IIRSA, para desarrollar proyectos 
multimodales que involucran puertos, aeropuertos, hidrovías, ferrocarriles y ca-
rreteras, sistemas de comunicación y generación de energía, entre otras (Minis-
tério das Relações Exteriores, 2024).  

En la construcción de infraestructuras que se despliegan entre Guyana y Bra-
sil, las empresas del gigante asiático —China Harbour Engineering Corporation 
(CHEC) y China Railway Construction Corporation Limited (CRCC)— son acto-
res centrales unidos a la banca estatal china, que provee los recursos financieros ne-
cesarios para llevar cabo grandes obras, como el Puente Flotante sobre el Río 
Demerara y la Central Hidroeléctrica Amaila Falls. Durante 2024, la construcción de 
un Puente sobre el Río Corentyne, frontera entre Guyana y Suriname, permitirá co-
nectar por primera vez el entramado vial de los tres países que se está tejiendo desde 
el norte del Brasil. La obra de infraestructura se llevará a cabo mediante un modelo 
en el cual la misma empresa contratista será la encargada del diseño, construcción, 
financiamiento, operación y mantenimiento (Parris, 2024).  

Justamente, la infraestructura al norte del Brasil se encuentra con la carretera 
BR-319, que atraviesa la zona mejor conservada de la Amazonía brasilera, 
uniendo las regiones de Manaus, Amazonas, Porto Velho y Rondonia. El presi-
dente Lula ha anunciado el inicio del mejoramiento y pavimentación de la vía, 
retomando los mismos planes del expresidente Jair Bolsonaro que fueron dura-
mente criticados por alentar aún más la deforestación y depredación de los bos-
ques (Maissonnave, 2024). 

Por el otro lado de la frontera brasilera, en julio de 2024, los presidentes de 
Bolivia y de Brasil firmaron la Declaración Conjunta, producto de la reunión am-
pliada de ministros en la ciudad de Santa Cruz (Portal Portuario/Agencia ABI, 
2024). En dicha Declaración se manifestó la voluntad gubernamental para reac-
tivar el proyecto “Corredor Ferroviario Bioceánico de Integración”. El Corredor 
permitirá la conexión central de Suramérica uniendo Brasil, Chile, Perú y Bolivia, 
posibilitando el intercambio comercial entre estos países y la conexión con el 
mercado internacional de ultramar.   

El gobierno boliviano de Evo Morales había iniciado en 2018 conversaciones 
con empresarios españoles para la construcción de los tramos ferroviarios que 
conectan Bolivia con Perú (Deutsche Welle, 2018); sin embargo, estos planes fue-
ron desechados durante el gobierno de facto de Jeanine Áñez en 2020. El avance 
de los intereses de China en la región ponen ahora al país en el centro de este pro-
ceso de construcción de infraestructuras, logrando una ventaja comparativa en 
la disputa por los recursos naturales estratégicos de la selva amazónica —como 
también de toda la región suramericana—, a pesar de la documentación de viola-
ciones reiteradas a los derechos humanos como consecuencia de sus actividades 
empresariales (CICDHA, 2023), y la amenaza que para la protección de los eco-
sistemas marinos constituye sus flotas pesqueras ilegales en aguas latinoameri-
canas (Mongabay Latam, 2024).  

El Corredor Ferroviario Bioceánico llega en el momento de consolidación de 
la presencia china en los puertos del Perú, como se indicó anteriormente. Además 
del Puerto Changay, otro grupo chino, Zhongrong Xinda, a través de su filial Jinz-
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hao Perú, fue beneficiario de la adjudicación por parte del gobierno de la cons-
trucción del Puerto de Marcona en el departamento de Ica al sur del Perú, con 
una inversión de 405 millones de dólares y la autorización para su operación ex-
clusiva por 30 años (Proinversión, 2024a). Este grupo chino tiene también en su 
poder la concesión de la mina de hierro Pampa de Pongo, que se encuentra en 
etapa inicial, formando un encadenamiento con el puerto para la exportación del 
mineral. Al igual que con Pampa de Pongo, el gobierno peruano pretende que el 
nuevo puerto dinamice una serie de proyectos mineros de hierro, cobre, zinc y 
molibdeno, entre otros, al sur del país (Proinversión, 2024b). El Nuevo Terminal 
Portuario San Juan de Marcona se convertirá en el tercer puerto más grande del 
Perú. Y, con esta inversión, los intereses chinos contarán con una gran capacidad 
operativa y exclusividad en dos de los tres puertos más importantes del país, per-
mitiendo un importante acceso e interconexión a esta red sudamericana de in-
fraestructura como salida al Pacífico.  

Todo este panorama explica en buena medida la carta que el presidente Lula 
envió a Bruselas pidiendo a la Unión Europea “la suspensión de su Ley Antidefo-
restación y la revisión del abordaje punitivo a los productores” que iba a entrar 
en vigor en diciembre de 2024 (EFE, 2024). La Ley Antideforestación de la Unión 
Europea ha sido la respuesta a demandas expresadas por parte de comunidades 
y organizaciones de derechos humanos de todo el mundo, que han exigido me-
didas más estrictas que hagan seguimiento a las cadenas de suministros en el Sur 
global como pieza clave de la gobernanza ambiental (Hincapié, 2022). Sin em-
bargo, estas medidas regulatorias entran en contravía con los planes de indus-
trialización brasilera y de profundización extractiva para la transición energética, 
donde la Amazonía cobra un papel clave1. 

  
 

Conflictividades permanentes y cambio de rumbo   
 

De entre todos los proyectos extractivos que desarrollan empresas chinas, Las 
Bambas destaca por ser una de las minas de cobre más productivas del Perú. Espe-
cialmente después de la aprobación de la ampliación de la mina en 2015 —en medio 
de protestas sociales—, Las Bambas ha estado en el centro de los conflictos socioam-
bientales. Entre mayo y julio de 2024 las comunidades locales convocaron paros y 
bloqueos acusando a la empresa minera de hacer un uso indebido de fuentes hí-
dricas y de destruir manantiales, acusaciones que fueron confirmadas por la Au-
toridad Nacional del Agua sin afectar el desarrollo del proyecto (Valdivia, 2024). 
Las manifestaciones de inconformidad se reprimieron por la fuerza pública y se 
detuvo a manifestantes.  

Mientras las protestas se extendían, en el mes de julio fueron condenados 11 
dirigentes de las comunidades campesinas que denunciaron las irregularidades 
en los estudios de impacto ambiental de Las Bambas de 2015. Los dirigentes fue-
ron acusados de delitos por daños agravados, disturbios y entorpecimiento al fun-
cionamiento de los servicios públicos, entre otras causas. Entre los sentenciados 
se encuentra Virginia Pinares Ochoa (8 años y 10 meses de prisión), reconocida 

1  Finalmente, los países de la UE han decido posponer 12 meses la aplicación de la ley antideforestación 
(EuroEfe, 2024).
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defensora Ambiental y Premio Nacional de Derechos Humanos en 2022 (La Re-
pública, 2024). Como ella, otros líderes campesinos de sus comunidades fueron 
sentenciados por encabezar las protestas en contra de las modificaciones al estudio 
de impacto ambiental de Las Bambas, para defender su agua y territorio. Esta sen-
tencia, en medio de la expansión de los intereses chinos en el país, refleja una clara 
represión a la protesta social que se resiste a los proyectos extractivos. Las protestas 
por parte de comunidades locales y los enfrentamientos con la fuerza pública, son 
parte de un repertorio establecido en el que la acción colectiva de los comuneros, los 
campesinos y la ciudadanía se expresa para oponerse o renegociar los términos de la 
extracción de recursos minero-energéticos en sus territorios. 

En julio de 2024, el Valle de Tambo fue el epicentro de manifestaciones, blo-
queos y paros en los que cientos de personas marcharon para defender este valle 
agrícola del proyecto cuprífero de talla mundial Tía María, anunciado por primera 
vez hace más de doce años. Actualmente, el proyecto cuenta con todas las autoriza-
ciones gubernamentales para el inicio de operaciones de explotación, pero la acción 
colectiva sostenida a través del tiempo ha puesto en el centro la importancia de la “li-
cencia social” para llevarlo a cabo (CooperAcción, 2024). Estas conflictividades so-
cioambientales permanentes, derivadas de los proyectos minero-energéticos, son 
monitoreadas por instituciones estatales del nivel central como la Defensoría del Pue-
blo y el Viceministerio de Gobernanza Territorial, mientras los niveles del gobierno 
regional y local han hecho de la dosificación entre coerción y diálogo el meca-
nismo recurrente para la mediación del conflicto.  

Por su parte, Argentina inició 2024 con debates intensos, marchas y movili-
zaciones en rechazo al Decreto de Necesidad y Urgencia emitido el 30 de diciem-
bre de 2023 y el proyecto de Ley “Omnibus” presentado al Congreso por el 
presidente Javier Milei. A través del proyecto “Omnibus” el presidente pretendía 
transformar de manera radical la gobernanza ambiental del país al crear una serie 
de incentivos fiscales, eliminación de regulaciones de control territorial, norma-
tivas ambientales y de transparencia que facilitaran la apropiación, uso y explotación 
de recursos naturales (Salvalaggio, 2024). Una de las medidas presentadas que generó 
mayor rechazo y visibilidad nacional e internacional, fue la eliminación de la regula-
ción para la explotación extractiva de los glaciares (que constituye una amenaza di-
recta a medidas de gobernanza ambiental global —ampliamente documentada—, 
sobre este ecosistema estratégico para el planeta en el contexto de cambio climático). 
Las críticas y protestas llevaron al retiro del proyecto de Ley Omnibus protegiendo la 
Ley de Glaciares. En su reemplazo, poco tiempo después, se presentó un nuevo pro-
yecto de Ley mucho más reducido que conservaba la esencia de las reformas pro-
puestas de gran calado.  

La Ley Bases aprobada en el mes de junio de 2024, tiene una importancia 
significativa para la gobernanza ambiental ya que pretende impulsar el creci-
miento económico a partir de la expansión y profundización del extractivismo 
minero-energético, al establecer un Régimen de Incentivos a las Grandes Inver-
siones (RIGI), con beneficios impositivos, aduaneros, cambiarios, así como des-
regulaciones y regresión en materia ambiental (Smink, 2024). 

Por si fuese poco, el presidente Milei, junto a 18 gobernadores provinciales, 
firmó “El Pacto de Mayo”, con el que pretende reunir la fuerza regional necesaria 
para la implementación de sus reformas (Centenera, 2024). De entre los apoyos 
a las privatizaciones, el equilibrio fiscal y la reducción del gasto, acordados con 
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los mandatarios regionales, destaca el número 7 que expresa “el compromiso en 
las provincias de avanzar en la explotación de los recursos naturales del país”, re-
forzando las facilidades con que contarán los inversionistas en los territorios (Eco-
news, 2024). 

Unido al marco normativo interno, el 22 de agosto de 2024 se firmó un Memo-
rándum de Entendimiento sobre Cooperación en Minerales Críticos entre los gobiernos 
de Argentina y Estados Unidos, para fortalecer y profundizar “la cooperación bilateral 
en minerales críticos y energía, así como la participación de Argentina en las cadenas 
de suministro estratégicas de los Estados Unidos” (Ministerio de Relaciones Exterio-
res, Comercio Internacional y Culto, 2024). En el comunicado a la prensa, el gobierno 
argentino resaltó que el acuerdo busca fortalecer la relación comercial y también 
la participación de nuevos inversionistas para la exploración, extracción, proce-
samiento, refinación, reciclaje y recuperación de recursos minerales estratégicos. 
Con ello, Argentina reafirma su apertura a la configuración de una nueva frontera 
extractiva intensiva, articulada como proveedora de recursos minerales en las ca-
denas de suministro y valor global.  

El 30 de julio la gigante australiana BHP, una de las multinacionales mineras 
más importantes del mundo, llegó a un acuerdo con la canadiense Lundin Mining 
para el desarrollo de dos proyectos cupríferos contiguos: las minas de cobre-oro 
Filo del Sol y Josemaría en la Provincia de San Juan. Filo del Sol ha sido presentado 
como uno de los depósitos de cobre más importantes del mundo y promete cons-
tituirse en un centro dinámico de la economía local (La Nación, 2024). Por su 
parte, el proyecto Josemaría ha avanzado los procesos de exploración a pesar de 
las críticas por parte de organizaciones ambientales que señalan su ubicación en 
zona periglaciar (lo que niega Lundin Mining), ya que es una zona protegida por 
la Ley de Glaciares aprobada en 2012 (FARN, 2021). Sumado a lo anterior, en esta 
misma provincia ocurrió en 2015 el derrame de lixiviados de la mina Veladero al 
Río Jachal, provocando contaminación al más importante afluente de agua dulce 
para las poblaciones locales (Svampa y Viale, 2020). Como respuesta, las empre-
sas aseguran su compromiso con la sustentabilidad a través de la apropiación y 
desarrollo de tecnología de punta en todos sus procesos, en estricto cumplimiento 
con las normas ambientales nacionales e internacionales (Heredia, 2024).  

En contraste con el gobierno argentino de Milei, el expresidente mexicano 
Andrés Manuel López Obrador llevó a cabo una serie de iniciativas para regular 
la actividad minera en el país, fuente de conflictividades extendidas en todo el 
territorio nacional. En 2023 fue aprobada por el Congreso de la República una 
nueva Ley Minera. Entre las medidas que introdujo la ley —que espera el diseño 
de leyes secundarias y reglamentos para su implementación y operatividad—, 
destacan la prohibición de llevar a cabo proyectos mineros en Áreas Naturales 
Protegidas y la implementación de medidas de regulación en las concesiones de 
agua para el uso industrial, privilegiando el consumo humano. Durante 2024 se pre-
sentó una nueva iniciativa de Ley al Congreso para prohibir la megaminería a cielo 
abierto en el país. El rechazo de las empresas mineras a la iniciativa presidencial se 
hizo público de inmediato (Calderón, 2024). Sin embargo, los argumentos esgrimidos 
por académicos, colectivos sociales, organizaciones ambientales y comunitarias, han 
destacado que las enormes ganancias económicas para las empresas se permiten, 
aun cuando el aporte fiscal de la megaminería a cielo abierto representa apenas 
el 0,82% del total del recaudo del Gobierno Federal, genera el 0,2% del empleo 
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nacional, deja enormes pasivos ambientales y, por tanto, es contraria al interés 
general (Cambiémosla Ya, 2024). 

Otras de las iniciativas propuestas y aprobadas por el Congreso durante 2024 
busca el reconocimiento por ley de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) 
como empresa pública, estratégica y de interés nacional. Con ello se pretende 
consolidar el proceso realizado durante todo el sexenio anterior —que reestruc-
turó el sector eléctrico del país—, al devolver a la CFE la participación mayoritaria 
en la producción y distribución de energía, estableciendo un esquema de parti-
cipación del 54% estatal y el 46% privado. El nuevo gobierno de Claudia Shein-
baum ha prometido “acelerar la transición energética”, avanzando en estrategias 
más ambiciosas y proyectos de energías renovables, muchos de ellos detenidos 
durante el sexenio de López Obrador, los cuales ofrecen una gran oportunidad 
para colaboraciones público-privadas de inversionistas de todo el mundo, que 
respondan a la necesidad de aumentar significativamente la generación de ener-
gía limpia al 2030 (Sheinbaum, 2024: 273-284).  

Los procesos de renegociación de contratos con el sector gasífero durante el 
gobierno de López Obrador son un buen ejemplo de que es posible conciliar de 
manera exitosa el interés público y privado que, en este caso, permitió construir 
la red de infraestructura de gasoductos que une a México con Estados Unidos, 
asegurando el suministro del gas más barato del mundo en el país azteca (Hinca-
pié, 2024). A la inversión en infraestructura energética, se suma la infraestructura 
vial, que complementa las grandes obras construidas en los últimos años, espe-
cialmente el Tren Interoceánico y Tren Maya. El plan de infraestructura pro-
puesto por Sheinbaum no solo mejorará la movilidad en el país, sino que también 
tiene un impacto directo en el desarrollo económico de las regiones, dando un re-
novado y exponencial dinamismo a la industria automotriz, la electromovilidad, 
y la transición energética y tecnológica de la industria 4.0, aprovechando las ven-
tajas comparativas del país como parte del mercado norteamericano.  

El gobierno de López Obrador recibió duras críticas por parte de organiza-
ciones ambientalistas sobre el impacto a la selva generado en la construcción del 
Tren Maya. A pesar de ello, por disposición gubernamental se aumentaron sig-
nificativamente las Áreas Naturales Protegidas (ANP) del país, al incorporar 44 
nuevas ANP terrestres y submarinas, para que sus ecosistemas sean protegidos 
a través de distintas categorías; asimismo, se concertaron 595 Áreas Destinadas 
Voluntariamente a la Conservación (ADVC), todo lo cual representa más de 95 
millones de hectáreas donde el Gobierno de México cumple una labor que busca 
proteger, conservar y restaurar ecosistemas (Semarnat, 2024). Unido a lo anterior, 
uno de los programas sociales de transferencias condicionadas más importantes, 
Sembrando Vida, se propuso impulsar procesos de pagos por servicios ambien-
tales y agroforestería como esquema redistributivo a la población rural del país.  

 
 

A modo de cierre 
 

Durante la Cumbre por el Futuro de Naciones Unidas celebrada Nueva York en 
septiembre de 2024, los mandatarios de América Latina se pronunciaron sobre 
la gobernanza ambiental ligada a la crisis climática, exponiendo diferentes posi-
cionamientos al respecto. En términos generales, si bien hay acuerdo en los fines 
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que perseguimos como comunidad global, condensados en los Objetivos de De-
sarrollo Sostenible (ODS), se difiere en las prioridades y los medios para conseguirlo. 
Lo anterior se evidencia en el incumplimiento sistemático de compromisos de finan-
ciación, como el Fondo Verde, establecidos en las Conferencias de las Partes (COP) 
del Convenio de Cambio Climático de Naciones Unidas.  

Construir la matriz de energías renovables con grandes proyectos de gene-
ración eólica, marina, solar e incluso nuclear, requiere grandes inversiones de ca-
pital que, por un lado, compiten con los recursos que los gobiernos deben destinar 
a programas sociales esenciales en sociedades con profundas asimetrías y desi-
gualdades (como las latinoamericanas), y, por otro lado, desincentiva la contabi-
lización de los impactos ecológicos como parte del costo real de los procesos 
extractivos de los minerales esenciales en su construcción. Esto es especialmente 
relevante para los bosques de América Latina que albergan también una enorme 
riqueza minero-energética cuya extracción —para la transición energética y tec-
nológica—, está dejando una huella ambiental de deforestación, contaminación 
y depredación voraz en las comunidades locales y ecosistemas fundamentales 
para el equilibrio de la biosfera.  

Hay que reconocer también la urgencia de plantear un rediseño institucional 
ante las críticas señaladas sobre el manejo de fondos multilaterales, las enormes 
burocracias que sostienen y la opacidad generalizada, que explica en buena medida 
los magros resultados en la protección y conservación medioambiental. Es preciso 
encontrar medidas de compensación, con nuevas áreas para la reforestación o con-
servación de bosques, ante las propuestas de industrialización en el corazón amazó-
nico. Sin lugar a dudas, las políticas de regulación, seguimiento y trazabilidad de las 
cadenas de suministros son esenciales, precisan ser robustecidas —y su obligatorie-
dad expandida—, para garantizar el cumplimiento de los derechos humanos y me-
dioambientales tanto en el Norte como en el Sur global.  

 
 

Referencias bibliográficas 
 

ATTWOOD, J. y FUENTES, V. (2024): “Lithium Projects Likely to Exceed Government Targets 
in Chile”, Bloomberg (9/6/2024). Disponible en: https://www.bloomberg.com/news/ 
articles/2024-07-09/lithium-projects-likely-to-exceed-government-targets-in-chile. 

BID (2024): “BID y Ministerio de Hacienda de Chile firman acuerdo para desarrollar la in-
dustria de hidrógeno verde” Comunicado de Prensa, Washington, BID (10/3/2024). 
Disponible en: https://www.iadb.org/es/noticias/bid-y-ministerio-de-hacienda-de-
chile-firman-acuerdo-para-desarrollar-la-industria-de. 

BLANDÓN, D. (2024): “Más de medio centenar de empresas mostraron interés en desarrollar 
el litio chileno”, France 24 (19/6/2024). Disponible en: https://www.france24.com/ 
es/programas/econom%C3%ADa/20240619-m%C3%A1s-de-medio-centenar-de-
empresas-mostraron-inter%C3%A9s-en-desarrollar-el-litio-chileno. 

CALDERÓN, C. (2024): “Prohibición de minería a cielo abierto traerá consecuencias en Nor-
teamérica”, El Financiero (27/8/2024). Disponible en: https://www.elfinanciero.com.mx/ 
empresas/2024/08/27/ven-consecuencias-en-norteamerica-al-prohibir-mineria-a-
cielo-abierto/. 

CAMBIÉMOSLA YA (2024): “Legisladores, legisladoras, prohíbanla ya. No cedan a los chantajes 
de la industria”, Comunicado (5/9/2024). Disponible en: https://cambiemoslaya.org.mx/ 
2024/09/05/la-mineria-a-cielo-abierto-es-la-mas-destructiva-y-contaminante/. 

 

Las políticas  
de regulación, 
seguimiento y 
trazabilidad de  
las cadenas de 
suministros son 
esenciales para 
garantizar el 
cumplimiento  
de los derechos 
humanos y 
medioambientales 



AMÉRICA LATINA EN UN MUNDO PERPLEJO INFORME ANUAL 2024-2025

69

CENTENERA, M. (2024): “Un pacto de mayo que se firma en julio”, El País (8/7/2024). Dis-
ponible en: https://elpais.com/argentina/2024-07-09/un-acta-de-mayo-que-se-firma-
en-julio.html. 

CICDHA (2023): Actividades empresariales chinas y derechos humanos en América Latina, 
Colectivo sobre Financiamiento e Inversiones Chinas, Derechos Humanos y Ambiente. 
Disponible en: https://cicdha.org/wp-content/uploads/2023/12/Resumen-Activida-
des-Empresariales-Chinas-Derechos-Humanos-America-Latina.pdf. 

CODELCO (2024): “Codelco y SQM firman acuerdo para asociación que da a Chile liderazgo 
en el mercado mundial de litio”, Sala de Prensa Codelco (31/5/2024). Disponible en: 
https://www.codelco.com/codelco-y-sqm-firman-acuerdo-para-asociacion-que-da-
a-chile-liderazgo-en. 

COOPERACCIÓN (2024): “Masiva protesta en el Valle de Tambo contra la reactivación del 
proyecto Tía María” (31/7/2024). Disponible en: https://cooperaccion.org.pe/masiva-
protesta-en-el-valle-de-tambo-contra-la-reactivacion-del-proyecto-tia-maria/. 

DEUTSCHE WELLE (2018): “El tren bioceánico promovido por Bolivia genera ‘enorme interés’ en 
España” (21/2/2018). Disponible en: https://www.dw.com/es/el-tren-bioce%C3%A1nico- 
genera-enorme-inter%C3%A9s-en-espa%C3%B1a/a-42667917. 

DUCHIADE, A. (2024): “‘Valle del Litio’: el nuevo punto minero de Brasil que alarma a la pobla-
ción local”, Dialogue Earth (5/7/2024). Disponible en: https://dialogue.earth/es/justicia/ 
valle-litio-brasil-alarma-poblacion-local/. 

ECONEWS (2024): “Pacto de Mayo: qué dice el polémico punto 7 sobre la explotación de los 
recursos naturales y por qué representa un retroceso” (8/7/2024). Disponible en: 
https://econews.global/pacto-de-mayo-javier-milei/. 

EFE (2024): “Brasil solicita a la UE frenar la normativa que pretende evitar la deforestación 
importada” (12/9/2024). Disponible en: https://www.abc.es/sociedad/brasil-pide-ue-
suspenda-norma-evita-llamada-20240912091640-nt.html. 

EUROEFE (2024): “Los países de la UE avalan posponer un año la aplicación de la ley anti-
deforestación”. Disponible en: https://euroefe.euractiv.es/section/energia-y-medio-
ambiente/news/paises-ue-avalan-posponer-un-ano-ley-antideforestacion/. 

EY (2024): Renewable Energy Country Attractiveness Index RECAI 2024. Disponible en: 
https://assets.ey.com/content/dam/ey-sites/ey-com/en_gl/topics/power-and-utilities/ 
ey-gl-recai-63-top-40-ranking-06-2024.pdf. 

EL PERUANO (2024): “Gobierno: inauguración del Puerto de Chancay será el acontecimiento 
del año” (27/7/2024). Disponible en: https://www.elperuano.pe/noticia/248990- 
gobierno-inauguracion-del-puerto-de-chancay-sera-el-acontecimiento-del-ano. 

FARN (2021): “Proyecto Josemaria: incumplimiento de la Ley de Glaciares y un proceso 
de consulta restrictivo”, Comunicado, Fundación Ambiente y Recursos Naturales 
(9/6/2021). Argentina. Disponible en: https://farn.org.ar/proyecto-josemaria-incum-
plimiento-de-la-ley-de-glaciares-y-un-proceso-de-consulta-restrictivo/. 

FRANCE24 (2024): “¿Cómo afecta la explotación de litio en Chile a los indígenas del salar de Ata-
cama?” (13/2/2024). Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=gGeicoN96iM. 

GALARRAGA, N. (2024): “Lula lanza un plan para reindustrializar Brasil con 60.000 millones 
en créditos blandos y subsidios”, El País (22/1/2024). Disponible en: https://elpais.com/ 
america/2024-01-23/lula-lanza-un-plan-para-reindustrializar-brasil-con-60000-mi-
llones-en-creditos-blandos-y-subsidios.html. 

GLOBAL WIND ENERGY COUNCIL (2024): Global Wind Report 2024, Bruselas, GWEC. Dispo-
nible en: https://gwec.net/global-wind-report-2024/. 

HEREDIA, F. (2024): “Argentina reinicia la minería de cobre en medio de tensiones ambien-
tales”, Dialogue Earth (25/6/2024). Disponible en: https://dialogue.earth/es/energia/ 
argentina-reinicia-mineria-cobre-tensiones-ambientales/. 



GOBERNANZA AMBIENTAL EN AMÉRICA LATINA... SANDRA MILED HINCAPIÉ JIMÉNEZ

70

HINCAPIÉ, S. (2022): “Gobernanza ambiental global, derechos humanos y capacidades so-
cioestatales en América Latina”, Revista CIDOB d’Afers Internacionals, nº 130, pp. 19-
45. Disponible en: https://doi.org/10.24241/rcai.2022.130.1.19. 

— (2024): “Prolegómenos conflictivos de la transición energética. La política contenciosa 
gubernamental de la 4T”, Espiral. Estudios sobre Estado y Sociedad, 31 (90), pp. 173-208. 
Disponible en: https://doi.org/10.32870/eees.v31i90.7392. 

IRUSTA, S. (2024): “IIRSA y COSIPLAN: una gramática del desarrollo para América del 
Sur”,  Latinoamérica. Revista de Estudios Latinoamericanos, 78, pp. 147-174. Disponible 
en: http://latinoamerica.unam.mx/index.php/latino/article/view/57608. 

LA NACIÓN (2024): “La empresa minera más importante del mundo desembarca en la Ar-
gentina”, (30/7/2024). Disponible en: https://www.lanacion.com.ar/economia/nego-
cios/la-empresa-minera-mas-importante-del-mundo-desembarca-en-la-argentina- 
nid30072024/. 

LA REPÚBLICA (2024): “Sentencian a campesinos por protesta contra Las Bambas y crímenes 
de represión están impunes” (25/8/2024). Disponible en: https://larepublica.pe/poli-
tica/actualidad/2024/08/25/sentencian-a-campesinos-por-protesta-contra-las-bam-
bas-y-crimenes-de-represion-estan-impunes-559250. 

MAISONNAVE, F. (2024): “Lula promete terminar de pavimentar camino que, según expertos, 
empeorará deforestación en Amazonía”, Independent en Español, (11/9/2024). Disponible 
en: https://www.independentespanol.com/noticias/america-latina/lula-promete- 
terminar-de-pavimentar-camino-que-segun-expertos-empeorara-deforestacion-en-
amazonia-b2611208.html. 

MAZO, D. (2024): “Se aplaza la energía eólica costa afuera en Colombia, se vuelve a mover 
el calendario de subasta”, Infobae (24/5/2024). Disponible en: https://www.infobae.com/ 
colombia/2024/05/28/se-aplaza-la-energia-eolica-costa-afuera-en-colombia-se-
vuelve-a-mover-el-calendario-de-subasta/. 

Ministério DAS RELAÇÕES EXTERIORES (2024): “Visita del Presidente Luiz Inácio Lula da Silva 
a Guyana, con ocasión de la Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Ca-
ribe (CARICOM)”, nota a la prensa 86 (27/2/20224). Disponible en: https://www.gov.br/ 
mre/es/canales_servicio/prensa/notas-a-la-prensa/visita-del-presidente-luiz-inacio-
lula-da-silva-a-guyana-com-ocasion-de-la-conferencia-de-jefes-de-gobierno-de-la-
comunidad-del-caribe-caricom. 

MINISTERIO DE RELACIONES INTERNACIONALES Y CULTO (2024): “Argentina y Estados Unidos sus-
cribieron un Memorándum sobre cooperación en minerales críticos”, Información para la 
Prensa n° 418/24, República de Argentina. Disponible en: https://cancilleria.gob.ar/ 
es/actualidad/noticias/argentina-y-estados-unidos-suscribieron-un-memorandum-
sobre-cooperacion-en. 

MONGABAY LATAM (2024): “Flota china causa alarma por pesca ilegal, violaciones a de-
rechos humanos y evadir controles en Latinoamérica. Cinco lecturas ambientales”, 
(14/7/2024). Disponible en: https://es.mongabay.com/2024/07/flota-china-causa-
alarma-pesca-ilegal-violacion-derechos-humanos-evadir-controles-latinoamerica/. 

PÁGINA 12 (2023): “Lula anuncia un plan de reindustrialización con foco en la transición 
ecológica y la Amazonía” (12/7//2023). Disponible en: https://www.pagina12.com.ar/ 
567058-lula-anuncia-un-plan-de-reindustrializacion-con-foco-en-la-t. 

PARRIS, N. (2024): “Corentyne River Bridge: Guyana, Suriname seek Chinese financing, 
plans strategic dialogue”, Guyana Chronicle (23/5/2024). Disponible en: https://guya-
nachronicle.com/2024/05/23/corentyne-river-bridge-guyana-suriname-seek-chinese-
financing-plans-strategic-dialogue/. 

PORTAL PORTUARIO/AGENCIA ABI (2024): “Bolivia y Brasil reimpulsarán el Corredor Ferro-
viario Bioceánico de Integración” (10/6/2024). Disponible en: https://portalportuario.cl/ 
bolivia-y-brasil-reimpulsaran-el-corredor-ferroviario-bioceanico-de-integracion/. 

 



AMÉRICA LATINA EN UN MUNDO PERPLEJO INFORME ANUAL 2024-2025

71

PROINVERSIÓN (2024a): “Estado adjudica el desarrollo del proyecto nuevo Terminal Por-
tuario de San Juan de Marcona” (22/3/2024). Disponible en: https://www.investin-
peru.pe/es/pi/detalle-noticia/estado-adjudica-el-desarrollo-del-proyecto-nuevo-. 

— (2024b): “Nuevo Puerto de Marcona impulsaría inversiones por más de US$ 15 mil mi-
llones en el sur del país” (18/3/2024). Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/ 
proinversion/noticias/921786-nuevo-puerto-de-marcona-impulsaria-inversiones-por-
mas-de-us-15-mil-millones-en-el-sur-del-pais. 

 SALVALAGGIO, L. (2024): “Javier Milei y su mega decreto: ¿Dónde queda la transición ener-
gética?”, Climate Traker (7/2/2024). Disponible en: https://climatetrackerlatam.org/ 
historias/javier-milei-y-su-mega-decreto-donde-queda-la-transicion-energetica/. 

SEMARNAT (2024): “Gobierno de México logra la conservación de 95 millones de hectáreas”, 
Comunicado de prensa nº 76/24 (20/8/2024), Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, Gobierno de México. Disponible en: https://www.gob.mx/semarnat/ 
prensa/gobierno-de-mexico-logra-la-conservacion-de-95-millones-de-hectareas? 
idiom=es. 

SUBREI (2024): “Chile accederá a beneficios impositivos de EE.UU. para insumos hechos 
con litio, claves para la producción de componentes de baterías y vehículos eléctricos”, 
Sala de prensa, (11/7/2024), Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, 
Gobierno de Chile. Disponible en: https://www.subrei.gob.cl/sala-de-prensa/noti-
cias/detalle-noticias/2024/07/11/chile-acceder%C3%A1-a-beneficios-impositivos-de-
ee.uu.-para-insumos-hechos-con-litio—claves-para-la-producci%C3%B3n-de-compo
nentes-de-bater%C3%ADas-y-veh%C3%ADculos-el%C3%A9ctricos. 

POOLER, M. y WHITE, E. (2024): “Chinese carmaker BYD held talks with lithium producer 
in Brazil”, Financial Times (13/1/2024). Disponible en: https://www.ft.com/content/ 
3c55d69b-6932-4255-ad79-daeced372129. 

SHEINBAUM, C. (2024): “100 pasos para la transformación”. Movimiento de Regeneración 
Nacional, México Disponible en: https://claudiasheinbaumpardo.mx/wp-content/ 
uploads/2024/03/CSP100.pdf. 

SMINK, V. (2024): “4 grandes cambios que contempla la Ley Bases, la primera legislación que 
Milei logró aprobar en el Congreso de Argentina (y el regreso del impuesto a las ganan-
cias)”, BBC (13/6/2024). Disponible en: https://www.google.com/amp/s/www.bbc.com/ 
mundo/articles/clmmv7m4pvko.amp. 

SVAMPA, M. y VIALE, E. (2020): El colapso ecológico ya llegó. Una brújula para salir del (mal)de-
sarrollo, Buenos Aires, Siglo XXI. 

VALDIVIA, D. (2024): “Minera Las Bambas: comunidades de Huancuire y Pumamarca ini-
cian paro indefinido contra afectación ambiental”, Infobae (11/7/2024). Disponible en: 
https://www.infobae.com/peru/2024/07/11/minera-las-bambas-comunidades-de-
huancuire-y-pumamarca-inician-paro-indefinido-contra-afectacion-ambiental/. 

WORLD BANK (2023): Offshore Wind Roadmap for Colombia, Washington, Bogotá, World 
Bank, Ministerio de Energía, República de Colombia. Disponible en: https://www.mi-
nenergia.gov.co/documents/5859/Colombia_Offshore_Wind_Roadmap_VE_com-
pressed.pdf. 

— (2024): Scenarios for Offshore Wind Development in Brazil, Washington, World Bank. Dis-
ponible en: https://www.gov.br/mme/pt-br/assuntos/secretarias/sntep/dte/cgebc/gt-
eolicas-offshore-1/cenarios-para-o-desenvolvimento-de-eolica-offshore-no-brasil/exe
cutive-summary-scenarios-for-offshore-wind-development-in-brazil_final.pdf. 

WEC (2024): World Energy Trilemma 2024: Evolving with Resilience and Justice, London, 
World Energy Council, Disponible en: https://www.worldenergy.org/publications/ 
entry/world-energy-trilemma-report-2024. 

WORLD ECONOMIC FORUM (2024): Fostering Effective Energy Transition 2024, Ginebra: Ac-
centure, World Economic Forum. Disponible en: https://www.weforum.org/publica-
tions/fostering-effective-energy-transition-2024/.





73

 
 
Introducción  

 
Al inicio de la pandemia había una especie de ilusión generalizada sobre los ines-
perados impactos positivos de la crisis; la solidaridad, la compasión y el apoyo 
mutuo se activaron. La cohesión social también aumentó, pero, como había de-
mostrado la experiencia con las catástrofes naturales u otras tragedias sociales 
previas, ese vínculo resultó ser efímero: la conexión inicial desciende con el paso 
del tiempo mientras las tensiones sociales resurgen. Las comunidades que tenían 
cotas altas de cohesión social se enfrentaron mejor a las situaciones de crisis, sa-
lieron mejor paradas de la emergencia y se recuperaron de forma más ágil tras 
ella, mientras lo contrario sucedió con las que carecían de cohesión social (Jewett 
et al., 2021, Lalot et al., 2022).  

La preocupación para quienes estudiamos Latinoamérica y nos inquietan sus 
bajos niveles de confianza, su descenso en la calidad democrática y su desarrollo 
desigual es cómo se crea cohesión social y de qué forma el Estado y las políticas 
públicas pueden contribuir a ello. En este trabajo sugiero que las políticas de bie-
nestar son clave para el desarrollo de la solidaridad y la cohesión social, no solo 
porque, si se diseñan adecuadamente, son capaces de reducir desigualdades y 
garantizar un mínimo de seguridad social, sino también porque —moral y sim-
bólicamente— construyen un proyecto colectivo. En este sentido, el Estado se po-
siciona como responsable de potenciar el pegamento que mantiene unida a la 
sociedad y construye la paz social (Razavi et al., 2020, Ohemeng, 2022).  

Desde ese lugar, propongo revisar la construcción histórica y polisémica del con-
cepto de cohesión social, sus implicancias normativas y cómo se diferencia de otros 
conceptos, para recuperar un compromiso normativo y moral con los destinos colec-
tivos. A partir de allí, me interesa identificar y sugerir diferentes vías a partir de las 
cuales las políticas públicas sedimentan el terreno para la cohesión social.  

 
 

Cohesión social: origen, significado y relevancia del concepto 
 

La cohesión social es ese bien que, aunque es esquivo en definiciones, se valora 
cuando está presente y se añora cuando está ausente. Históricamente, la preocu-
pación por las interdependencias sociales y la potencial cooperación han sido el 
eje de la reflexión de los padres fundadores de la sociología, como Emile Durk-
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heim o Georg Simmel. En términos más específicos, la idea de cohesión social se 
va gestando con los avances de los movimientos sociales por el reconocimiento 
de derechos en los años sesenta. Sin embargo, no aparece en los discursos euro-
peos hasta los años noventa, tras la firma del tratado de Maastricht y en tanto el 
Consejo Europeo la identifica en 2007 como una prioridad para promover los de-
rechos y la dignidad humana (Maldonado et al., 2021). 

Bajo el despliegue y expansión del Estado de bienestar, la cohesión social era 
algo que se daba por hecho, una precondición para el funcionamiento de la de-
mocracia vinculada al desarrollo de las políticas sociales y, por ello, no se tema-
tizaba. Su introducción en la agenda social y política coincide con la crisis del 
modelo fordista de acumulación económica y del propio Estado de bienestar 
como esquema institucionalizado de solidaridad. Su difusión es contemporánea 
con la idea de workfare1 como horizonte de reforma del Estado de bienestar, con 
el desplazamiento de las reivindicaciones de universalidad, y con la subordina-
ción de la solidaridad a la competitividad. La cohesión social como preocupa-
ción política reaparece actualmente con el aumento de las migraciones 
internacionales y el avance de la multiculturalidad, que viene a quebrar la ho-
mogeneidad social real o imaginada de los Estados nación europeos, y a cues-
tionar en términos de valores las visiones del bien común y la experiencia de un 
nosotros (Novy et al., 2014). 

Hay una especie de acuerdo político sobre la necesidad imperiosa de la co-
hesión social para el bienestar, puesto que su ausencia es una amenaza para el 
orden social. En cuanto noción polisémica y fenómeno multifacético, su referen-
cia es problemática: denota una cualidad específica de la comunidad social dis-
tinta de la riqueza económica, las condiciones materiales de vida y el progreso 
socioeconómico, aunque no necesariamente independiente de ellas. Se la carac-
teriza como un rasgo de una colectividad (no de los individuos), un fenómeno 
gradual (las colectividades pueden ser más o menos cohesivas) que consta de as-
pectos ideacionales, relacionales, estructurales y conductuales asociados a la idea 
de bien común. Bajo su mención se evoca el pegamento social, la solidaridad, y 
lo que nos interrelaciona y compromete con nuestros contemporáneos; asimismo 
atañe a las conexiones emocionales entre los miembros de una comunidad (Deh-
ley et al., 2023; Orazani, et al., 2023).  

Analíticamente la cohesión social se desagrega en tres atributos —coopera-
ción, confianza e identidad común—, que a su vez se despliegan en dos dimen-
siones: una horizontal, que refiere a las relaciones entre los ciudadanos; y otra 
vertical, que refiere a la relación entre ciudadanos y el Estado (Burchi, et al., 2022). 
Además, existen al menos cuatro modos de operacionalizarla:  

 
1. Como conjunto de valores compartidos y sentidos de pertenencia, tanto explí-

citamente aceptados como implícitamente incorporados en las prácticas socia-
les (base de una identidad común que provee disposiciones emocionales hacia 
el resto del grupo). 

1  El concepto de workfare se refiere a una renovación del Estado de bienestar en un contexto de globa-
lización y neoliberalización del mismo, que se caracteriza por ideas como la empleabilidad y la activa-
ción del mercado laboral, y donde el modelo de política social institucional redistributiva se va 
reemplazando por un modelo basado en el logro personal, y de responsabilidad individual, en el que la 
política social del bienestar se vuelve residual (Peck, 2001).

Hay que posicionar 
el debate de la 
cohesión social  
en el contexto de  
un nuevo contrato 
social para un 
futuro que asuma 
solidariamente la 
responsabilidad  
de vivir juntos
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2. Como compromiso de vivir y trabajar juntos (disposiciones actitudinales). 
3. Como concepto que impulsa la promoción de bienestar y la reducción de bre-

chas (poniendo el foco en la disminución de la desigualdad y la inclusión, que 
se relaciona con el bienestar material). 

4. Como articulación de formas mixtas, que integra elementos previos y confi-
gura identidades comunes (Maldonado et al., 2021: 15). 

 
En este trabajo nos interesa pensar la cohesión social como clave del bienestar y 
como subproducto del mismo, esto es, como un intangible social sobre el que las 
políticas públicas pueden intervenir. Ello supone considerar la ausencia de cohe-
sión social, no como un destino inexorable, sino como efecto de procesos estruc-
turales que pueden gobernarse y de dinámicas sociales sobre las cuales la acción 
del Estado tiene capacidad de intervenir. Por ello, nos interesa posicionar el de-
bate sobre la cohesión social en un contexto del Estado de bienestar, de un nuevo 
contrato social, de un futuro por construir y por definir, asumiendo colectiva y 
solidariamente la responsabilidad de vivir juntos.  

Para ganar precisión es conveniente diferenciar la cohesión social de con-
ceptos como el de inclusión, integración o capital social. Los conceptos de inclu-
sión/exclusión destacan aquello que falta o está ausente para poder llevar una 
vida plena; hay quienes lo centran en las condiciones materiales, o quienes prio-
rizan la voz y capacidad de toma de decisiones. La inclusión refiere a igualar po-
sibilidades y eliminar las trabas que existen para ciertos grupos o individuos de 
ser parte de la sociedad. Al igual que la cohesión social, la inclusión se abordaría 
como un continuo y no como un absoluto, dado que se puede estar incluido en un 
aspecto y no en otro. Por su parte, el concepto de integración pone el foco en la 
responsabilidad de las personas por “acomodarse” y en la presión por adaptarse 
a la media o común denominador para garantizar una convivencia armoniosa 
(Maldonado et al., 2021). Por último, el concepto de capital social pone el acento 
sobre el mundo de las relaciones cara a cara, las redes de cooperación, el asocia-
cionismo, las normas formales e informales que moldean y coordinan las accio-
nes sociales, la solidaridad y la confianza social. Para buena parte de la literatura, 
la cohesión social se consideraría consecuencia del capital social, como también 
lo sería la aceptación de las instituciones políticas o las bajas tasas de criminalidad 
(Dehley, et al., 2023). 

En este trabajo nos referimos a la cohesión social como un subproducto de las 
políticas de bienestar, y a las prestaciones sociales como fuente de la cohesión social. 
A nivel personal, la protección social que conllevan las políticas de bienestar contri-
buye al desarrollo de sentimientos de dignidad y respeto, y mejora las posibilidades 
de inclusión social a quienes el azar les fue esquivo. A nivel macro, la protección social 
busca, como mínimo, proteger de la pobreza y de ciertos riesgos vitales, como la vejez 
o la enfermedad y, como máximo, transformar las estructuras sociales, aspirando a 
una vida buena y bienestar generalizado. En términos generales, la protección social 
aumenta la confianza de los sujetos en sí mismos, mejora su encaje en la sociedad y 
reduce la potencial alienación de ciertos grupos sociales.  

Ahora bien, para que las políticas sociales creen cohesión social es impor-
tante prestar atención a las intenciones y objetivos de las políticas (si se presentan 
como derechos o concesiones), el alcance de los programas (si son claros y justos 
los criterios de asignación, evitando estigmatización o privilegio), a los mecanis-
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mos de ejecución (si son transparentes y auditables, y el trato de los prestatarios 
amable), y a la confiabilidad y estabilidad de la financiación (si los recursos de-
penden de agentes externos y vienen limitados).  

Si las prestaciones sociales no se integran en un conjunto amplio de política 
social y de creación de derechos —que incluya a excluidos con similares condi-
ciones objetivas pero de diferente naturaleza (migrantes y pobres de origen na-
cional por ejemplo)—; y si no son gestionadas de forma transparente ni se rinden 
cuenta de sus resultados, es probable que su efecto sea muy limitado, cuando no 
nulo o contrario a la cohesión social, generando en su lugar resentimiento, des-
confianza y enojo (Köhler, 2021; Burchi et al., 2022). 

Tomando en cuenta estas advertencias, en los párrafos que siguen enlisto 
tres tipos de políticas públicas vinculadas a diferentes dimensiones del concepto 
de cohesión social que ofrecen una orientación práctica en escenarios donde la 
cohesión social se desea, anhela y demanda. 

 
 

Políticas públicas para la cohesión social  
 

Recientemente, el G20 hizo nueve recomendaciones para fortalecer la cohesión 
social que se concentran en reforzar el contacto y la tolerancia entre ciudadanos, 
facilitar la integración laboral y social de los ciudadanos, y promover la partici-
pación y el diálogo con la ciudadanía (Grimalda y Tänzler, 2018; Orazani et al., 
2023). Concretamente, se trata de: 

 
1. Facilitar la participación de las personas en asociaciones y trabajo comunitario. 
2. Brindar oportunidades para que los ciudadanos se involucren en la implemen-

tación de bienes públicos.  
3. Ofrecer programas educativos que brinden a los estudiantes la oportunidad de 

participar en trabajo comunitario y membresía en asociaciones. 
4. Facilitar las oportunidades para la participación política de los ciudadanos y 

mejorar la recepción institucional a las iniciativas de abajo hacia arriba. 
5. Seguir una estrategia de crecimiento inclusivo. 
6. Mejorar la integración de los inmigrantes en la sociedad. 
7. Mejorar la tolerancia recíproca entre los grupos sociales. 
8. Participar en un diálogo público con los medios para combatir las “noticias falsas”.  
9. Identificar áreas sensibles para la confianza en los gobiernos e implementar 

políticas para mejorar el consenso. 
 

Reposicionando las dimensiones materiales de existencia, en un primer lugar, y 
reparando sobre las limitaciones normativas que a veces subsisten, hay tres cues-
tiones a las que deberíamos prestar atención de forma integrada para potenciar 
la cohesión social: (i) un mínimo de bienestar material que garantice las condi-
ciones materiales de la libertad y la autonomía personal; (ii) la existencia de mo-
tivos para que los individuos deseen pertenecer a la sociedad, y (iii) leyes, 
regulaciones, normas y valores públicos que les deben facilitar las condiciones 
(i) y (ii) (Güemes, 2019).  

El punto (i) es un prerrequisito de la cohesión social: sin un bienestar material 
mínimo y una redistribución más equitativa de la riqueza social es una quimera 
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hablar de autonomía individual, de participación, de asociacionismo, de integra-
ción social o de diálogo público. El ciudadano debe pasar del modo supervivencia 
para poder pensarse responsable de los destinos colectivos y proyectarse a futuro. 
El punto (ii) nos indica que, si bien el punto (i) es necesario, no es suficiente. Quie-
nes se sienten excluidos, despreciados, dejados de lado, son incapaces de desa-
rrollar un deseo de permanecer en el grupo y de sentirse parte de una misma 
comunidad moral con un destino compartido. Quienes tienen hambre, duermen 
en la calle, o quienes —pese a tener múltiples trabajos— temen no llegar a fin de 
mes, difícilmente se sienten parte de un colectivo en donde hay otros que pueden 
seleccionar su destino vacacional sin problema. Nuevamente, (i) y (ii) son nece-
sarias, pero no suficientes. Hacen falta actitudes morales y una visión compartida 
respecto al colectivo del que se forma parte (punto ii) pero también un conjunto 
normativo-jurídico que posibilite la inclusión y desarrollo pleno de los sujetos 
(punto iii) para que, además de deseos, existan oportunidades y responsabilida-
des colectivas. Si las prestaciones sociales están restringidas y a ellas solo tienen 
acceso ciertos tipos de ciudadanos, o perviven discriminaciones racistas, de gé-
nero o de cualquier tipo en la regulación jurídica o en las normas sociales impe-
rantes, la cohesión social no es factible.  

A continuación, desarrollaremos más estas ideas, operacionalizándolas en 
sugerencias políticas. El primero de los puntos nos conduce a revisar políticas 
orientadas a garantizar cierto bienestar material a los más vulnerables y, a su vez, 
a redistribuir la renta y la riqueza social. Las brechas y las desigualdades socioe-
conómicas están correlacionadas de forma negativa con la cohesión social. El 
segundo de los puntos nos permite explorar cómo el diseño de las políticas so-
ciales y la inversión en los espacios públicos de socialización informal pueden 
crear sentimientos de pertenencia, de destinos compartidos y solidaridad. El 
tercer punto dirige nuestra atención al andamiaje normativo básico que regulan 
las interacciones sociales, y presenta de qué modo —desde las políticas públi-
cas— se puede trabajar por la sincronización de órdenes normativos y fomentar 
el diálogo entre iguales.  

 
Desigualdad social y bienestar material como base de la libertad personal 

 
Las debilidades históricas de los regímenes fiscales en América Latina no se re-
suelven con denuncias o compromisos retóricos, sino que demandan acciones de 
coordinación entre los países y un compromiso con miras al futuro; un compro-
miso difícil de emprender puesto que los beneficios solo se logran a largo plazo 
pero los costes políticos, en cambio, aparecen a corto plazo y faltan coaliciones 
con fuerza para emprender esos cambios. Los sistemas tributarios actuales favo-
recen la concentración de la riqueza, principalmente porque se apoyan en im-
puestos al consumo y no a las rentas; están orientados a los ingresos laborales 
antes que a las ganancias del capital; se carece de impuestos sobre bienes inmue-
bles, grandes fortunas y sucesiones, y existen tratos de favor y reducciones gene-
rosas en impuestos para compañías multinacionales. Sumado a ello, los Estados 
son débiles en capacidades de gestión para recaudar y exigir los impuestos, y elu-
den perseguir y penalizar a los incumplidores. Todo ello favorece no solo la eva-
sión y elusión fiscal, sino la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios a paraísos fiscales (CEPAL/Oxfam, 2016).  

Debe prestarse 
especial atención  
a las garantías de 
un mínimo de 
bienestar material,  
a los sentidos de 
pertenencia social,  
y a las normas y 
valores públicos
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La estructura tributaria deficiente (baja presión fiscal y poco progresiva) y la 
incapacidad recaudatoria (fragilidad, agujeros fiscales y corrupción) que impiden 
ingresar recursos al Estado y traducirlos en servicios públicos de calidad, destruye 
el contrato social entre el gobierno y el ciudadano. Así, no solo se limita la posi-
bilidad de reducir las brechas, sino que se empeora la sostenibilidad financiera 
de los países. Para cambiar el rumbo hace falta priorizar los impuestos directos 
sobre los niveles más altos de ingresos, riqueza, propiedad y rendimientos de ca-
pital. Asimismo, es preciso aliviar la carga tributaria de los sectores económicos 
y sociales más vulnerables, con particular énfasis en la agricultura familiar y cam-
pesina, las pequeñas empresas y microempresas, y las mujeres emprendedoras. 
También es urgente detener la ingente pérdida de ingresos fiscales a causa de la 
evasión fiscal, combatir la opacidad de los mercados financieros, excluir de la 
contratación pública a empresas que se radiquen en paraísos fiscales y fortalecer 
los mecanismos de intercambio de información fiscal entre administraciones tri-
butarias, apostando por la automatización (Ruiz, 2020). 

En paralelo, y como mecanismo de reducción de las desigualdades socioeconó-
micas, también hay que universalizar herramientas sociales concretas ya existentes 
—como las políticas de transferencia social condicionada—; e institucionalizar ins-
trumentos de emergencia que nacieron para enfrentar la pandemia COVID-19. Se 
trata de aprovechar el clima de apoyo sociopolítico a la expansión del Estado tras la 
pandemia y pensar las reformas como semillas que abonan el camino para políticas 
sociales más inclusivas, capaces no solo de atender situaciones de necesidad y ur-
gencia, sino de disminuir brechas, y que no solo incluyan a los más vulnerables o a 
quienes no tienen empleo, sino a la clase media y a los que tienen empleos precarios 
o mal pagados (Martínez Franzoni y Sánchez Ancochea, 2022).  

Por último, pero no menos importante, si consideramos los déficits de cobertura 
de las políticas sociales, la exclusión de grupos y colectivos sociales, y el carácter re-
sidual y estigmatizado de las políticas asistenciales, otra opción es promover la renta 
básica o ingreso ciudadano. Los efectos de la renta básica van más allá de lo material 
y son también simbólicos, pues actúa como un reconocimiento al derecho a la exis-
tencia y de la utilidad social de todas las actividades (productivas y reproductivas). 
En cuanto política predistributiva, la renta básica actúa preventivamente y evita 
daños irreparables como los derivados del hambre, la estigmatización social (en tanto 
es universal) y la trampa de la pobreza (en tanto es incondicional). Por estas razones 
se convierte no solo en una apuesta para garantizar un mínimo de bienestar material, 
sino en un proyecto de emancipación social y de responsabilidad ética capaz de sos-
tener la solidaridad y la convivencia. El desafío es extender el consenso social y polí-
tico sobre coberturas universales básicas para poblaciones que están fuera del 
mercado (menores y mayores) e incluir a quienes tienen edad para ofrecer su fuerza 
de trabajo en el mercado. Se trata de disputar el trabajo como eje de inclusión social 
y base del bienestar (Rodríguez, 2024). 

 
Sentidos de pertenencia e imaginarios colectivos 

 
En relación al segundo punto, el deseo de pertenecer a un grupo social se orienta 
—en términos abstractos— al reconocimiento como necesidad vital humana, y —en 
términos más concretos—, a comprender cómo el diseño de políticas construye 
imaginarios e identidad colectiva.  

Las percepciones 
sociales no son 
meras reacciones a 
hechos objetivos; 
también se forman 
por cómo se 
experimentan y 
significan las 
interacciones
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El reconocimiento supone combatir el menosprecio por las características 
distintivas de los sujetos, o por las que se les adjudican, y contiene un núcleo nor-
mativo orientado a: luchar contra el sufrimiento y descontento, promover el res-
peto, remediar la injusticia social y permitir que los individuos se puedan afirmar 
intersubjetivamente y ganar visibilidad pública. El reconocimiento está conec-
tado con los sentimientos socio-morales en una sociedad determinada y con el 
derecho como garante de la autonomía individual, pero también con la expresión 
de significantes. La estima social que supone el reconocimiento no es algo que se 
pueda exigir, sino que debe nacer de forma voluntaria. Sin reconocimiento es im-
posible que exista un deseo de ser parte de un colectivo y se experimente una res-
ponsabilidad hacia otras personas, y la cohesión social resulta muy improbable 
(Fraser y Honneth, 2018).  

En línea con lo anterior, es clave que las políticas públicas cultiven escenarios 
y promuevan normativas que favorezcan el reconocimiento, el desarrollo de ima-
ginarios sociales y el desarrollo de memorias colectivas. El discurso de los actores 
y líderes políticos, la arquitectura institucional de los regímenes de bienestar y 
las herramientas que se utilizan en las políticas públicas comunican nociones, 
transmiten valores e instalan puntos de vista sobre lo social que permiten a los 
sujetos hacerse una idea de quiénes somos “nosotros” y quiénes son “los otros”. 
Las percepciones sociales no son meras reacciones a hechos objetivos; también 
se forman por cómo se experimentan y significan las interacciones. Por ello, los 
enmarques, metáforas y valores a los que se apela en los discursos públicos —y 
que sustentan las políticas públicas en su diseño y formulación— son performa-
tivos de la realidad social.  

Asimismo, las herramientas que utilizan las políticas públicas son también 
relevantes. Las políticas de bienestar universalistas son más favorables al desa-
rrollo de la confianza sobre la que se asienta la cohesión social, en tanto el acceso 
no focalizado a servicios públicos evidencia las interdependencias sociales y fa-
vorece que los sujetos desarrollen un sentido de ownership of the state. Por el con-
trario, las políticas mercantilizadoras y focalizadas transmiten el mensaje de que 
cada quien es responsable de su destino y, por tanto, estigmatizan. Lo problemá-
tico, al igual que sucede con los cambios en sistemas tributarios, es la falta de 
apoyo social a las políticas universales. Mientras las clases bajas saben que, bajo 
regímenes de bienestar excluyentes, la mayor parte de las prestaciones sociales 
van a los asalariados formales, las clases medias prefieren la huida de lo público 
y consideran que las prestaciones sociales son un coladero de corruptelas, y las 
clases altas son conscientes de la incapacidad del Estado para recaudar recursos 
e implementar políticas, y por ello no desean aportar recursos a fondo perdido 
(Güemes, 2017 y 2021). 

Conscientes de lo anterior, un asunto que suscita mayor consenso y apoyo 
social —por su tangibilidad y concreción— es la inversión pública en espacios e 
infraestructura pública. En los parques, las aceras, el transporte público, las bi-
bliotecas, los centros culturales o los polideportivos, las personas buscan satisfa-
cer necesidades o deseos muy diversos y, de manera inadvertida, se hacen 
co-presentes, visibles e identificables con otras personas. El “rostro” del “otro” 
nos hace una demanda ética, nos revela su precariedad y vulnerabilidad más allá 
de sus palabras o exigencias verbales. Como escenarios de socialización informal, 
los espacios públicos pueden ser una apuesta política para construir de forma in-
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directa reconocimiento y sentidos de compromiso colectivo. Por ende, pueden 
favorecer la cohesión social, e impulsar el compromiso moral y el apoyo a políticas 
universalistas. Ahora bien, la empatía y el sentido de comunidad tienen más pro-
babilidades de ocurrir cuando estos espacios sirven para los fines a los que acuden 
quienes los viven (por ejemplo: el transporte público para desplazarse de modo 
eficiente, seguro y ágil por la ciudad), y cuando se perciben como seguros y agra-
dables. En este sentido, la inversión pública que garantice calidad de los espacios, 
la mixtura social y los usos de tales espacios es tan importante como la existencia 
de mecanismos eficientes y justos de resolución de conflictos en los mismos 
(Güemes, 2024). 

 
Institucionalidad para la cohesión social 

 
Por último, pero no menos importante, hace falta un sistema normativo que re-
gule la convivencia social de modo justo y transparente y que goce de consenso y 
aceptación para que la cohesión social sea posible. Si conviven diferentes órdenes 
normativos (jurídico, moral y social) es difícil identificar cuál es el que en cada 
caso regula las interacciones. Y si la norma solo se aplica en algunos casos y el in-
cumplimiento es generalizado y tolerado, o si se percibe que es una imposición 
que reproduce o mantiene intactas estructuras de poder, no puede esperarse que 
los individuos y grupos sientan deseo de formar parte de una comunidad moral 
con responsabilidades compartidas (Güemes y Wences, 2021).  

TABLA 1. Cohesión social y políticas públicas 

Dimensiones  
de la cohesión social

Objetivos políticos Políticas públicas

Equidad y bienestar 
material

Reducción de brechas y 
desigualdades

Nuevo pacto fiscal 
 
Extensión y 
universalización de 
políticas sociales  
 
Renta básica

Imaginarios sociales y 
sentidos de pertenencia 
colectiva 

Construcción de 
solidaridades y 
responsabilidades para  
con los otros

Políticas de bienestar con 
retóricas inclusivas y 
vocación universalista 
 
Promoción de los espacios 
públicos de socialización 
informal

Mecanismos normativos 
justos que ofrezcan 
oportunidades de 
integración

Sincronización de órdenes 
normativos 
 
Democratización 
institucional

Reformas en la 
organización del poder 
 
Promoción de espacios de 
diálogo y debate colectivo 
que incluya a minorías

 
Fuente: Elaboración propia.
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No se trata solo de incrementar el repertorio de derechos, sino de sincronizar 
los órdenes normativos y modificar los mecanismos de poder. Más allá de engro-
sar la sección sustancial de las constituciones (derechos fundamentales), debe 
actuarse en la sección de organización del poder, “la sala de máquinas” de las 
constituciones. Se trata de generar nuevos espacios de construcción de acuerdos 
que incluyan conversaciones inclusivas y horizontales, y el autogobierno colec-
tivo. Concretamente, se trata de potenciar foros de debate, asambleas ciudada-
nas, minipúblicos, lugares de encuentro que activen la virtud cívica y vuelvan a 
vincular la justicia con procesos de conversación colectiva, institucionalizando 
procesos de discusión y decisión pública donde se garantice el acceso de grupos 
minoritarios. Las actitudes, disposiciones morales y motivaciones personales son 
también producto del sistema institucional prevaleciente y, por ello, el derecho 
debe favorecer la cooperación, la expresión de ideas y sentimientos y el debate 
como el reconocimiento e inclusión social (Gargarella, 2023).  

En la tabla 1 se sintetizan y esquematizan las principales dimensiones de la 
cohesión social, las interpelaciones políticas y de acción que hacen, y las poten-
ciales respuestas desde las políticas públicas que se pueden ofrecer. 

 
 

Conclusiones 
 

Aunque parece un asunto trillado, volver a poner sobre la mesa la cohesión social tiene 
mucho sentido en estos tiempos. Para empezar, porque el sentimiento de ahogo que 
genera la falta de alternativas políticas al neoliberalismo y la ausencia de relatos eman-
cipadores tras la crisis de la socialdemocracia reclama con urgencia que el pesimismo 
de la razón se complemente con el optimismo de la voluntad, y se diseñen relatos crí-
ticos con las realidades que existen pero también capaces de proponer estrategias para 
construir futuros deseables. Para seguir, y en términos más coyunturales, la expansión 
y triunfo electoral de las nuevas derechas da un giro de guion inesperado y el terror a 
retroceder democráticamente, perder bienestar y acrecentar brechas socioeconómi-
cas y emocionales dentro de nuestras comunidades políticas se vuelve real.  

Vivir en común consiste en una constante renegociación de sentidos por parte 
de los nuevos agentes y de los que no quedaron satisfechos con acuerdos previos. Por 
ello, en tiempos de frustración y desaliento —y de propuestas que en pos de la segu-
ridad de unos pocos resultan regresivas—, toca hacer pedagogía y explicar la impor-
tancia social, política y económica de la redistribución de la riqueza, de la cohesión 
social y del papel del Estado como constructor de la solidaridad social.  

Existen experiencias históricas donde, a pesar de la miseria y la desigualdad, 
las comunidades se mantuvieron cohesionadas, pero son casos excepcionales de-
rivados de una guerra o una catástrofe climática donde la cohesión dura poco. Sin 
una base de bienestar material, de equidad e igualdad de oportunidades, no se 
puede pensar ni en la autonomía personal ni en la cohesión social. En sentido si-
milar, el reconocimiento de los individuos y grupos que conforman una comuni-
dad es fundamental para la cohesión social. No se trata solo de una ambición moral 
abstracta de aprecio, sino de una realidad práctica que permite la conformación de 
identidades individuales y colectivas, y asegura la integración en sociedades com-
plejas. Complementariamente, las políticas públicas que transformen las institu-
ciones y normativas en pos de estimular el diálogo social también son clave para 

Se trata de potenciar 
foros de debate  
y encuentro que 
activen la virtud 
cívica y vinculen  
la justicia con  
la conversación 
colectiva, 
institucionalizando 
procesos de 
discusión y decisión 
pública 
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la cohesión social en tanto habilitan el encuentro, visibilizan conflictos y desa-
rrollan compromisos mutuos. 

Nada de lo anterior es sencillo, pero son vías que nos permiten accionar el 
deseo. La cohesión social es aquello que se anhela cuando no existe o se debilita. No 
se puede impulsar de forma lineal y directa ni aumentar a voluntad, pero las políticas 
públicas tienen mucho que ver con su formación, reproducción, debilitamiento y ex-
tinción. Reivindicar al Estado y a las políticas públicas en la promoción de la cohesión 
social es una guía realista desde la que construir futuros más justos.  
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E ste capítulo revisa el estado actual de la migración en América Latina. 
Plantea un doble abordaje: el primero explora cuáles son los aspectos ne-
gativos que se vinculan a la migración en la región, tales como la opinión 

de los ciudadanos de los países de acogida sobre la relación entre migración e in-
seguridad, la instrumentalización de la inmigración en el discurso de los líderes 
y candidatos políticos, así como el rol de los medios de comunicación en la cons-
trucción de estereotipos de las personas migrantes. El segundo, revisa las opor-
tunidades que plantea la migración: el aporte al PIB de los países de acogida, el 
fomento a la interculturalidad y su rol como agentes de desarrollo. Finalmente, 
se recogen algunas propuestas para su abordaje.  
 
 
Migración en América Latina y el Caribe: percepciones  
ciudadanas que preocupan 

 
En la actualidad existe sobrada evidencia del cambio de los patrones migratorios 
en la región, en lo que ha incidido considerablemente la migración venezolana 
de los últimos años, cuyas características principales son: su volumen y su asen-
tamiento mayoritario en países de la región1. Pero no solamente, ya que también 
son relevantes otros flujos intrarregionales como es el caso del Caribe, subregión 
que asimismo experimenta un crecimiento significativo de sus flujos intra y ex-
trarregionales, siendo Haití el caso más representativo.  

Estos flujos migratorios forman parte del circuito “Sur-Sur” (Barahona, Gon-
zález y Veres, 2022), en los que las sociedades de origen y de acogida comparten 
no solo aspectos culturales e históricos, sino también problemas estructurales de 
base, como la desigualdad o la pobreza, y varios de ellos cumplen el doble rol de 
expulsores y receptores de personas en movilidad. La tabla 1 muestra el total de 
migrantes en varios de los países de la región según datos de la Organización In-
ternacional para las Migraciones (OIM). Como se observa, Chile, Costa Rica, Pa-

 1  Según datos de ACNUR (2024), alrededor de 6,5 millones de venezolanos han sido acogidos por países 
de América Latina y el Caribe, de un total de 7,7 millones de migrantes. Dato disponible en: 
https://www.acnur.org/es-es/emergencias/situacion-de-venezuela.
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namá y República Dominicana evidencian los porcentajes más representativos con 
relación a sus poblaciones de todo el conjunto; pero Argentina, Chile y Colombia re-
gistran totales que superan un millón y medio personas migrantes en cada caso.  

 
TABLA 1. Total de migrantes en algunos países de América Latina 

 
Fuente: elaboración propia con datos de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM, 2024). 

 
En la edición 2022-2023 del Informe Anual de la Fundación Carolina, Leiza Brumat 
(2023) advertía que desde 2021 eran claras tres tendencias en el área de la movilidad 
humana en la región: la (re)visibilización de la agenda de movilidad humana, la per-
sistencia del enfoque de “derechos + control” en las políticas migratorias, y la bús-
queda de políticas a escala regional, aunque esta última tendencia tiene menos fuerza 
a la fecha de este escrito2. 

Si bien, esas tendencias se sitúan en el plano estatal y gubernamental, vale 
la pena añadir una más: el creciente rechazo de las sociedades de acogida a la in-
migración. Preocupa, especialmente, la exacerbación de emociones negativas de 
los ciudadanos de los países receptores sobre los inmigrantes, y el registro de 
casos enmarcados en la xenofobia. Es así como, las últimas ediciones del Latino-

2  Este trabajo se concluyó el 21 de noviembre de 2024.

Preocupa la 
exacerbación de 
emociones negativas 
de los ciudadanos 
de los países 
receptores de 
inmigrantes, y el 
registro de casos 
enmarcados en la 
xenofobia 

País Total de migrantes Porcentaje de la población

Argentina 2.281.728 5,00%

Bolivia 164.121 1,40%

Brasil 1.079.708 0,50%

Chile 1.645.015 8,60%

Colombia 1.905.393 3,70%

Costa Rica 520.729 10,20%

Ecuador 784.787 4,40%

El Salvador 42.767 0,70%

Guatemala 84.311 0,50%

Honduras 39.195 0,40%

México 1.197.624 0,90%

Nicaragua 42.167 0,60%

Panamá 313.165 7,30%

Paraguay 169.567 2,40%

Perú 1.224.519 3,70%

República Dominicana 603.794 5,60%

Uruguay 108.267 3,10%

Venezuela 1.324.193 4,70%
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barómetro, la Encuesta Mundial de Valores y el Barómetro de las Américas de-
muestran un cambio en las percepciones que se orientan a un rechazo generali-
zado de la inmigración. El Laboratorio de Percepción Ciudadana y Migración de 
la Unidad de Migración del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) realizó en 
2023 una sistematización y análisis de los resultados de tales informes, comple-
mentado con un estudio de redes sociales cuyo principal hallazgo vuelve a ser el 
aumento considerable del rechazo a la inmigración en la conversación cotidiana 
de los ciudadanos de los países receptores.  

Como muestra, la siguiente tabla refleja los resultados en clave comparada 
de la pregunta de si la llegada de inmigrantes perjudica o beneficia a los países 
de América Latina, de las ediciones Latinobarómetro de 2020 y 2023.  

 
TABLA 2. Percepciones sobre la llegada de inmigrantes 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: elaboración propia con datos del Latinobarómetro 2020 y 20233. 

3  Porcentajes obtenidos en la pregunta P42NC: Ahora le pediría que me dijera desde su punto de vista 
y el de su familia si cree Ud que la llegada de inmigrantes: lo beneficia; lo perjudica; ni lo beneficia ni lo 
perjudica. 

2020 2023

Lo  
beneficia

Lo 
perjudica

Ni lo 
perjudica  

ni lo beneficia

Lo 
beneficia

Lo  
perjudica

Ni lo 
perjudica  

ni lo beneficia

Argentina 8,30% 37,50% 54,20% 19,30% 42,20% 38,60%

Bolivia 11,10% 77,50% 11,40% 18,50% 73,90% 7,60%

Brasil 33,80% 45,10% 21,00% 30,40% 47,40% 22,20%

Chile 12,60% 39,00% 48,40% 14,10% 55,20% 30,70%

Colombia 10,00% 79,70% 10,40% 11,80% 81,20% 7,00%

Costa Rica 23,20% 51,30% 25,50% 21,10% 66,90% 12,00%

Rep. Dominicana 31,00% 54,90% 14,10% 25,40% 72,70% 1,90%

Ecuador 10,80% 79,10% 10,10% 8,10% 83,70% 8,20%

El Salvador 26,20% 56,10% 17,70% 38,20% 53,30% 8,60%

Guatemala 10,00% 78,60% 11,40% 19,20% 72,40% 8,30%

Honduras 27,10% 55,10% 17,80% 28,30% 59,50% 12,20%

México 14,30% 60,70% 25,00% 13,60% 51,40% 35,10%

Nicaragua 26,60% 50,90% 22,50% - - -

Panamá 17,50% 67,10% 15,40% 14,80% 76,50% 8,70%

Paraguay 24,40% 31,40% 44,20% 46,30% 41,20% 12,60%

Perú 11,40% 78,20% 10,40% 13,80% 81,30% 4,90%

Uruguay 29,50% 39,50% 31,00% 43,80% 35,30% 21,00%

Venezuela 32,10% 39,50% 28,40% 53,70% 34,60% 11,60%

Total 19,70% 56,70% 23,60% 24,50% 60,30% 15,20%
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Tal como se observa, entre los países que consideran a la inmigración como per-
judicial para 2023, se encuentran aquellos que al mismo tiempo reciben el mayor nú-
mero de personas migrantes, entre ellos: Perú, Colombia y Ecuador, con valores que 
superan el 80% en todos los casos. Son esos los países que a su vez evidencian un in-
cremento de la xenofobia y el rechazo a estas poblaciones. Por su parte, entre los prin-
cipales temores de estas sociedades de acogida se identifican: la competencia por el 
empleo y el aumento de los índices de criminalidad (BID, 2023).  

Una última cuestión que no se debe obviar es que, al tratarse de migraciones 
del circuito Sur-Sur, y ante el volumen ingente de personas que han ejercido la 
movilidad intrarregional en los últimos años, los países de acogida han visto re-
basadas sus capacidades para atender la inmigración. La realidad económica de 
estos países es también compleja, y en muchos casos no son capaces de satisfacer 
las necesidades y demandas de sus poblaciones. Esas razones, entre muchas 
otras, determinan en buena medida que los países carezcan de políticas públicas 
transversales e interseccionales para los migrantes y que, en consecuencia, recu-
rran a la implementación de medidas ad hoc vistas como soluciones inmediatas 
y funcionales, al margen de una institucionalidad y con efectos desiguales en la 
mayoría de los casos.  

 
 

Migración e inseguridad: ¿percepción o realidad? 
 

Una de las prácticas más recurrentes de la ciudadanía y algunos líderes políticos 
de la región en los últimos años es asociar la inmigración con la inseguridad, lle-
gando a fijar una correlación entre ambas. Estudios recientes hablan de crinmi-
gration (Penchaszadeh y García, 2018), que combina el discurso estatal (o 
gubernamental) y de los medios de comunicación para criminalizar al migrante 
con la condición de “chivo expiatorio”. Otras investigaciones analizan el plano de 
los actores políticos (Ramírez y Mila, 2022) y dan muestra de que, en algunos paí-
ses receptores, el rechazo a la inmigración es común a partes iguales en los sec-
tores sociales y políticos, indistintamente del espectro ideológico que se trate 
(Mila-Maldonado, 2023).  

Así, tanto para sectores de la izquierda como de la derecha ideológica lati-
noamericana, no existe un proyecto o modelo migratorio eficiente. Se trata más 
bien de propuestas inacabadas, muchas de ellas disfuncionales y excluyentes ca-
racterizadas en algunos casos por un claro giro antiinmigración y securitario. De 
hecho, autores como Acosta, Blouin y Feline (2019) hablan de un ad hocismo como 
modelo de gestión migratoria y como respuesta jurídica característica de nume-
rosos países de la región. Este tema, además, ha jugado papel doble: en el plano 
doméstico y en el de la política exterior de los países de la región. En el plano do-
méstico se ha observado cómo líderes políticos en campaña y electos han utili-
zado a la inmigración como issue principal. Destacan algunos ejemplos como la 
campaña electoral de 2021 en Ecuador, en la que se evidenció la instrumentali-
zación política de los migrantes con fines electorales4. En el segundo caso, según 

4  El 29 de marzo de 2021 “aparecieron unas imágenes de migrantes venezolanos (que en poco tiempo se 
viralizaron en redes sociales) en las cuales se enviaban mensajes a los ecuatorianos pidiendo ‘votar bien’ y 
haciendo alusión a su situación personal y familiar de migrantes sin recursos económicos que ‘perdieron 
todo’”. Se evidenciaron algunas características relevantes: la misma “escenografía” —alguna calle de la ciu-

Ni en sectores  
de izquierda ni de 
derecha existe un 
proyecto o modelo 
migratorio eficiente, 
sino propuestas 
inacabadas,  
muchas de ellas 
disfuncionales y 
excluyentes
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evidencian Acosta, Bloin y Feline (2019) y Ospina y Ramírez (2021), algunos go-
biernos conservadores de la región han promovido el uso de la inmigración como 
issue de sus agendas de política exterior, mediado por el rechazo al gobierno de 
Nicolás Maduro.  

Todo esto contribuye a reforzar la idea de que el endurecimiento de las polí-
ticas migratorias es necesario. Gobiernos latinoamericanos de distinta ideología 
han optado por aplicar medidas de expulsión o militarización de fronteras como res-
puesta a la inmigración. Particularmente, la militarización de las fronteras —como 
ya se observó durante la pandemia de COVID-19— aumentó los cruces ilegales y con-
tribuyó a que los migrantes eligieran rutas peligrosas como el paso del Darién (OIM, 
2022). Preocupa, además que los gobiernos promueven la idea de la legalidad —bajo 
la distinción de migrantes legales e ilegales—, dando fuerza a que la “ilegalidad” fo-
menta la inseguridad. El siguiente gráfico muestra las percepciones de 18 países lati-
noamericanos frente a la afirmación de que los inmigrantes causan un aumento 
del crimen.  

 
GRÁFICO 1. Percepciones sobre el aumento del crimen  

en los países de América Latina y el Caribe 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: elaboración propia con datos del Latinobarómetro 2020 y 20235 

dad—, hombres y mujeres migrantes portando carteles escritos con la misma tipografía y color que enuncia-
ban: “Por votar por el socialismo, estoy aquí pidiendo limosna. Vota bien”; “Ecuatoriano abre los ojos. Esto 
es lo que quieres para tu familia Yo te digo: Vota bien” (Ramírez y Mila-Maldonado, 2022: 228).
5  Los valores de la escala original fueron recodificados para facilitar el análisis (de menor a mayor in-
tensidad). Los valores de la pregunta original son los siguientes: P33N A-D. (MOSTRAR TARJETA 5) 
Ahora le voy a nombrar una serie de frases, dígame si está Ud. muy de acuerdo (1), de acuerdo (2), en 
desacuerdo (3) o muy en desacuerdo (4) con las siguientes afirmaciones.

Argentina 

Bolivia 

Brasil 

Chile 

Colombia 

Costa Rica 

Ecuador 

El Salvador 

Guatemala 

Honduras 

México 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

Rep. Dominicana 

Uruguay 

Venezuela 

Media reg.

0,50 1,00 1,50 2,00 2,50 3,00 3,50

2020 2023



ESTADO DE LA MIGRACIÓN EN AMÉRICA LATINA: PROPUESTAS PARA SU ABORDAJE ANDREA MILA-MALDONADO

90

Al comparar los últimos estudios del Latinobarómetro en sus ediciones de 
2020 y 2023, en 14 de los 17 países en los que se realizaron ambas ediciones6 hay 
una leve tendencia a la baja de las percepciones de que los inmigrantes causan 
un aumento del crimen. La tendencia es contraria en Chile, Colombia, Ecuador 
y Perú, reforzando lo ya observado en la Tabla 2. El caso de Chile destaca porque 
pasa de una media de 2,86 a 3,26, siendo el valor más alto del conjunto (escala 1 a 
4); y es que en este país también el discurso de los actores gubernamentales se 
ha ido transformado sustancialmente. En un estudio previo (Mila-Maldonado, 
2023) se advertía sobre cómo la resonancia negativa de los discursos guberna-
mentales que refuerzan la relación entre inmigración y seguridad, y las fronteras 
difusas que se pueden trazar frente las percepciones ciudadanas, pueden servir 
para avalar persecuciones como las que ocurrieran en Iquique en 2021, cuyo lema 
fue: “Chile para los chilenos”. O las persecuciones a migrantes venezolanos en 
Ibarra, Ecuador, en enero de 2019, hecho que combinó la xenofobia social con el 
discurso gubernamental de su primer mandatario, que disponía: “la conforma-
ción inmediata de brigadas para controlar la situación legal de los inmigrantes 
venezolanos en las calles, en los lugares de trabajo y en la frontera”, a la vez que 
daba su respaldo a las fuerzas de seguridad para llevarlo a cabo (Moreno, 2019).  

No se puede dejar de mencionar que el propio Plan de Acción para la Imple-
mentación de la Agenda 2030 (España) reconoce a la aporofobia como uno de los 
retos que genera incertidumbre, miedo y rechazo a las y los diferentes. Y es que 
también existe un rechazo al migrante por su condición económica, lo que los 
hace menos deseables, ya que la mayoría de aquellos cuyo estatus migratorio es 
“irregular” pertenecen a los estratos sociales más bajos de las sociedades de ori-
gen. Para Ramírez y Useche, en casos como Ecuador: “el rechazo y la discrimi-
nación no es al migrante por ser extranjero, sino al migrante por estar una 
condición de precariedad” (Ramírez y Useche, 2020: 22).  

Para contrastar la idea de que existe una correlación entre migración e inse-
guridad con el uso de evidencia empírica, en 2020 el Migration Policy Institute 
(MPI) realizó un estudio que analizaba los datos de crimen desagregados por na-
cionalidad de Colombia, Perú y Chile, y comprobaba que “los inmigrantes en 
América Latina no son los principales factores potenciales del crimen, y, de 
hecho, en muchos contextos tienen menos probabilidades de cometer delitos que 
la población nativa” (Bahar, Dooley y Selee, 2020). Ese mismo documento refle-
xiona sobre la ausencia de estudios que analizan esta relación, y concluye afir-
mando que: “es probable que centrarse en los inmigrantes como fuente de 
delincuencia desvíe la atención de los muchos desafíos reales de seguridad que 
enfrentan los países de América Latina” (Bahar, Dooley y Selee, 2020: 23).  

De esta forma, es factible afirmar que las percepciones “se pueden contrastar 
con los bajos porcentajes de personas extranjeras en las cárceles nacionales de 
los países latinoamericanos, y los bajos niveles de incidencia reales en la crimi-
nalidad” (Giuliani y Albertazzi, 2024). Así, la evidencia empírica demuestra que 
la relación entre migración y seguridad puede ser más bien parte de las percep-
ciones, y no de la realidad.  

 

6  En Nicaragua no se realizó la edición de 2023.
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Rol de los medios de comunicación en la formación  
de estereotipos de las personas migrantes 

 
Como se ha señalado, el rol que ejercen los medios de comunicación ayuda a de-
terminar las percepciones de los ciudadanos sobre la inmigración. Preocupa que, 
en países como Perú, la “representación” que se ha construido sobre los inmi-
grantes en los medios de comunicación —particularmente de los venezolanos— 
es que estos amenazan no solo la seguridad, sino también la identidad de la co-
munidad que los recibe. Ello se comprueba en un estudio llevado a cabo por el 
Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Ca-
tólica del Perú, que analiza los discursos de los medios de comunicación y el rol 
que han cumplido en la conformación de estereotipos y actitudes de la población 
peruana. De esta forma: “en cuatro de cinco notas o reportajes en las que un lector 
o televidente en el Perú lee o escucha de una persona venezolana, es porque se la 
relaciona con un tema de delincuencia, y muchas veces violenta” (PUCP, 2024: 
97). Otros estudios en la misma línea demuestran el trato de los migrantes por 
parte de los medios de comunicación como “productores de amenazas” (cultura 
delictiva) y como un riesgo en el aspecto económico y cultural (Menéndez, 2022). 
Estos estigmas se identifican como un problema que dificulta la inserción social 
de los migrantes.  

Ello se enmarca en lo mencionado sobre la crinmigration (Penchaszadeh y 
García, 2018). Estos estigmas tienen la capacidad de exacerbar distintos miedos 
en las sociedades receptivas: miedo a la competencia por recursos económicos, 
miedo a la inseguridad física y miedo a la pérdida de identidad (Menéndez, 2022). 
Además, fomentan la xenofobia, a la vez que refuerzan las percepciones que res-
paldan las medidas represivas por parte de los tomadores de decisión.  

Lo paradójico es que los medios de comunicación podrían contribuir positi-
vamente a la inserción y percepción de los migrantes. Así lo plantea un estudio 
realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en 2023, que no solo 
incluye las percepciones de los inmigrantes; también incorpora algunos experi-
mentos que, a modo de “intervenciones”, demuestran que las actitudes y opinio-
nes xenófobas pueden ser modificadas. Dichas intervenciones incluyen dos 
aspectos fundamentales: la información —donde los medios juegan un rol deter-
minante— y el fomento de la interacción entre los migrantes y las personas de las 
sociedades de acogida. Por medio de estas intervenciones enfocadas en proveer 
información, se determinó una mayor prosocialidad hacia las personas migrantes 
y que, solo por la forma en la que se muestran videos (ejemplo, bajo un enfoque 
emotivo), se puede “influir y modificar las percepciones y actitudes de la pobla-
ción local respecto de la migración” (BID, 2023: 24). 

 
 

Aporte de la inmigración al PIB de los países de acogida 
 
Es importante destacar el rol que cumplen los migrantes en su aporte al PIB de 
los países de acogida. Según estimaciones del Fondo Monetario Internacional 
(FMI) (2022), la migración de venezolanos “puede incrementar el PIB real de 
Perú, Colombia, Ecuador y Chile entre 2,5 y 4,5 puntos porcentuales para 2030” 
(Arena, Fernández, Guajardo y Yépez, 2022). También la CEPAL publicó en 2022 
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un informe que recoge cuatro estudios de caso sobre las contribuciones de la mi-
gración al desarrollo sostenible en Chile, Costa Rica, México y Perú. El estudio con-
cluye, entre otras cosas, que un alto porcentaje de la población migrante posee una 
alta cualificación profesional. Además, demuestra que la migración ralentiza la tasa 
de envejecimiento y revitaliza la natalidad. Destaca, por ejemplo, que en Chile el 
13,4% del crecimiento del PIB es aportado por la fuerza de trabajo migrante.  

El Banco Mundial, por su parte, realizó otro estudio en 2024 en el que analizó 
cómo la inmigración puede beneficiar a Chile, e identificó tres aspectos princi-
pales en los que pueden impactar positivamente. El primero es en cuanto al bono 
demográfico, especialmente porque el 40% de los migrantes tiene entre 20 y 34 
años, y participan muy activamente en el mercado laboral (alrededor del 80,8%). 
Asimismo, poseen altos niveles de educación, y además experiencia en profesio-
nes de áreas en las que ese país es deficitario. Segundo, el impacto macroeconó-
mico, ya que solo la migración venezolana contribuyó en 0,2 puntos porcentuales 
al crecimiento del PIB entre 2017 y 2023. Finalmente, la inmigración contribuye 
con la reducción del déficit fiscal, aunque paradójicamente pagan más impuestos 
de lo que reciben en servicios sociales.  

Del mismo modo, según datos de la OIM, existe evidencia empírica de cinco 
aspectos en los que los inmigrantes inciden positivamente en las sociedades de 
acogida: como trabajadores, como emprendedores e inversionistas, como consu-
midores, como contribuyentes y como ahorradores (Escobar, 2023).  

 
 

Migrantes como actores para el desarrollo 
 

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible hace referencia a la migración in-
ternacional como “una realidad pluridimensional de gran pertinencia para el de-
sarrollo de los países de origen, tránsito y destino que exige respuestas coherentes 
e integrales”. Esta Agenda reconoce “la contribución de los migrantes al creci-
miento inclusivo y al desarrollo sostenible”. Específicamente, en el Objetivo 10. 
Reducción de las desigualdades, meta 10.7, busca: “Facilitar la migración y la mo-
vilidad ordenadas, seguras, regulares y responsables de las personas, incluso me-
diante la aplicación de políticas migratorias planificadas y bien gestionadas”.  

Como señalan (Nyberg, Van Hear y Engberg-Pedersen, 2006), la migración 
y el desarrollo han sido analizados como espacios de política separados. Y es que, 
cuando se habla de desarrollo y migración, saltan al menos tres cuestiones a con-
siderar. Primero, el dinero que envían los migrantes a sus países de origen puede 
llegar a duplicar la ayuda internacional y su llegada es más directa que otras fuen-
tes. Segundo, algunas de las dinámicas transnacionales que fijan las diásporas 
generan dinámicas que afectan a la cooperación internacional para el desarrollo, 
tales como inversiones, intercambio cultural y político, entre otros. Y tercero, los 
gobiernos de origen de las migraciones pueden impulsar el reconocimiento de 
derechos y protección de las personas emigradas.  

De acuerdo a lo señalado, un eje que debe abordarse es el que se refiere a las 
remesas. Según estimaciones del Banco Mundial, para 2022 las remesas repre-
sentaron el 18% a nivel mundial, logrando resistir al contexto de la COVID-19 
(Cecchini y Martínez, 2023). Esta tendencia de crecimiento se mantiene en la ac-
tualidad. Las remesas tienen una función importante, que es servir de alivio para 

Los inmigrantes 
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y como ahorradores
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la pobreza en los países de origen, y dado que “fluyen de persona a persona, pue-
den tener un impacto más directo que otros flujos de recursos” (Nyberg, Van Hear 
y Engberg-Pedersen, 2006: 112). Por todo ello, los emigrantes pueden ser vistos 
como agentes de desarrollo en sus países de origen con capacidad de agencia. 
Para Cecchini y Martínez: “mediante el trabajo, el empredurismo, las remesas y 
los aportes tributarios, así como su cultura, las personas migrantes contribuyen 
al desarrollo sostenible” (Cecchini y Martínez, 2023: 233).  

No obstante, este vínculo entre la migración y el desarrollo también encuen-
tra rechazos y críticas, ya que la emigración calificada también tiene un efecto 
negativo en los países de origen, porque se percibe como “pérdida” (Lozano y 
Gandini, 2011). Particularmente, en lo que se refiere a las remesas, una de las crí-
ticas más recurrentes es que han estado sobredimensionadas, ya que llegan como 
pequeños aportes o transferencias que ayudan a paliar algunas necesidades de 
los familiares en los países de acogida, pero no tienen alcance para tener efectos 
en la política económica. Asimismo, se observan como un elemento que perpetúa 
y profundiza la dependencia Norte y Sur, a la vez que reproducen desigualdades 
y precariedad, y este discurso puede tener un contenido ideológico que denote 
“sesgo” (Herrera, 2014). 

Finalmente, la migración también fomenta el intercambio cultural, contri-
buyendo a la existencia de sociedades más diversas e incluyentes. Por eso es tan 
importante su integración social y económica, con políticas efectivas de integra-
ción, inclusión y acogida. Así, el empleo, el acceso a la educación, el conocimiento 
del idioma, la historia política e institucional de la sociedad de acogida, el respeto 
a otras prácticas culturales y religiosas, el acceso a las instituciones, la garantía 
de los servicios básicos públicos y privados sin discriminación, y la interacción 
frecuente mediante foros y diálogos que incluyan la participación de los migran-
tes en el diseño de políticas de integración, son aspectos a tener en consideración 
(Pinyol-Jiménez, 2023). Según afirma la Estrategia institucional de la OIM sobre 
migración y desarrollo sostenible: “la migración bien gestionada puede ser tanto 
una estrategia de desarrollo como un resultado de desarrollo” (OIM, 2020). 

 
 

Acuerdos regionales e internacionales de movilidad humana 
 

América Latina y sus subregiones poseen varios acuerdos que facilitan a la mi-
gración intrarregional. En el Caribe son reseñables el Mercado y Economía Únicos 
de la Comunidad del Caribe (CSME), que incluye estancias profesionales sin visado, 
y la Unión Económica de Organización de Estados del Caribe Oriental (ECEU). En 
Centroamérica, destaca el Acuerdo Centroamericano de Libre Movilidad CA-4, que 
permite residencias temporales en países vecinos. Finalmente, América del Sur posee 
el Acuerdo sobre residencia para nacionales de los Estados Parte del Mercosur, que 
regula y facilita el acceso de los migrantes a los países miembros, así como el Estatuto 
Migratorio Andino (Disposición Nº 878) (Selee et al., 2023). 

Existen también espacios regionales de diálogo migratorio como la Confe-
rencia Suramericana sobre Migraciones (CSM), el Plan Suramericano de Desa-
rrollo Humano de las Migraciones (PSDHM) aprobado en 2010, o la Declaración 
de Buenos Aires de 2013. Por otra parte, el Alto Comisionado para los Refugiados 
(ACNUR) es el encargado de la dirección, junto con la OIM, de la Plataforma Re-
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gional de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes de Venezuela 
(R4V), dedicada a la coordinación de la migración venezolana en la región, mien-
tras que el Marco Integral para la Protección y Soluciones (MIRS) sirve de coor-
dinación para que Belice, México, Honduras y Guatemala trabajen en el abordaje 
común del desplazamiento forzado.  

Asimismo, son relevantes otras iniciativas globales como el Pacto Mundial 
para una Migración Segura, Ordenada y Regular (A/RES/73/195) de 2015, y algu-
nas hemisféricas como la Declaración sobre Migración y Protección de Los Án-
geles, suscrita en 2022, que pone el acento en la creación de vías regulares y el 
planteamiento común de esta temática.  

 
 

Propuestas para su abordaje 
 

A continuación, se recogen los aportes de tres documentos que incluyen reco-
mendaciones para el abordaje de la migración en la región. El primero de ellos, 
elaborado por la CEPAL, se titula Sobre las contribuciones de la migración al desarrollo 
sostenible, y de él se rescatarán seis propuestas. Del mismo modo, el BM elaboró el 
documento ¿Puede la migración beneficiar a Chile? Desafíos y oportunidades, y aunque 
su alcance contempla el caso de Chile, las propuestas pueden extrapolarse al resto 
de la región. Finalmente se incluye la Estrategia institucional de la OIM sobre migra-
ción y desarrollo sostenible, que sostiene que la migración puede contribuir al logro 
de resultados positivos en materias de desarrollo en distintos niveles. 

CEPAL BM OIM

 
1. Una gobernanza generada a partir 
de la multiplicidad de actores. 
 
2. Legislación que facilite 
la regularización y contribución de la 
migración. 
 
3. Soluciones regionales para un 
desafío regional.  
 
4. Acción frente al cambio climático.  
 
5. Reconocimiento de las 
contribuciones para desestigmatizar la 
migración. 
 
6. Un nuevo relato en el discurso 
público y los medios de comunicación.

 
1. Institucionalidad para la gestión 
migratoria. 
 
2. Políticas transversales de valor 
estratégico. 
 
3. Atención en los territorios, para 
promover la convivencia y la inclusión 
económica y social. 
 
4. Apoyo complementario  
a la población receptora. 
 
5. Atención complementaria a los 
grupos de población migrante más 
vulnerables. 
 
6. Políticas de movilización, 
aprovechamiento de la cooperación 
internacional y dinámicas de acción 
colectiva.

 
1. A nivel individual o micro: puede 
reducir la pobreza de los migrantes y 
sus familias; propiciar el aumento de 
ingresos, consumos; y acceso a 
mejores servicios. 
 
2. A nivel local o meso en el país de 
origen: mediante remesas, 
inversiones, comercio e intercambio de 
conocimientos. Esto incluye a la 
migración de retorno. 
 
3. A nivel local o meso en el país de 
tránsito: aumento de consumo, la 
actividad económica, innovación y 
contacto cultural. 
 
4. A nivel institucional o macro en los 
países de destino, tránsito y de origen: 
mitiga el declive demográfico en 
países con población envejecida; 
beneficios fiscales positivos; 
productividad laboral; y recuperación 
posterior a conflictos. 

TABLA 3. Propuestas para el abordaje de la migración en América Latina 

Fuente: elaboración propia con insumos CEPAL (2022), BM (2024) y OIM (2020).
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Según reseñan estos informes, es necesario el trabajo articulado y coopera-
tivo entre países de origen, de tránsito y de destino migratorio en América Latina. 
En este sentido, es imperativo impulsar la coordinación multinivel y multiactor, 
e incluir en ese diálogo a las organizaciones sociales y al sector privado. Adicio-
nalmente, se debe incorporar a la migración como un eje prioritario dentro de los 
esquemas de integración regional como la CELAC, con iniciativas de carácter 
vinculante y estandarizadas. Asimismo, no cabe descuidar las políticas públicas 
para la migración de retorno, ya que, como se ha señalado, muchos países de la 
región son al mismo tiempo receptores y expulsores de personas migrantes. 

No menos importante es despolitizar la agenda migratoria y promover el in-
tercambio de buenas prácticas, muchas de ellas hoy consideradas ad hoc, que 
por su efectividad podrían formar parte de prácticas regionales estandarizadas. 
Es asimismo relevante reconocer que las agendas migratorias deben incluir 
transversalmente la perspectiva de género desde un enfoque interseccional, ya 
que, como señala otro estudio realizado por el Laboratorio de Percepción Ciu-
dadana y Migración del BID (2024), las mujeres migrantes “experimentan desa-
fíos únicos, distintos a los de los hombres migrantes y las mujeres locales, al 
afrontar múltiples formas de discriminación basadas en su género, origen na-
cional, estatus migratorio y otras identidades interrelacionadas” (Luzes, Pila-
towsky y Ruiz, 2024). Según recogen los resultados de este estudio: las mujeres 
migrantes son más vulnerables y enfrentan condiciones de violencia en tránsito 
y destino; más de un tercio de las mujeres migrantes se han sentido discrimina-
das en su espacio de trabajo, dos de cada diez mujeres han sido discriminadas 
en los países de destino y muchas de ellas han sido víctimas de hipersexualiza-
ción por su aspecto físico.  

Es necesario el cuidado de los discursos y narrativas de los líderes políticos 
en torno a la migración —y particularmente la inmigración—, e incluir en las 
agendas el abordaje de la trata y el tráfico de personas migrantes; esto último 
requiere de una colaboración interestatal y una mirada regional. Adicional-
mente, es necesario promover el encuentro entre nacionales e inmigrantes para 
contribuir con la integración, la inclusión y la acogida. Finalmente, es menester 
socializar los aportes de los migrantes en las sociedades de acogida. La CEPAL 
incluye la figura de personas que funcionen como “embajadores” para sociali-
zar las experiencias exitosas con migrantes. Del mismo modo, es asimismo ne-
cesaria la reeducación de los medios para que sean agentes críticos en la 
transmisión de información.  

 
 

A modo de cierre  
 

La migración venezolana es la más representativa en cuanto a número. Por ello 
es importante tener en cuenta el panorama político de ese país que se vislumbra 
complejo, especialmente a partir de 2025. Y esto se afirma porque —como se ha 
observado—, este tema ha sido medular para los gobiernos de la región en sus di-
mensiones doméstica e internacional. Muchos de ellos han tenido la responsabilidad 
de gestionar la inédita migración de venezolanos en sus países, y se ha puesto de ma-
nifiesto la carencia de políticas públicas efectivas. Los posicionamientos en torno al 
gobierno que se instale a partir del 10 de enero de 2025 en Venezuela pueden incidir 

Es necesario un 
trabajo articulado  
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intercambio de 
buenas prácticas
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considerablemente en las relaciones políticas, económicas y diplomáticas y, en con-
secuencia, ante la posibilidad de una nueva ola migratoria intrarregional de per-
sonas venezolanas.  
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Introducción  
 

El escenario de seguridad internacional se ha visto convulsionado recientemente 
a causa del retorno de guerras tradicionales, como las de Rusia y Ucrania, y de la 
agudización de conflictos armados no tradicionales como el que protagoniza el 
Estado de Israel en los territorios del Líbano y la Franja de Gaza, a fin de atacar a 
Hezbollah y a Hamas, respectivamente. Sin embargo, América Latina sigue es-
tando exenta de este tipo de conflictos, consolidándose como una “Zona de Paz”. 
Es decir, una zona sin guerras, sin conflictos interestatales. Sin embargo, los lati-
noamericanos, lejos de vivir en paz, hace años que se enfrentan a amenazas no 
convencionales, que engloban distintos problemas de seguridad y que ponen de 
manifiesto la imposibilidad de los Estados de resolverlos eficientemente.  

El escenario de seguridad en América Latina es por demás complejo e invo-
lucra a actores violentos no estatales de distinta entidad y poderío. Si bien es 
cierto que los desafíos a la seguridad en América Latina no están asociados a riesgos 
en torno a la soberanía de los Estados (Aguirre y Frederic, 2024), eso no quiere decir 
que los problemas de seguridad que enfrentan los países de la región sean internos. 
Por el contrario, Latinoamérica da cuenta de la presencia de problemas de seguridad 
transnacional que requieren de la cooperación interestatal para su enfrentamiento. 
Vale decir que, incluso si nos centramos en la violencia que azota a los países de la 
región, una buena proporción de las amenazas son transnacionales (los homicidios, 
particularmente, y las extorsiones, aunque no en todos los casos). Sin embargo, es 
importante que no dejemos de lado fenómenos, como los robos violentos y la vio-
lencia contra las mujeres, que impactan directamente en la calidad de vida de las 
personas y sí se vinculan a la esfera interna de la seguridad estatal. 

Considerando la complejidad del escenario, el presente trabajo se centrará 
en el análisis de dos grandes fenómenos: por un lado, el crimen organizado y sus 
distintas manifestaciones, así como los espacios en los que las organizaciones cri-
minales ejercen control territorial y gobernanza criminal (Sampó, 2021) y, por 
otro lado, las distintas formas de violencia que aparecen recurrentemente en la 
región. A saber: la violencia contra las mujeres, los homicidios, las extorsiones, 
las agresiones sexuales y los robos.  
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 El crimen organizado en América Latina 
 

La evolución que ha mostrado el crimen organizado en América Latina en los úl-
timos años da cuenta de su capacidad de adaptación, diversificación y reconver-
sión. Aun cuando el tráfico de cocaína sigue siendo el mercado más importante de 
la región, debido principalmente a la demanda global del estupefaciente (la produc-
ción no ha dejado de crecer desde 2013 y hay 23,5 millones de consumidores según 
el último reporte de UNODC, 2024), en los últimos años hemos sido testigos de la 
rejerarquización de otras manifestaciones del crimen organizado que, además, afec-
tan directamente la calidad de vida de los habitantes de la región.  

La trata de personas se ha vuelto un mercado ilegal central en América Latina 
y está fuertemente vinculado con el tráfico de personas que tiene lugar a lo largo 
y a lo ancho de la región1. Además, mientras que hasta hace algunos años, todas 
las organizaciones criminales se dedicaban al tráfico de drogas como principal ac-
tividad —aunque la complementaran con otras actividades ilícitas— la emergencia 
y el alcance del Tren de Aragua a nivel sudamericano da cuenta de un cambio de pa-
radigma: se trata de una organización intermedia transnacional cuyo principal ne-
gocio es el tráfico y la trata de migrantes, que complementa con otros mercados en 
auge, como las extorsiones y el lavado de dinero (Sampó y Troncoso, 2024).  

De acuerdo con el Índice Global de Crimen Organizado (GI-TOC, 2023), los Es-
tados de la región concentran altos índices de criminalidad. De hecho, en Latinoa-
mérica encontramos al segundo, tercero y cuarto país (Colombia, México y Paraguay, 
respectivamente) con más altos índices de criminalidad del mundo, solamente su-
perados por Myanmar. Adicionalmente, en todos los países de la región, los índices 
han crecido respecto a los datos de 2021. Incluso en lugares como Chile, Costa Rica y 
Uruguay, que siempre fueron considerados ejemplos a seguir, se han incrementado 
significativamente las tasas respecto a la medición anterior. Estos datos dan cuenta 
de cuán extendido está el crimen organizado en la región y de la capacidad que tiene 
de penetrar tanto a las sociedades como a las estructuras estatales.  

En este sentido, es importante llamar la atención sobre cuatro cuestiones: los 
niveles de corrupción, la impunidad, el sistema carcelario y los sistemas de gober-
nanza criminal establecidos por las distintas organizaciones criminales en territorios 
específicos. Los primeros dos elementos son sin duda facilitadores del crimen orga-
nizado y, junto con el uso de la violencia, se encargan de garantizar el correcto fun-
cionamiento de los mercados criminales. La corrupción, es un mecanismo de 
cooptación implementado desde las organizaciones criminales, que descansa en los 
alarmantes índices de impunidad que manejan los países latinoamericanos. A esos 
facilitadores, es necesario sumarles mecanismos de fortalecimiento y reproducción 
de las estructuras criminales. Paradójicamente, uno de los espacios que garantiza 
esos mecanismos es la cárcel. A pesar de tratarse de un espacio estatal por definición, 
en realidad las prisiones dan cuenta de la escasez de recursos con los que cuentan los 
Estados de la región, así como con el hecho de que no son entendidas como espacios 

1  La trata de personas es la “acción de captar, transportar, trasladar, acoger o recibir personas, recu-
rriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al 
abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o a la concesión o recepción de pagos o beneficios 
para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra con fines de explotación” 
(UNODC, 2000). El tráfico de personas, en cambio, es “la facilitación de la entrada ilegal de una per-
sona en un Estado del cual dicha persona no sea nacional o residente permanente con el fin de obtener 
un beneficio financiero u otro beneficio de orden material” (UNODC, 2004).
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de rehabilitación y resocialización, sino como lugares de hacinamiento, aislamiento 
y castigo. De ahí que las carencias en torno a bienes básicos, como comida y elemen-
tos de higiene, sean suplidas por las estructuras criminales.  

En este sentido es importante destacar dos fenómenos: primero, el surgi-
miento de organizaciones criminales poderosas dentro de las prisiones, que han 
logrado no solo traspasar las fronteras de la cárcel y expandirse en las comunida-
des circundantes, sino que también pudieron multiplicarse hasta contar con pre-
sencia en el país de origen y en otros países de la región. Tales son los casos del 
Primeiro Comando da Capital y del Tren de Aragua, por ejemplo. Segundo, que el 
poder que las organizaciones criminales ejercen en las cárceles incide no solamente 
sobre sus miembros sino sobre todo aquel que es detenido, aun cuando no haya sido 
condenado. De esta forma, las cárceles actúan como escuelas del crimen, donde las 
estructuras criminales cooptan colaboradores y miembros de la organización, que 
son funcionales a su fin último: la obtención de réditos económicos.  

El último elemento que es necesario destacar es la implementación de siste-
mas de gobernanza criminal por parte de las organizaciones delictivas, en tanto 
se trata de establecer un orden social distinto al impuesto por el Estado, donde 
se proveen bienes y servicios básicos demandados por la población (Sampó, 2021). 
Esos espacios territoriales tienen tres objetivos: por un lado, garantizan el libre fun-
cionamiento de los negocios ilícitos que manejan las organizaciones criminales en 
un espacio determinado, en tanto la población coopera con ellos; en segundo lugar, 
son espacios en los que se construye legitimidad. Principalmente a partir de la provi-
sión de servicios, como seguridad y justicia, las organizaciones criminales logran el 
reconocimiento de la sociedad civil; finalmente, el poder construido dentro de ese 
espacio territorial se refleja más allá de sus fronteras y puede ser utilizado como mo-
neda de cambio para negociar con la élite política local.  

Es allí donde queda claro el poder que han logrado construir distintas orga-
nizaciones criminales a nivel regional: sea que hablemos del Cártel de Sinaloa, 
del Cártel Jalisco Nueva Generación, del Clan del Golfo, del Primeiro Comando da 
Capital o incluso del Tren de Aragua, todos tienen en común que han instrumentali-
zado las falencias del Estado en beneficio propio, generando adeptos y garantizando 
de esa forma un funcionamiento fluido y eficiente de sus negocios ilícitos.  

De acuerdo con un informe del Latinobarómetro (2021) el 54% de los hogares 
encuestados reportan la presencia de grupos criminales locales y el 14% habla de 
la provisión de servicios y de la regulación de seguridad, agregando datos duros 
a la preocupación ya existente por el avance y la penetración del crimen organi-
zado en la sociedad.  

En resumen, el crimen organizado no solo es una amenaza transnacional con 
fuerte impacto en la región latinoamericana, sino que también se ha convertido 
en una amenaza a la calidad de vida de los habitantes de la región que muchas 
veces se encuentran prisioneros de las organizaciones criminales.  

 
 

Homicidios, robos, extorsiones y violencia contra las mujeres 
 

La violencia es un fenómeno omnipresente en América Latina. Aunque los ho-
micidios suelen ser la cifra más referenciada, porque tienen un fuerte impacto 
en las sociedades —al tiempo que suelen esconder una cifra no reportada pe-
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queña2—, no son necesariamente la preocupación más relevante para los latinoa-
mericanos. Sin embargo, es importante destacar que América Latina y el Caribe 
tienen una tasa de homicidios que triplica el promedio mundial, de 18 homicidios 
cada 100.000 habitantes. Además, un 50% de los homicidios totales se vinculan 
directamente a la acción del crimen organizado y las pandillas (UNODC, 2023). 

Según el informe del Barómetro de las Américas de 2020, en 12 de los 20 paí-
ses donde se realizó el estudio, uno de cada cinco encuestados respondió que fue 
víctima de un crimen en los últimos doce meses. De acuerdo con cómo estaba 
planteada esa pregunta, la lista de crímenes incluía: robo, hurto, agresión, fraude, 
chantaje, extorsión, amenaza o algún otro acto delincuencial. El listado de países 
con mayores niveles de victimización lo encabezan Nicaragua, con 33%, México 
con 32%, seguidos por Argentina, Colombia y Honduras, con 26,3% y 25%, res-
pectivamente. Por el contrario, los países con niveles más bajos de victimización 
son Jamaica con 7,3%, Guyana con 11%, Panamá con 13%, El Salvador con 15,3% 
y Brasil con 16,3%.  

Este listado resulta por lo menos sorprendente, si se consideran los homici-
dios, robos, extorsiones y amenazas en países como El Salvador y Brasil. Sin em-
bargo, es necesario destacar que la encuesta da cuenta de la percepción que los 
encuestados tienen de la situación de seguridad, más que de el panorama de se-
guridad real. Vale aclarar que en el reporte de LAPOP de 2023, El Salvador es el 
país con la victimización más baja (10%) y Ecuador el país con la más alta de la 
región, alcanzando el 36%.  

La violencia afecta directamente a la vida de los habitantes de los países la-
tinoamericanos. De acuerdo con datos publicados por el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), el 30% de los hogares ha sido víctima de un delito en los úl-
timos doce meses y el 51% de la población dice no sentirse segura. Además, las 
empresas identifican al crimen como un problema a la hora de hacer negocios, 
no solo por la incertidumbre que genera, sino también por las extorsiones a las 
que pueden estar expuestos. Adicionalmente, los crímenes erosionan el Estado 
de derecho, debilitan a las instituciones y representan un gasto del 3,5% del PBI 
anual de la región (BID, 2023). 

 
Robos 

 
Los robos son un fenómeno extendido en América Latina. Los datos de la Orga-
nización de Estados Americanos (OEA) de 2022 llaman la atención sobre los paí-
ses más afectados por los delitos contra la propiedad que entrañan violencia o 
amenaza de uso de la violencia contra las personas, en particular, robos. A excep-
ción del caso de Colombia, que vuelve a destacarse negativamente como el Es-
tado donde se reportan más robos cada 100.000 habitantes, los países que 
concentran mayores índices de robos parecen ser los que se encuentran menos 
afectados por las actividades del crimen organizado. Argentina, Costa Rica, Uru-
guay y hasta Chile, parecen dar cuenta de esto. Por el contrario, México (172,57) 

2  Es cierto que el incremento de las desapariciones en países con altos niveles de criminalidad habla de 
una cifra no reportada mucho mayor a la que habitualmente se considera. El caso de México es para-
digmático. De acuerdo al registro nacional de personas desaparecidas y no encontradas, entre 1950 y 
agosto de 2024, desaparecieron 116.386 personas en México, y el 88% de las desapariciones tuvieron 
lugar entre 2006 y agosto de 2024.
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y Paraguay (83,67), los otros dos países con mayor criminalidad de la región, pre-
sentan tasas comparativamente bajas (ver tabla I).  

Este escenario podría responder al establecimiento de regímenes de gober-
nanza criminal, en países como Paraguay, Venezuela o México. Allí donde se es-
tablecen regímenes de gobernanza criminal, las organizaciones criminales imponen 
normas que apuntan a reducir drásticamente y, en algunos casos hacer desaparecer, 
los delitos comunes en el interior de esas comunidades. De esa forma, los habitantes 
de esos espacios se sienten más seguros, y las organizaciones criminales ganan legi-
timidad y construyen poder desde los espacios que regentan.  

 
GRÁFICO 1. Delitos contra la propiedad que entrañan violencia o amenaza  

de violencia contra las personas (robos cada 100.000 habitantes) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a datos de la OEA (2022)3. 

 
TABLA 1. Delitos contra la propiedad que entrañan violencia  

o amenaza de violencia contra las personas (robos) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la OEA (2022)4.
 

3  Todos los datos provistos por los Estados son del 2022 con excepción de Brasil, Nicaragua (informaron 
2019) y Venezuela (informó 2007).
4  Todos los datos provistos por los Estados son del 2022 con excepción de Brasil, Nicaragua (informaron 
2019) y Venezuela (informó 2007).

Países Robos c/100.000 habitantes

Colombia 937

Argentina 882,78

Costa Rica 791,07

Uruguay 732,21

Brasil 570,25

Chile 549,75

Ecuador 492,18

Perú 251,89

Guatemala 202,16

Países Robos c/100.000 habitantes

Honduras 200,91

Nicaragua 175,90

México 172,57

Bolivia 168,97

Panamá 140,60

Venezuela 105,84

Paraguay 83,67

El Salvador 36,78

Rep. Dominicana 14,34
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Extorsiones 

 
La extorsión es uno de los delitos que se ha disparado en la región en los últimos 
años. Si bien es cierto que en los países centroamericanos y en Venezuela lleva tiempo 
instalado, en Sudamérica ha crecido de la mano de organizaciones criminales con 
control territorial que, en algunos casos, ejercen gobernanza criminal.  

De esta forma, las organizaciones criminales locales “venden” seguridad a 
los empresarios y comerciantes que se desempeñan en las áreas territoriales que 
controlan y los obligan a pagar cuotas de extorsión, llegando a utilizar la violencia 
extrema cuando no cumplen con los pagos requeridos. Algo similar acontece con 
los migrantes irregulares que, presos de quienes los guiaron en su travesía, ter-
minan siendo extorsionados constantemente, como muestra el caso del Tren de 
Aragua en Perú y Chile, por ejemplo. De acuerdo con un reporte de Global Finan-
cial Integrity (2022) la extorsión genera ganancias por más de 1,1 mil millones de 
dólares solamente en Centroamérica.  

Los datos son sumamente escasos y, en gran parte, esto se debe a que la ma-
yoría de las víctimas de extorsión no denuncian el delito. Según un informe del 
Observatorio ecuatoriano de crimen organizado (2023) el 70% de las víctimas no 
denuncia la extorsión porque descree de las instituciones. Aun así, en el gráfico 2 
se puede ver cómo se ha disparado este delito particularmente en Ecuador. 

 
GRÁFICO 2. Casos reportados de extorsión en Ecuador  

entre enero de 2019 y diciembre de 2023 

 

 
Fuente: Observatorio ecuatoriano de crimen organizado, basado en información de la fiscalía general  
del Estado (2023). 

Vale decir que los secuestros siguen siendo relevantes en la región, especial-
mente en los casos de Ecuador, Perú, Brasil y Chile. Es importante destacar que 
este delito tampoco se suele denunciar ya que la vida de quienes han sido secues-
trados puede ser puesta en riesgo. 
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GRÁFICO 3. Secuestros en América Latina, 2022  
(cada 100.000 habitantes) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a datos de la OEA (2022)5.

 

 
Violencia contra las mujeres 

 
La violencia contra mujeres y niñas por razones de género es sistemática y per-
sistente en la región (CEPAL, 2022), y se reproduce tanto en espacios públicos 
como privados, afectando directamente a mujeres y niñas de todos los estratos 
sociales y etarios. Esta violencia, tiene su base en el espacio doméstico, pero se 
reproduce en espacios públicos donde las mujeres se desempeñan profesional-
mente, allí donde participan activamente (sea como líderes políticas, comunita-
rias o defensoras de los derechos humanos y del medioambiente) e incluso se 
registra en espacios educativos y en la vía pública. En gran parte de los casos, re-
fleja una visión del mundo fuertemente machista que “habilita” la violencia con-
tra las mujeres, reproduciendo pautas culturales enraizadas en las sociedades 
latinoamericanas.  

Los números confirman las afirmaciones anteriores: entre el 63% y el 76% 
de las mujeres y niñas han manifestado en encuestas nacionales que experimen-
taron algún episodio de violencia de género a lo largo de su vida. Es más, de 
acuerdo con la OMS (2021) una de cada cuatro mujeres de entre 15 y 49 años, ha 
experimentado violencia física y/o sexual a manos de sus parejas, al menos una 
vez en la vida.  

A nivel mundial, el 38% de los asesinatos de mujeres son cometidos por sus 
parejas (OMS, 2021). En países como Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, más del 
30% de las mujeres han sufrido episodios de violencia a manos de su pareja, 
mientras que en Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Mé-
xico y Nicaragua, la cifra oscila entre el 20% y el 29%. Finalmente, en Cuba, Hon-
duras, Panamá, Paraguay, Republica Dominicana, Uruguay y Venezuela, la cifra 
es menor al 20%.  

5  Todos los datos provistos por los Estados son del 2022 con excepción de Brasil (2020), Nicaragua (2019) 
y Venezuela (2018).
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TABLA 2. Femicidios (tasas cada 100.000 mujeres)  
en América Latina, 2019-2021 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: CEPAL, Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe (2023). 

 
TABLA 3. Proporción de muertes de mujeres ocasionadas  

por su pareja o expareja sobre el total de femicidios  
(tasas cada 100.000 mujeres) en América Latina 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: CEPAL, Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe (2023). 

 
El informe de la CEPAL de 2022 sostiene además que en 16 países de América 

Latina y el Caribe, entre 2019 y 2021, se observa una fuerte concentración de los fe-
micidios (del 38,5%) en la franja de edad que va de los 15 a los 29 años, seguida por la 
franja etaria que va de 30 a 44 años (33,1%). Al tiempo que el 4% del total de los ho-
micidios por razones de género se concentran en niñas de menos de 14 años.  

La violencia sexual es otra de las manifestaciones de violencia contra las mu-
jeres, así como también contra minorías como el colectivo LTGBQ+. Si bien es 
cierto que hay una importante cifra no declarada cuando se reportan delitos se-
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xuales, es necesario poner de manifiesto que este tipo de delitos viene creciendo 
hace años ya y parece haberse potenciado en la pospandemia. En este sentido, 
todos los países, a excepción de Uruguay que reporta un descenso en los registros 
de delitos por violencia sexual, muestran un crecimiento estrepitoso desde 2021, 
aun cuando en muchos casos se acercan al número de casos que se reportaban 
antes de la aparición de la COVID-19. 

Desafortunadamente, de acuerdo con datos de la Organización Mundial de 
la Salud (2021), el 30% de las mujeres en el mundo han sido víctima de violencia 
física o sexual en su vida. 

 
TABLA 4. Violencia sexual, número de delitos 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la OEA (2022)6. 

 
Reflexiones finales 

 
La complejidad del escenario de seguridad regional requiere de la implementa-
ción de políticas amplias que reconozcan las raíces de la criminalidad en la región. 
Para ello, es necesario dejar de lado las políticas electoralistas y punitivitas que 
han ganado fuerza en los últimos años y amenazan con extenderse fuertemente 
por toda América Latina.  

6  Todos los datos provistos por los Estados son del 2022 con excepción de Brasil (2014), Colombia 
(2016), Nicaragua (2019) y Venezuela que no presentó datos.

Países Número de delitos de violencia sexual

México 83.474

Brasil 46.761

Argentina 39.224

Colombia 28.028

Chile 23.825

Perú 23.497

Ecuador 16.499

Guatemala 10.980

Bolivia 9.029

Costa Rica 7.560

Panamá 7.447

El Salvador 6.737

Paraguay 6.495

Rep. Dominicana 6.091

Honduras 3.250

Nicaragua 2.099

Uruguay 793

Venezuela 0
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Si bien es cierto que la ciudadanía demanda acciones concretas y resultados rá-
pidos, es importante resaltar que —para que los resultados sean sostenibles en el 
tiempo y se garantice el respeto a los derechos humanos y la vigencia del Estado de de-
recho—, es necesario pensar en políticas que resuelvan las raíces de los problemas: la 
informalidad laboral, la pobreza, la falta de oportunidades, la desigualdad, entre otros.  

En consecuencia, es indispensable desarrollar políticas de corto, mediano y 
largo plazo, a fin de enfrentar el problema, buscar reducirlo y hasta hacerlo desapa-
recer. Para ello, es necesario generar, por un lado, iniciativas de cooperación entre los 
Estados de la región que fomenten el intercambio de información y que eviten el des-
plazamiento de los delitos y/o de las organizaciones criminales de un espacio territo-
rial a otro. Además, sería muy positivo compartir lecciones aprendidas, en especial 
si se tiene en cuenta la crisis del sistema penitenciario y cómo, en distintos países, las 
organizaciones criminales se han valido de esas experiencias para incrementar su 
poder y expandir su espacio de acción. En segundo lugar, se debe involucrar a la so-
ciedad civil, particularmente a las mujeres que, en muchos casos, son líderes comu-
nitarias, capaces de convocar. En este sentido, la resiliencia comunitaria frente al 
avance del crimen organizado parece central para evitar que la penetración de las or-
ganizaciones criminales continue extendiéndose.  

Otro aspecto central para mejorar la situación de seguridad en la región es 
reducir los índices de impunidad por dos motivos: por un lado, porque sin castigo 
a la hora de cometer un delito, es sencillo concluir que no hay incentivos para que 
no se cometa (mediando un cálculo racional en el análisis) y, por otro lado, porque 
si los crímenes se resuelven y quienes delinquen son condenados en consonancia 
con los delitos cometidos, eso generaría un incremento en la legitimidad tanto 
del gobierno como del Estado, frente a la sociedad civil. Si tenemos en cuenta el 
descreimiento que existe en la región sobre la capacidad de los Estados y la vo-
luntad de los gobiernos, es necesario enviar señales claras para reconstruir ese 
vínculo entre sociedad y Estado.  

Finalmente, es indispensable invertir en la educación y socialización de los 
más jóvenes. En muchos países existen ya generaciones perdidas, que han sido 
reclutadas por las organizaciones criminales, o han seguido el camino del delito 
y hoy están encarcelados o han sido asesinados. Para evitar esa situación, hay que 
trabajar con los más pequeños a mediano y largo plazo, apostando a su formación, 
ofreciéndoles oportunidades, creando alternativas laborales viables y sostenibles 
en el tiempo, que eviten su inmersión en la criminalidad.  

Para mejorar la seguridad de la región es necesario involucrar a todos los ac-
tores: la sociedad civil, el Estado e incluso a las empresas privadas que se ven afec-
tadas y pueden aportar recursos de los que el Estado carece. Asimismo, es necesario 
llevar adelante un diálogo en el que se escuchen todas las voces. Desde las fuerzas 
de seguridad y las fuerzas armadas, hasta las organizaciones no gubernamentales 
que trabajan en el terreno. Todos tienen para aportar su punto de vista y pueden ayu-
darnos a entender mejor qué podemos hacer y cómo llevarlo adelante. Además, en 
el caso de las organizaciones comunitarias, pueden ayudar a la correcta ejecución 
de los programas diseñados.  

En resumen, solo a través de una alianza intersectorial e interestatal se conse-
guirá generar las condiciones necesarias para revertir la seria crisis de seguridad que 
enfrenta la región, sea respecto al avance del crimen organizado, la violencia (par-
ticularmente contra las mujeres) o los delitos comunes, como los robos. 
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Introducción 
 

Las cosas no marchan bien para la democracia. Disminución de la participación, 
voto de castigo, cuestionamientos a la integridad electoral e influencia indebida 
de campañas de desinformación son algunas de las tendencias destacadas por 
IDEA International y V-Dem. Según IDEA (2024) en casi el 20% de los comicios 
celebrados entre 2020 y 2024 uno de los candidatos o partidos perdedores re-
chazó los resultados y una de cada tres elecciones fue objeto de impugnaciones. 
El reporte señala que la participación electoral ha disminuido del 65%, regis-
trado en 2008, al 55% de 2023, mientras solo uno de cada cuatro países está lo-
grando avances en el desempeño democrático. ¿Siguen los países latinoamericanos 
estas tendencias?  

Según IDEA, las Américas han mostrado cierta estabilidad combinada con 
retrocesos en países de desempeño democrático medio bajo, como Perú. V-Dem 
encuentra que los niveles de democracia que vive la persona promedio a nivel 
global han descendido a los de 1985. Sin embargo, América Latina y el Caribe van 
a contracorriente debido a la mejor calificación recibida por países grandes como 
Brasil, que compensa las pérdidas en países más pequeños como El Salvador. En 
cuanto al cuestionamiento a los procesos electorales, depende de la serie tempo-
ral que se tome. Durante la mayor parte del siglo XX las elecciones americanas 
desencadenaban formas de violencia, incluyendo el golpe de Estado. Eso no es 
frecuente en la actualidad. Hay líderes que han hecho acusaciones de fraude en 
los medios para justificar sus derrotas (Donald Trump, Keiko Fujimori) y en al-
gunas ocasiones se han generado distintas formas de violencia (la toma de la 
Plaza de los Tres Poderes en Brasil en 2023, el asalto al Capitolio en 2020 o de 
forma más dramática el golpe en Bolivia en 2019)1, pero la violencia de mediados 
del siglo XX está fuera de escena.  

1  Welp, Y. (2019): “¿Fraude electoral o golpe de Estado en Bolivia?”, Swiss Info, 13 de noviembre de 2019. 
Disponible en: https://www.swissinfo.ch/spa/perspectivas-suizas/an%C3%A1lisis_-fraude-electoral-
o-golpe-de-estado-en-bolivia/45365346.
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Las elecciones han sido el terreno de disputas ideológicas y por el poder, con 
mayor o menor apego a la legalidad. Experiencias recientes como la de Guate-
mala dan cuenta de la importancia de un proceso electoral en la disputa por la 
democracia (Del Cid, 2024). En este marco, aquí se analizan los países latinoa-
mericanos que eligieron presidente en 2024 —El Salvador, Panamá, República 
Dominicana, México, Venezuela y Uruguay— para preguntar por el legado de la 
apertura de estas ventanas de oportunidad2 (véase la tabla 1). 

 
Tabla 1. Elecciones presidenciales 2024 en América Latina 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Fuente: elaboración propia.  
* La Constitución no permitía la reelección, pero el gobierno forzó una interpretación favorable. 
** No se permite la reelección inmediata pero sí posterior.  

A continuación, se plantea una hipótesis de trabajo, se sitúa el panorama so-
ciopolítico en los seis países estudiados y se analizan para, finalmente, elaborar 
los escenarios que se vislumbran.  

 
Cultura política, calidad de la representación  
y Estado de derecho 

 
Las elecciones presidenciales abren ventanas de oportunidad que tienen el po-
tencial de habilitar un cambio o legitimar o reforzar patrones previos. En contextos 
democráticos, se espera que confirmen o alteren la orientación de las políticas públi-
cas, mientras en escenarios críticos de autocratizatión los detienen o afianzan. ¿Qué 
condiciona un sentido u otro? Tres dimensiones permiten hacer una fotografía del 
presente y delinear escenarios futuros: la cultura política y la capacidad y propensión 
a involucrarse de la ciudadanía; la representación, en especial las características y di-
námica de la competencia partidaria; y el Estado de derecho (fortaleza del marco ju-
rídico, balances y contrapesos institucionales y respeto a los derechos humanos).  

La hipótesis general es que una ciudadanía organizada y activa incide sobre 
la calidad de la representación, y sostiene y es sostenida por el Estado de derecho. 

2  Se analiza aquí la distribución del poder político. Por un análisis de los retos de la gobernanza y la de-
mocracia en la región véase Mainwaring y Pérez Liñán, 2023. 

País
¿Se permite la 

reelección inmediata?
Votación Participación Candidatura ganadora

El Salvador Sí* 04.02.24 52,6%
Nayib Bukele  

(Nuevas Ideas, reelecto)

México No 02.06.24 61,5%
Claudia Sheinbaum 

(MORENA) 

Panamá No** 05.05.24 77,6%
José Raúl Mulino 

(Realizando Metas) 

Rep. Dominicana Sí 19.05.24 54,3%
Luis Abinader  

(PRM, reelecto)

Uruguay No**
27.10.24 
24.11.24

89,6% 
89.3%

Yamandú Orsi  
(FA)

Venezuela Sí 28.07.24 60%
Resultado  

controvertido
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Esta incrementa la posibilidad de la vigencia de la democracia en el mediano 
plazo incluso en contextos de tensión institucional. Su repliegue al ámbito pri-
vado, por el contrario, facilita la concentración de poder. La represión, a su vez, 
desincentiva la participación. Aun así, la historia de América Latina también in-
cluye algunos ejemplos exitosos de movilización de la ciudadanía y las organiza-
ciones de la sociedad civil a favor de la democratización.  

La cultura política alude a las creencias, valores y actitudes de la población 
hacia el sistema político. Se espera que una democracia —un sistema de institucio-
nes basado en el reparto del poder a través de elecciones competitivas, libres y jus-
tas, en el que se respeta el pluralismo y la libertad de expresión, y las autoridades 
ejercen el poder en el marco de la ley— conviva con una cultura política democrá-
tica3. La cultura política crea marcos de interpretación y en este sentido puede alen-
tar o prevenir el cambio. Dinorah Azpuru (2023) propone cuatro dimensiones para 
su análisis: i) la adhesión al régimen democrático, legitimidad difusa o extendida 
hacia el sistema (apoyo a la democracia o la creencia de que incluso con sus imper-
fecciones es el mejor sistema de gobierno) y el apoyo de las instituciones democrá-
ticas (partidos, congreso, ejecutivo, poder judicial, etc.); ii) la integración en los 
procesos políticos (participación electoral, pero también otras formas de acción co-
lectiva que implican agregación de intereses y confianza en la acción política), iii) 
el conocimiento del sistema político y su funcionamiento, y iv) la valoración y res-
peto hacia los derechos políticos de otros ciudadanos.  

 
TABLA 2. Indicadores de cultura política en seis países latinoamericanos 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: elaboración propia con datos del Latinobarómetro 2023. 
  

Con excepción de Uruguay y Venezuela menos de la mitad de la población 
apoya la democracia en los países analizados (tabla 2). Al confrontar el dato con 
el registrado en 2004 por la misma fuente (Latinobarómetro) se observa que el 
apoyo ha caído en todos, y en especial en México (20 puntos). Sin embargo, a la 

3  La cultura política no es homogénea (compartida por toda la comunidad) ni estática (inmutable a lo largo 
del tiempo). Tampoco cabe esperar una coherencia estricta en la adhesión a sus distintos componentes.

Una ciudadanía 
organizada y activa 
incide sobre la 
calidad de la 
representación,  
y sostiene y es 
sostenida por el 
Estado de derecho

País

Adhesión a la democracia Integración en procesos políticos

Apoyo 
democracia

Gobierno 
autoritario

Confianza (mucha + algo)
Afinidad 
c/partido

Votar 
siempre

Votar y 
protestarCongreso Partidos

Org. 
electorales

El Salvador 45,9 15,4 50,2 22,2 36,1 36,6% 66,5% 16,3%

México 34,9 33,2 30,6 24,2 45,5 40,9% 35,4% 38,8%

Panamá 46,3 12,5 11,3 10,7 39 31,1% 38,1% 32,2%

Rep. 
Dominicana

47,7 21 33,2 21,7 37,5 50,1% 47,1% 34,4%

Uruguay 69,4 8,9 48,1 30,7 59,1 55,6% 52,7% 37,0%

Venezuela 57,1 12,4 23,2 16,1 23,1 24,6% 64,4% 18,5%
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vez, la serie sugiere que el apoyo a la democracia podría ser menos difuso y estar 
más vinculado a la evaluación del gobierno, algo que a su vez suele estar condi-
cionado por variables externas como la bonanza económica, en especial en países 
cuyas economías son muy dependientes de los precios de las materias primas 
(Campello y Zucco, 2020). El pico más bajo se observó en 2018, año en que apenas 
el 27,7% de los salvadoreños apoyaba la democracia, cifra que ahora alcanza el 
45,9%. A la vez un 15% de los salvadoreños y un 33% de los mexicanos señalaba 
en 2023 que apoyaría un gobierno autoritario “si resuelve problemas”. En todos 
los casos, exceptuando Uruguay, se registran porcentajes por encima del 24% que 
sostienen que “da lo mismo” (en Uruguay lo dice el 17% y en Panamá el 32,7%).  

Los partidos aparecen como los principales depositarios de la desconfianza 
ciudadana, lo que supone un enorme desafío a sus competencias y responsabili-
dades. Los partidos tienen la función de agregar preferencias y liderar una agenda 
de cambios (elaborar propuestas programáticas para resolver los problemas cuyas 
demandas deberían recoger en su vinculación con la ciudadanía y organizaciones 
sociales). Luego, tras competir electoralmente para realizarla, les toca implemen-
tar esa agenda o parte de ella, a través de acciones de gobierno y de la legislación. 
Finalmente, cuando están en la oposición, tienen la función de acompañar el con-
trol sobre las acciones de gobierno (Welp, 2022). Cuando se acrecienta la distancia 
entre representantes y representados se erosionan los canales de la representa-
ción. Según el Latinobarómetro, en cuatro de los seis países (las excepciones son 
Dominicana y Uruguay) son más quienes no tienen afinidad con ningún partido 
político. La confianza en los partidos es baja de forma generalizada, registrándose 
la más alta en Uruguay (30,7%) y la más baja en Panamá (10,7%)4. Los países 
donde mayor es la confianza en la capacidad del voto para resolver cosas son El 
Salvador, Venezuela y Uruguay. A la vez, Venezuela es el país en que menor con-
fianza en los organismos electorales se registra. La crisis de representación está 
sobre la mesa, condicionada por la insatisfacción y la desconfianza que a su vez 
condiciona (pero no determina) el involucramiento en acciones colectivas. 

Nuevos partidos pueden renovar el sistema o los viejos partidos pueden adap-
tarse. Un sistema ideal será aquel que consiga combinar partidos arraigados, con pro-
puestas programáticas, en un sistema plural en que unos consiguen generar e 
implementar sus agendas y otros controlar la acción del gobierno con la expectativa 
de la alternancia. A mayor volatilidad de preferencias y creación y muerte de partidos, 
más difícil es sostener una agenda de gobierno e implementarla, y también más in-
centivos perversos se generan para líderes que busquen mantenerse en el poder.  

En la región, la distribución del poder muestra un espectro que va de la con-
centración de poder que deriva en el autoritarismo (Venezuela), por un lado, a la 
elevada fragmentación que dificulta la gobernabilidad (Perú o Ecuador como 
ejemplos destacados). En los países que celebraron elecciones en 2024, el mapa 
no incluye casos extremos de fragmentación, pero sí de concentración. Se observa 
también la incidencia de nuevos partidos de corte personalista (Panamá, El Sal-
vador) y la supervivencia más o menos marginal de partidos tradicionales (mar-
ginal en El Salvador y República Dominicana, con mayor incidencia en México). 
Uruguay es el único país en que partidos tradicionales mantienen la centralidad 
(el caso de Venezuela será analizado más abajo).  

4  Nótese que las encuestas se hicieron antes de los procesos electorales de 2024. 

Un Estado de 
derecho fuerte 
correlaciona con 
fortaleza económica, 
acceso a la 
educación y mejor 
calidad de vida
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TABLA 3. Caracterización de partidos en el gobierno y la oposición  
en 6 países (2024) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Fuente: elaboración propia. 

 
La última dimensión por analizar es el Estado de derecho. Este refiere a un 

sistema de leyes, instituciones, normas y compromisos comunitarios en el cual 
se cumplen cuatro principios universales: rendición de cuentas, leyes justas, go-
bierno abierto y justicia accesible e imparcial (WorldJusticeProject.org). Los in-
dicadores que registran las características del Estado de derecho en un momento 
determinado aluden a que tanto el gobierno como los agentes privados rindan 
cuentas; que haya mecanismos efectivos de control del poder; que las leyes sean 
justas, claras y estables; que los procesos mediante los cuales la ley se adopta, ad-
ministra, juzga y se hace cumplir sean accesibles, justos y eficientes; que la justicia 
sea accesible e imparcial, entre otros.  

País

Partido(s)

Gobierno Oposición Distribución de poder

El Salvador
Nuevas Ideas, partido creado 
por el actual presidente, Nayib 
Bukele, en 2018.

Partidos  
tradicionales.

Muy concentrado (el gobierno cuenta con 
54 de los 60 escaños de la asamblea).

México
MORENA, partido creado por el 
expresidente Andrés Manuel 
López Obrador en 2011.

Partidos 
tradicionales.

Muy concentrado. La alianza “Sigamos 
Haciendo Historia” suma 365 sobre 500 
(253 de Morena) diputados y 96/128 en 
el Senado.

Panamá

Realizando Metas, partido 
personalista creado por Ricardo 
Martinelli (político con larga 
trayectoria) en 2021. Se postuló 
su delfín, José Raúl Mulino.

Partidos tradicionales, 
nuevos y candidaturas 
independientes.

Distribuido. La alianza en el gobierno 
cuenta con 17 de 71 escaños. La 
principal oposición es una coalición de 
independientes (23). Otros partidos son 
potenciales apoyos del gobierno. 

República  
Dominicana

Partido Revolucionario 
Moderno (PRM), creado en 
2014 por el presidente Luis 
Abinader tras una división del 
Partido Revolucionario 
Dominicano (PRD).

Partidos nuevos  
y tradicionales.

Muy concentrado. La alianza liderada por 
el PRM cuenta con 29 de 32 senadores 
(24 del PRM) y 147 de 190 diputados 
(134 del PRM).

Uruguay
Frente Amplio  
(creado en 1971). 

Los dos partidos 
tradicionales  (creados 
en el siglo XIX) y otros 
partidos pequeños.

Distribuido. El Frente Amplio obtuvo la 
mayoría en el Senado (16/30), pero 
ningún grupo tiene mayoría en diputados 
(el FA tiene 48 sobre 99, mayoría 
absoluta 50). 

Venezuela

El líder de la oposición se exilió 
en España y Maduro (Alianza 
Partido Socialista Unido de 
Venezuela (PSUV, fundado en 
2008) se autoproclama 
vendedor.

Muy concentrado.  
Proceso electoral fraudulento.  



Los comicios 
presidenciales de 
2024 muestran un 
patrón de mayor 
concentración del 
poder y/o menor 
fragmentación 
partidaria y altos 
niveles de 
legitimación
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Un Estado de derecho fuerte correlaciona con fortaleza económica, acceso a la 
educación y mejor calidad de vida, entre otros (https://worldjusticeproject.org). En 
los casos contemplados en este texto estas correlaciones son claras. Uruguay es el 
líder regional (1/32 en América Latina y el Caribe) y Venezuela está en el escalafón 
más bajo (32/32). En medio se ubican Panamá (15), República Dominicana (20), 
El Salvador (25) y México (27). La fortaleza de un marco institucional condiciona 
la probabilidad de su propio desmantelado. Esto se ha visto durante el gobierno 
de Jair Bolsonaro que, aun consiguiendo avanzar una agenda de transformacio-
nes contrarias al Estado de derecho, enfrentó límites (Tanscheit, 2023) que fueron 
más débiles en El Salvador.  

 
 

Las elecciones presidenciales 2024: escenarios 
 

Las elecciones presidenciales 2024 muestran la variedad de situaciones que viven 
los sistemas políticos latinoamericanos. Venezuela se ha convertido en una dictadura 
con fuerte presencia militar en el gobierno y altos niveles de corrupción y represión 
(López Maya 2024). El Salvador avanza en ese camino, pero lo hace con un elevado 
apoyo popular y una ciudadanía desmovilizada (Aguilar et al., 2023). En México ha 
habido una repolitización de la ciudadanía y un incremento de la legitimidad del go-
bierno, pero también una tensión marcada por su propensión a cooptar instituciones 
de control. En República Dominicana el presidente ha sido reelecto con amplio res-
paldo. En Panamá la elección fue atípica porque el candidato que lideraba las encues-
tas desistió por enfrentar causas judiciales, nombrando un delfín, en un escenario en 
que nuevos partidos y la sociedad civil comienzan a adquirir mayor relevancia (Ne-
vache, 2024). Finalmente, Uruguay es el país con mayor estabilidad en su sistema de 
partidos y ha conducido a la alternancia en una disputada segunda vuelta. A conti-
nuación, se exponen los elementos destacados de estos procesos.  

 
Menor fragmentación, mayor concentración de poder y legitimidad 

 
En el Informe Anual publicado por Fundación Carolina en 2023, Pablo Stefanoni 
señalaba que era posible ver la continuidad y profundización de tendencias des-
critas en 2022: fragmentación, desafección y polarización (Stefanoni, 2023). Con 
todas sus diferencias, los comicios presidenciales de 2024 muestran otro patrón: 
mayor concentración del poder y/o menor fragmentación partidaria y altos nive-
les de legitimación (incluso en procesos cuestionados como el salvadoreño).  

 
El voto económico importa, el fin del voto castigo 

 
Si en el período inmediato posterior a la pandemia el voto castigo fue predomi-
nante, en tres de las cinco elecciones presidenciales realizadas fue reelecto el par-
tido que ya estaba en el gobierno. El caso venezolano queda en un limbo debido 
a que, aunque el gobierno se ha autoproclamado triunfador, la oposición ha mos-
trado que no existió tal triunfo. En República Dominicana Luis Abinader (que, 
como Bukele, fue reelecto y es el fundador del partido que lo llevó al gobierno) 
consiguió un amplio apoyo. Sin embargo, en Dominicana el Estado de derecho 
es en términos relativos más sólido que en El Salvador mientras no se registran 
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ataques a la oposición partidaria y civil de las dimensiones observadas en El Sal-
vador. El triunfo de Abinader obedece a la bonanza económica. El PIB creció un 
10,2% en 2021 (efecto rebote pospandemia), el 4,9% en 2022 y más del 4% en 2023 
(Malamud y Núñez Castellano, 2024). En Panamá no hay reelección, pero el 
apoyo a Mulino como delegado del expresidente Martinelli se basó en la expec-
tativa de recuperar la bonanza económica que caracterizó a su gobierno. En Uru-
guay, a pesar de la popularidad del presidente, este no consiguió extenderla a su 
candidato y una eficiente campaña del principal partido de la oposición, el Frente 
Amplio, lo llevó nuevamente al gobierno tras el breve interregno 2019-2024 (el 
Frente Amplio había gobernado sucesivamente desde 2004 hasta 2019). 

 
El reto de la sucesión  

 
Que no se permita la reelección (México) y/o que un liderazgo fuerte quede in-
habilitado por la Justicia (como ocurrió en Panamá a Martinelli) da espacio a di-
ferentes formas de sucesión. En México la nominada por Andrés Manuel López 
Obrador fue Claudia Sheinbaum, una mujer con una reconocida trayectoria po-
lítica que realizó la campaña electoral alabando la gestión y el liderazgo de su pre-
decesor. Allí, como también en Panamá, una primera fuente de incertidumbre 
proviene de la relación que tendrían ambos líderes. En Panamá parece haberse 
enfriado tras la elección. Las diferencias entre ambos casos son muchas, comen-
zando por la fortaleza de MORENA y sus aliados en México y la debilidad de Re-
alizando Metas en Panamá. Considerando los precedentes regionales, cabe 
prestar atención a posibles tensiones que surjan en estas relaciones.  
 
El desconcierto de algunos partidos tradicionales 

 
En Panamá los dos partidos históricos, el Partido Revolucionario Democrático y el 
Partido Panameñista, que habían ocupado la Presidencia en seis de los siete periodos 
postransición, obtuvieron resultados históricamente bajos, sumando apenas el 10,9% 
de los votos. Otros países que han vivido transformaciones recientes en sus sis-
temas de partido y el surgimiento de liderazgos fuertes, como El Salvador y Mé-
xico, encuentran a las élites de los partidos tradicionales muy deslegitimadas ante 
la opinión pública. Las denuncias de corrupción —amplificadas por las dinámicas 
polarizantes que ejercen líderes que cuentan con amplio respaldo social (Bukele 
y López Obrador)— no facilita a estos partidos su renovación. Su alegato en favor 
de la institucionalidad tiene poca llegada entre una población desencantada por 
sus patrones previos de actuación. Esto genera enormes retos y da centralidad a 
la acción de una oposición democrática, clave para evitar la concentración del 
poder. Puede decirse que la situación es grave en El Salvador, donde Bukele ha 
cooptado las instituciones, mientras en México sectores de la sociedad civil or-
ganizada tienen en términos relativos más margen para la acción, incluso en un 
contexto crítico (Palma, 2024).  

 
Bukele: Un remake de Yo el supremo  

 
El caso más destacado de hiperliderazgo es el de Nayib Bukele en El Salvador. Bukele 
llegó al poder en 2019. Se impuso en la primera vuelta con el 53%, frente al 31% de su 
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principal rival, desplazando a los dos partidos que habían gobernado desde 1989. Su 
triunfo se completó en 2021, cuando obtuvo mayoría absoluta en el Parlamento. 
Desde entonces, la alta popularidad le permitió establecer el “estado de excep-
ción” para pacificar el país, lo que derivó en una mayor popularidad por la per-
cepción positiva de los resultados obtenidos y la autorización a gobernar por 
encima de la ley, incluso violando derechos humanos (la criminalidad bajó desde 
106 por cada 100.000 habitantes en 2015 hasta 2,4 en 2023). Bukele destituyó a 
los magistrados de la Corte Suprema y al Fiscal General y designó a los nuevos 
miembros. Una consecuencia lineal de dicha intervención fue la interpretación 
que le permitió presentarse a la reelección consecutiva, que no estaba contem-
plada en la Constitución. Señala Carlos Dada (2023) que el presidente salvado-
reño gobierna rodeado de un reducido grupo de familiares no electos que acceden 
a las instituciones y se mueven con su aparato de seguridad del Estado sin que 
nadie les pida credenciales.  

 
La estabilidad relativa de otros sistemas de partidos 

 
No todos los países exhiben la irrelevancia de la oposición tradicional. Uruguay 
es el caso más destacado de estabilidad del sistema de partidos a nivel regional y 
destaca a nivel global. El 27 de octubre el Frente Amplio consiguió el 42% de apo-
yos y los partidos de derecha alrededor del 47%. Estos no compitieron juntos por-
que la ley no permite alianzas preelectorales. Para la segunda vuelta la derecha 
se alineó detrás del Partido Nacional pero no hubo un trasvase lineal y el Frente 
Amplio consiguió incrementar su apoyo (52%) consiguiendo la Presidencia. En 
este país se han creado nuevos partidos, pero han tenido de momento un lugar 
marginal, como Cabildo Abierto (partido de la derecha radical que entró a la 
alianza de gobierno en 2019 y que perdió su escaño en el Senado en el proceso 
electoral), o ahora Identidad soberana, un partido negacionista climático que 
obtuvo dos bancas en la Cámara de Representantes. En Panamá, como se ha 
dicho, los partidos históricos fueron desplazados, aunque no hayan desapare-
cido. Ese lugar fue reemplazado por nuevas fuerzas que Nevache (2024) denomina 
“martinellista” y “anticorrupción”, y que reflejan un nuevo clivaje con un lugar no-
vedoso para la coalición de independientes que podría dar impulso a una renovación 
de mayor calado.  
 
El involucramiento de la ciudadanía 

 
Panamá y Venezuela son los países con mayor involucramiento ciudadano en pro-
testas o acciones contenciosas durante el período prelectoral y electoral 2024. Pa-
namá vive desde hace años oleadas de protestas. Los principales hitos políticos 
de la última década han girado en torno a una sociedad cada vez más movilizada 
pero también acosada por escándalos de corrupción. Uno de los eventos desta-
cados en la previa electoral fue una protesta que estalló en octubre de 2023 debido 
a la aprobación exprés de un acuerdo con una empresa minera que fue rechazado 
por una serie de protestas. El gobierno de Laurentino Cortizo convocó un refe-
réndum que fue cancelado por el Tribunal Electoral, tras lo cual el gobierno de-
claró una moratoria que fue suspendida cuando la Corte Suprema de Justicia 
declaró “inconstitucional” el contrato. Los jóvenes fueron actores centrales en 
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estas protestas que también impulsaron el buen resultado de la coalición “anti-
corrupción” aunque esta no llegó al gobierno5.  

En Uruguay los mecanismos de democracia directa ofrecen incentivos a las 
organizaciones de la sociedad civil para mantenerse informadas y activas (Lissi-
dini 2022). En las elecciones 2024 fueron votados dos plebiscitos activados por 
recolección de firmas y ambos fueron rechazados: el plebiscito “punitivista” im-
pulsado por la coalición de derecha y el que buscaba mayor protección social que 
impulsaron los sindicatos (Lissidini 2024).  

 
Tabla 4. Presidente, oposición, ciudadanía y estado de derecho  

en seis países 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: elaboración propia basada en los indicadores de apoyo presidencial de Statista 2024 y datos 
actualizados para Uruguay; Estado de la oposición y ciudadanía de análisis propio basado en los eventos 
registrados (protestas en el caso de Panamá y México, activación de mecanismos de democracia directa  
en el caso uruguayo) y Estado de derecho basado en https://worldjusticeproject.org. 

 
La dictadura al desnudo en Venezuela  
 
Las elecciones presidenciales en Venezuela pusieron en tensión máxima al sis-
tema político. Por un lado, el partido en el poder de forma ininterrumpida desde 
1999 ha vaciado de sentido las instituciones de control y contrapesos, alineadas 
con el gobierno. Por otro, el sistema de votación tiene un diseño casi inexpugna-
ble, más aún si la sociedad civil se activa para participar y acompañar el proceso 
electoral. En la noche del 28 de julio el CNE interrumpió el conteo alegando un 
hackeo del sistema (no probado) que no le impidió, sin embargo, anunciar el 
triunfo de Nicolás Maduro. La oposición afirma haber ganado con el 67% contra 

5  La primera temporada del podcast El Puente del CIEPS registra las características y resultados de las 
elecciones en Panamá. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=lIuSlcsZhBU.

País
Legitimidad  
del presidente

Estado de la 
Oposición

Ciudadanía
Estado 
de derecho

El Salvador Muy Alta
Deslegitimada, 
muy débil

Desmovilizada Muy débil

México Muy Alta Deslegitimada
Movilización 
media-baja

Débil

Panamá Alta
Activa, 
organizada

Movilización 
media-alta

Medio

Rep. 
Dominicana

Muy Alta Débil Desmovilizada Medio

Uruguay Alta
Activa, 
organizada

Movilización 
media

Fuerte

Venezuela Muy baja
Activa, 
organizada

Alta 
movilización

Muy débil
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el 30% y lo basa en las más de 24.000 actas (81% del total) recogidas por cientos 
de voluntarios organizados en los “comanditos” que se ocuparon de recolectar, 
escanear y centralizarlas en una página web que permite buscar con el número 
de la cédula el resultado de la mesa de votación donde la persona esté inscrita 
(auditoría y transparencia). Hubo protestas y represión en los días siguientes. Los 
intentos débiles y/o infructuosos de mediación internacional fracasaron. Ed-
mundo González se exilió en España y el chavismo cada vez más deslegitimado 
se dispone a mantenerse en el poder. Las perspectivas de apertura se alejan mien-
tras una nueva oleada de migración amenaza con desestabilizar la región y dejar 
a miles de seres humanos en una situación de vulnerabilidad extrema (el informe 
de ACNUR de septiembre de 2024 da cuenta de ocho millones de personas que 
han salido del país).  

 
 

Reflexiones finales 
 

En escenarios de “política democrática normal” las elecciones operan como el 
marco en que es posible incidir sobre la agenda u orientación del gobierno para 
confirmarla o modificarla. Para que esto ocurra, debe haber competencia libre y 
justa, y los partidos deben tener capacidad de articular intereses, promover agendas 
e implementarlas en caso de llegar al gobierno. La debilidad de la democracia con-
temporánea no reside solo en la emergencia de liderazgos autoritarios, sino funda-
mentalmente en la debilidad del sistema para cumplir con las expectativas de la 
ciudadanía. Donde las elecciones importan existe un círculo virtuoso entre diferentes 
dimensiones que incluyen una ciudadanía activa, una oposición alerta y un gobierno 
responsable. Este es el escenario en Uruguay. Panamá aparece como un caso en ten-
sión en el que la movilización ciudadana abre una ventana de oportunidad mientras 
la fragmentación relativa del poder no permite al gobierno imponer una agenda sin 
consensos. Distinta es la situación en México y Dominicana, donde se pondrá en 
juego la responsabilidad y credenciales democráticas de las élites en el gobierno y la 
capacidad de la ciudadanía y la oposición para evitar que la concentración de poder 
derive en reformas institucionales orientadas a acaparar poder.  

En conclusión, las elecciones presidenciales latinoamericanas de 2024 mues-
tran, en primer lugar, una gran diversidad que incluye desde escenarios de de-
mocracias consolidadas (Uruguay) hasta autoritarismos represivos y fraudulentos 
(Venezuela).  

Segundo, un cambio en los patrones previos de rechazo al partido en el gobierno, 
con una mayoría de reelecciones del ejecutivo (El Salvador, Dominicana) o del partido 
en el gobierno (México). Tercero, menor fragmentación del poder y mayor legitimi-
dad de los presidentes electos en comparación con los procesos del año previo. La ex-
cepción es Panamá, donde el número efectivo de partidos y la polarización han 
aumentado (Nevache, 2024). En tres de los países analizados la ley establece el triunfo 
por mayoría simple (México, Panamá y Venezuela) mientras en los tres en que existe 
la posibilidad de la segunda vuelta esta solo tuvo lugar en Uruguay (la mayoría obte-
nida la hizo innecesaria en El Salvador y República Dominicana). 

Cuarto, una ciudadanía desmovilizada y una oposición deslegitimada faci-
litan la concentración de poder (El Salvador), mientras lo opuesto deja abiertas 
las expectativas de profundización democrática desde abajo (Panamá). Quinto, 

Donde las 
elecciones importan, 
existe un círculo 
virtuoso entre 
diferentes 
dimensiones que 
incluyen una 
ciudadanía activa, 
una oposición alerta 
y un gobierno 
responsable
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cuando la ciudadanía percibe que los gobiernos han sido exitosos y la oposición 
está muy deslegitimada los premia (República Dominicana), incluso si hay dudas 
sobre una agenda de reformas institucionales (México).  

Y sexto, la experiencia venezolana muestra la importancia, pero también la 
insuficiencia, de la organización de la oposición y la movilización ciudadana en 
contextos de autocratización en que las elecciones abren una ventana de oportu-
nidad. En Venezuela hubo un claro esfuerzo de articulación opositora que contó 
con el acompañamiento de la ciudadanía. Sin embargo, el control del aparato del 
Estado y la debilidad o ineficiencia de los apoyos internacionales impidieron que 
tuviera éxito (de momento).  
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Introducción 
 
En las últimas décadas, las cortes constitucionales de varios países latinoameri-
canos se han convertido en una fuente de incomodidad para los gobiernos de 
turno, especialmente para aquellos con tendencias autoritarias o populistas. 
Las reformas judiciales de los años noventa, que en su momento fueron un hito 
para la construcción de la democracia y el Estado de derecho, hoy se encuentran 
en una etapa de retroceso en varios países. Tres décadas después de estos avan-
ces, estamos siendo testigos de un preocupante deterioro en las garantías de in-
dependencia judicial, profesionalización y el poder de revisión de las cortes 
constitucionales. 

En este contexto, los líderes populistas o autoritarios de la región parecen 
haber comprendido rápidamente que el poder de veto de las cortes constitucio-
nales representaba un obstáculo para la implementación de sus agendas políticas. 
Las cortes, al imponer límites a sus impulsos autoritarios, se convirtieron en un 
blanco de ataques sistemáticos (Aguiar, 2023). Siguiendo una estrategia que pa-
rece de un “manual del dictador”, algunos de estos actores políticos han logrado 
modificar el diseño institucional de las cortes para someterlas al control del poder 
ejecutivo y usarlas para erosionar la democracia. En diversos casos esto se ha fa-
cilitado gracias a las mayorías que ganan en los congresos y que otorgan una fa-
chada de legitimidad a reformas que, en la práctica, desmantelan la autonomía y 
la independencia de uno de los poderes más esenciales para el funcionamiento 
de la democracia: el poder judicial. 

En América Latina tan pronto como se inauguraron los nuevos gobiernos de-
mocráticos, varios liderazgos empezaron un proceso de desmantelamiento de las 
pocas instituciones instaladas hasta ese momento. ¿Cómo se ha desarrollado el 
proceso de erosión de los contrapesos en varias de las democracias de la tercera 
ola en América Latina? ¿Qué papel ha jugado el poder judicial? En este trabajo 
examino el surgimiento del activismo judicial de América Latina, destacando los 
procesos de judicialización de la política que potencialmente pueden estar a la 
base de los ataques retóricos e institucionales desplegados desde el ejecutivo con-
tra el poder judicial. Posteriormente analizo cómo las cortes han sido usadas para 
erosionar la democracia en algunos países de la región. Finalmente, cierro este 

 
 
 
 
9. PODER JUDICIAL Y EROSIÓN  
DEMOCRÁTICA EN AMÉRICA LATINA 

 
AZUL A. AGUIAR AGUILAR 
ITESO, Universidad Jesuita de Guadalajara 

Atestiguamos  
un preocupante 
deterioro en las 
garantías de 
independencia 
judicial, 
profesionalización y 
el poder de revisión 
de las cortes 
constitucionales



PODER JUDICIAL Y EROSIÓN DEMOCRÁTICA EN AMÉRICA LATINA AZUL A. AGUIAR AGUILAR

124

texto con una reflexión sobre la paradoja relacionada con cómo el poder y el ac-
tivismo asertivo de cortes constitucionales parece estar a la base de los ataques 
desplegados por los gobiernos para socavar su legitimidad, y usarlas después 
como instrumento que legitima la erosión de la democracia. 

 
 

El surgimiento del poder judicial como contrapeso 
 

Las democracias de la “tercera ola” en América Latina trajeron consigo una re-
volución institucional en los poderes judiciales. Desde las dictaduras del cono 
Sur, hasta los autoritarismos electorales más clásicos como el mexicano, se intro-
dujeron cambios institucionales que reconfiguraron el funcionamiento del poder 
judicial, particularmente, de las cortes constitucionales o supremas cortes. Estas 
transformaciones institucionales significaron más poder para las cortes constitu-
cionales y derivaron en un activismo judicial nunca visto en la región, esto es: las 
y los jueces empezaron a ser actores relevantes de la arena política, tomando de-
cisiones con efectos políticos y de política pública, un campo que anteriormente 
estaba reservado a los poderes legislativo y ejecutivo. 

Durante los años noventa del siglo XX, las discusiones constitucionales se 
centraron en el rediseño institucional de las formas de gobierno, y los sistemas 
electorales más apropiados para la democracia, pero también en la reconstruc-
ción del Estado de derecho, como pilar fundamental para la transformación de 
los regímenes políticos. Para contar con un Estado de derecho fuerte y efectivo, 
que pudiera administrar e impartir justicia pronta, expedita e imparcial, en la 
mayoría de los países de la región se introdujeron reformas judiciales que die-
ron vida a cortes supremas con poderes de revisión constitucional, modelos de 
gobernanza judicial para administrar los recursos materiales y financieros, 
pero también humanos, del poder judicial y poner en marcha un sistema judi-
cial de carrera, así como mecanismos de transparencia y rendición de cuentas. 
Fue también en los primeros años de la transición a la democracia cuando mu-
chos países en América Latina rediseñaron su sistema legal, pasando de un sis-
tema predominantemente inquisitorio a otro acusatorio, en donde los juicios 
orales y principios como la presunción de inocencia, el debido proceso, o la in-
mediatez de las audiencias, empujarían la transformación más importante de 
la justicia desde la independencia de los países en América Latina. Así, estas 
reformas fueron impulsadas por la necesidad de romper con legados autorita-
rios y consolidar los principios del Estado de derecho en el contexto de la na-
ciente democracia. 

Durante las décadas de los años ochenta y noventa, América Latina vivió un 
periodo de intensa reforma judicial. Las reformas variaron significativamente entre 
los países, reflejando avances y consolidando el Estado de derecho, pero también se 
produjeron procesos de captura o que buscaban limitar o manipular el poder las cor-
tes. Los datos del proyecto Variedades de la Democracia (Coppedge, Gerring, Knut-
sen, Lindberg, Teorell, Alizada, et al., 2024) revelan que casi todos los países 
latinoamericanos implementaron reformas judiciales de relevancia en ese periodo. 
En algunos países se realizaron cambios para aumentar la capacidad del poder 
judicial en su contrapeso a los otros poderes del Estado. Los ejemplos más nota-
bles —cuando la línea se acerca al valor 2 en el gráfico 1, expresando un mayor 
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grado de reforma—1 incluyen a Bolivia (1993 y 1998), Brasil (1988), Colombia (1991), 
Chile (1990), Costa Rica (1987, 1994 y 1997), El Salvador (1983) Guatemala (1985), 
México (1994) y Nicaragua (1995), donde se verificaron reformas para fortalecer la 
capacidad institucional del poder judicial para limitar el poder político. 

 
GRÁFICO 1. Reforma Judicial en América Latina (1980-2000) 

Fuente: Elaboración propia a partir de Coppedge et al. (2024): “V-Dem Codebook v14”. 

 
Sin embargo, durante estos años también se realizaron reformas en las que 

la habilidad del poder judicial para contrapesar al poder político fue reducida, 
como lo muestran claramente el caso de Argentina (1991), El Salvador (1993), 
Guatemala (1981), Nicaragua (2000) y Perú (1992-1997). En otros casos no se ve-
rificaron reformas judiciales sustantivas, como por ejemplo en Ecuador, Para-
guay, Venezuela y Uruguay durante la mayor parte de los años ochenta y noventa 
(Gráfico 1). Estas reformas reflejan la complejidad de los procesos de transición 
política en la región, donde los avances en la justicia y la consolidación del Estado 
de derecho no fueron lineales, sino que estuvieron sujetos a las dinámicas políti-
cas y los intereses de las élites gobernantes de esos momentos. 

A pesar de esto, como también se puede observar en el gráfico 2, la indepen-
dencia judicial, variable clave para hacer efectivo el empoderamiento de las cor-
tes, fue alta y estable por alrededor de dos décadas en varios países como 

1  Las gráficas se elaboraron en el programa estadístico R con la herramienta ggplot2 (Wickham 2016), 
usando las variables relacionadas con el poder judicial de la base de datos del proyecto Varieties of De-
mocracy 2024 que están disponibles online.
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Argentina (2000-2020), Brasil (2000-2024), Chile, Colombia y Costa Rica (1990-
2000), Guatemala (1990-2014), México (2000-2020), Perú (2000-2020) y Uru-
guay (1990, 2024)2. Otros países tuvieron periodos más cortos como El Salvador 
(2010-2019) y Paraguay (2008-2012). Esto significó que, en la mayoría de los paí-
ses de América Latina, el poder judicial tenía las condiciones institucionales para 
decidir autónomamente sus casos, reflejando en sus decisiones principalmente 
la apreciación de los jueces constitucionales sobre la ley y el caso y menos las pre-
ferencias del gobierno. No obstante, esto no sucedió en situaciones como las de 
Nicaragua o Venezuela. En el caso de Venezuela (2004), tras la captura del Tri-
bunal Supremo y la Cámara Constitucional por Hugo Chávez, estas instituciones 
comenzaron a fallar en los asuntos de relevancia política alineándose con el go-
bierno (García y Sánchez, 2023). 

 
GRÁFICO 2. Independencia judicial en América Latina, 1990-2023 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de Coppedge et al. (2024): “V-Dem Codebook v14”. 

 
Estos niveles de independencia en las cortes cambiaron el número efectivo 

de jugadores con veto en los sistemas políticos de estos países. De hecho, las cor-
tes comenzaron a ser usadas por la oposición y la ciudadanía como un nuevo ins-
trumento para defender sus derechos y poner límites al gobierno. La política se 
judicializó y diferentes casos de derechos comenzaron a ser decididos por los tri-
bunales, desde temas de derechos de las mujeres a interrumpir el embarazo —
como en la Suprema Corte mexicana—, o la despenalización del aborto —como 

2  Cuanto más se acerca al valor 4, mayor independencia judicial.
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en el caso de Argentina—, hasta protección del derecho a la salud (recibir medi-
camento para enfermos con VIH) en el caso de la Sala Cuarta en Costa Rica (Wil-
son 2010). Asimismo, se han judicializado casos de conflictos entre poderes 
políticos, como la reelección para un tercer mandato del entonces presidente Ál-
varo Uribe en Colombia, donde la Corte Constitucional anuló el referéndum 
constitucional que le autorizaba hacerlo. 

La judicialización de la política, sin embargo, también puede traer conse-
cuencias indeseables para el régimen político democrático. Como se observa en 
varios países, el poder de las cortes hizo posible que se desatara un ataque siste-
mático contra ellas, así como el ascenso de políticas autocráticas. Por ejemplo, tal 
como se vio en el caso de la Operación Lava Jato en Brasil, el activismo judicial puede 
transformarse en un arma de doble filo para el régimen democrático (González 
Ocantos et al., 2023). Si bien en un principio el poder judicial se catapultó como un 
baluarte en la lucha contra la corrupción en Brasil, su creciente protagonismo tam-
bién lo expuso a cuestionamientos y ataques. Los jueces involucrados, incluidos los 
del Supremo Tribunal Federal, fueron vistos por algunos sectores políticos y de la 
sociedad, pero también de la academia, como actores excesivamente influyentes, 
poco imparciales e incluso como una fuente para la desestabilización del régimen 
político (Marona 2023). Asimismo, esta percepción fue utilizada estratégicamente 
por actores políticos de extrema derecha, que aprovecharon la desconfianza gene-
rada para promover una agenda que atacaba directamente las instituciones demo-
cráticas. En particular, se intentó erosionar la credibilidad y la independencia del 
poder judicial, presentándolo como un obstáculo para el “mandato popular” impul-
sado por estas fuerzas políticas. Lo que comenzó como un proceso judicial de alto 
perfil contra la corrupción política se transformó en una plataforma desde la cual se 
consolidaron narrativas populistas, que intentaron desacreditar no solo a los jueces 
involucrados, sino al sistema judicial en su conjunto. 

Este fenómeno no es único de Brasil, ya que se ha replicado en otros países 
de la región, como México, Perú, Nicaragua, Bolivia o El Salvador, donde la judi-
cialización de la política ha llevado a conflictos entre el poder judicial y los eje-
cutivos, que perciben estos avances como una amenaza a su propio poder. Esto 
pone de relieve el delicado equilibrio que las cortes deben mantener: su interven-
ción en la política debe estar acompañada de una clara protección a su indepen-
dencia para evitar que sus acciones sean usadas como excusa para socavar el 
régimen democrático. Así podríamos estar frente a una paradoja: mientras más 
fuerte sea la actuación del poder judicial en la política para democratizar diversos 
aspectos del régimen político, mayor es el riesgo de que se convierta en el blanco 
de ataques que buscan minar su legitimidad e independencia. En la siguiente sec-
ción se describe como se han desarrollado estos procesos. 

 
 

Ataques al poder judicial y erosión de la democracia 
 

Las supremas cortes en América Latina han decidido casos que incomodan al 
poder político y que polarizan a la sociedad, por ejemplo, en políticas de seguri-
dad, derechos sociales o conflictos políticos. Este proceso está acompañado tam-
bién por el surgimiento de liderazgos con tendencias autocráticas tanto de 
izquierda como de derecha. En este escenario, lo que se ha visto es a líderes po-
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pularmente electos en las urnas que no soportan que sus políticas sean revisadas, 
cuestionadas y declaradas inconstitucionales por un grupo de jueces. Estos au-
tócratas apelan a la “voluntad popular” y al mandato del pueblo o de la mayoría 
para justificar sus ataques retóricos e institucionales al poder judicial, pero tam-
bién a otras instituciones autónomas que les hacen contrapeso.  

En América Latina, Nayib Bukele (El Salvador), Jair Bolsonaro (Brasil), Hugo 
Chávez (Venezuela), Daniel Ortega (Nicaragua), Evo Morales (Bolivia) y Andrés 
Manuel López Obrador (México) ilustran muy bien esta dinámica, como muestra 
el gráfico 3: la aproximación al valor 0 en estos casos representa que “los ataques 
eran comunes y se llevaban a cabo casi todos los meses del año” (Coppedge et al., 
2024). Estos ejecutivos atacaron retóricamente a las cortes de manera sistemática 
durante sus mandatos, acusando a los jueces de corruptos, privilegiados, protec-
tores de intereses privados de derecha (o izquierda dependiendo la preferencia 
política del ejecutivo en el poder), enemigos del pueblo, así como de decidir sus 
sentencias favoreciendo a criminales. Por ejemplo, Bolsonaro durante su man-
dato buscó llevar a juicio político a los jueces del Supremo Tribunal Federal (STF) 
en incluso incrementar el número de asientos para nombrar a sus aliados (Ma-
rona, 2024). Adicionalmente, usó recursos informales para difundir mentiras en 
redes sociales y afectar la legitimidad de los jueces del STF. 

 
GRÁFICO 3. Ataques del gobierno al poder judicial, (2000-2023) 

 Fuente: Elaboración propia a partir de Coppedge et al. (2024): “V-Dem Codebook v14”.
 

Algunos de estos ejecutivos fueron más allá de ataques retóricos. Al descubrir 
el poder de control de las cortes, empujaron tan pronto como pudieron reformas 
constitucionales para limitar sus poderes e independencia. En México, por ejem-
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plo, después de más de cinco años de atacar las decisiones de la Suprema Corte y jue-
ces federales (ver el declive de la línea de México en el Gráfico 3) en proyectos clave 
para el ejecutivo como la ley de la Guardia Nacional, la reforma electoral (Plan B) o la 
ley eléctrica, el entonces presidente López Obrador envío una propuesta de reforma 
constitucional para desmantelar la independencia del poder judicial. Esta iniciativa 
de fin de sexenio propuso elegir por voto popular a todos los jueces del país (federales 
y locales), incluidos los de la Suprema Corte, hacer desaparecer la carrera judicial 
para jueces y magistrados, y crear un Tribunal de disciplina judicial para castigar la 
indisciplina de jueces mediante procedimientos poco claros. Un día después de que 
su partido y su candidata obtuvieron una mayoría de votos para las cámaras en las 
elecciones federales de 2024, López Obrador declaró que, del paquete de iniciativas 
de reforma constitucional que había presentado recientemente, la que era más im-
portante y debía votarse era la reforma judicial (AMLO, 2024).  

De hecho, una vez instaladas las nuevas cámaras dominadas por el Movi-
miento de Regeneración Nacional (MORENA), en menos de dos semanas el par-
tido del presidente saliente logró aprobar la reforma judicial. Con ello se socavó 
la independencia del Suprema Corte y los tribunales federales y se instruyó la 
destitución de más de 1.600 personas juzgadoras con carrera judicial: una purga 
judicial masiva y sin comparación en la historia política del país, pero también de 
América Latina. El procedimiento de destitución (por tómbola) se previó para ha-
cerse en dos fases, 2025 y 2027, asegurando así el control que tiene MORENA en 
las cámaras los próximos 3 años, evitando llegar a las elecciones intermedias de 
2027. Esto es clave, pues los ciudadanos votarán las listas de personas candidatas 
que propagan los partidos en el legislativo y en el ejecutivo, además de la lista pro-
puesta por el propio poder judicial (Aguiar, 2024). De esta manera, se refuerza la 
estrategia del ejecutivo de ampliar sus poderes a expensas de las normas cons-
titucionales y los contrapesos democráticos, socavando gradualmente la demo-
cracia constitucional. Este proceso no solo erosiona las instituciones de la 
democracia, sino que ha abierto las puertas del autoritarismo (Aguiar, Cornejo y 
Monsiváis, en prensa), debilitando el sistema de contrapesos que garantizaba la 
independencia entre los poderes del Estado. 

Alrededor de este mismo periodo, una historia muy similar sucedió también 
en El Salvador bajo la presidencia de Bukele. Durante sus primeros dos años de 
presidencia, los ataques a la Sala de lo Constitucional en El Salvador fueron una 
constante que puede observarse en el declive de la línea en 2021 (gráfico 3). En 
este periodo, Bukele enfrentó varios fallos que limitaron su capacidad para im-
plementar políticas de seguridad pública, en particular aquellas vinculadas a su 
controvertido “Plan Control Territorial”, una estrategia dirigida a reducir la vio-
lencia de las pandillas con procedimientos sumamente cuestionables en términos 
de derechos humanos. Asimismo, su política de aislamiento durante la pandemia 
fue recurrida en los tribunales, particularmente, el decreto relacionado con el 
confinamiento sanitario que derivó en detenciones arbitrarias por parte de las 
fuerzas armadas a personas que incumplían la cuarentena. La Sala de lo Cons-
titucional anuló el decreto de Bukele por exceder sus competencias (WOLA, 
2020). Sin embargo, el presidente desafió a los jueces constitucionales y anunció 
en un tweet que no acataría la resolución judicial. 

En 2020 Bukele protagonizó una escalada de tensión institucional cuando, 
junto con miembros de las fuerzas armadas, ingresó al Congreso para presionar 
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por la aprobación de un préstamo destinado a financiar su plan de seguridad. La 
medida fue ampliamente criticada por diversos sectores, y la Sala de lo Constitu-
cional emitió una resolución condenando este acto como una amenaza al equili-
brio de poderes (El Faro, 2020). Bukele, nuevamente, minimizó la decisión y 
continuó con su retórica desafiante hacia los magistrados. 

En mayo de 2021, tan pronto como su partido Nuevas Ideas obtuvo el control 
del Congreso en las elecciones intermedias, el presidente ordenó a su partido pro-
ceder con la destitución de los magistrados de la Sala de lo Constitucional y del 
fiscal general, bajo acusaciones de obstaculizar las políticas del gobierno (Aguiar, 
2023). Esto representa un ataque institucional directo a la independencia judicial. 
Los nuevos magistrados son personas alineadas con las preferencias del ejecu-
tivo. Este cambio hizo posible, por ejemplo, que la Sala de lo Constitucional fallará 
a favor del gobierno en temas políticos que erosionan aún más la ya maltrecha 
democracia salvadoreña, incluida la decisión que permitió la reelección presi-
dencial consecutiva de Bukele, a pesar de que la Constitución de El Salvador la 
prohíbe expresamente. 

Perú comparte una historia similar con México y El Salvador, aunque agudi-
zada por las disputas entre los poderes ejecutivo y legislativo, particularmente 
entre 2016 y 2024, que los llevaron a acudir al Tribunal Constitucional para diri-
mir sus conflictos. Esto provocó que se verificaran ataques contra los jueces y los 
tribunales tanto desde el poder legislativo como desde el ejecutivo. 

El declive que observamos en la línea de Perú en 2020 (gráfico 3), representa 
tanto los ataques del congreso como del ejecutivo que recibieron el Tribunal 
Constitucional y la Junta Nacional de Justicia (JNJ), organismo autónomo respon-
sable de nombrar y evaluar a jueces y fiscales en Perú. Por ejemplo, el presidente 
Pedro Castillo adoptó una postura beligerante hacia las instituciones judiciales. 
Su narrativa estuvo marcada por acusaciones constantes contra el poder judicial, 
al que señaló de estar “corrompido” y de actuar en contra de las demandas po-
pulares. En diversas ocasiones, Castillo calificó a los jueces como una “mafia” 
que impedía la implementación de reformas a favor del pueblo. Estas declaracio-
nes formaban parte de un discurso más amplio que buscaba deslegitimar a las 
instituciones que contradecían o limitaban sus políticas de gobierno. Por otro 
lado, Castillo también enfrentó varias investigaciones por presuntos actos de co-
rrupción, lo que intensificó sus ataques contra la judicatura. Según varios artícu-
los de la prensa peruana, cada vez que un juez o un fiscal tomaba decisiones en 
su contra, el mandatario respondía con acusaciones de hostigamiento y persecu-
ción política hacia él y su familia (El Comercio, 2022). 

Por su parte el congreso se convirtió en el principal motor para debilitar los 
contrapesos. Desde 2020, el poder legislativo ha atacado de manera reiterada a 
la JNJ. Por ejemplo, varios congresistas buscaron recortar sus competencias o in-
terferir en sus decisiones, minando su capacidad para garantizar la independen-
cia judicial. En ese sentido, en 2024, el congreso removió arbitrariamente a dos 
miembros del JNJ afectando el quorum para tomar decisiones. Del mismo modo, 
propuso una iniciativa de ley para erradicar este organismo autónomo y susti-
tuirlo por uno dependiente del congreso, la Escuela Nacional de la Magistratura, 
lo que permitiría al legislativo nombrar y remover jueces y fiscales con mayor fa-
cilidad (Gutiérrez, 2024). Asimismo, en 2022, los partidos en el legislativo logra-
ron capturar el Tribunal Constitucional, nombrando seis de sus siete integrantes 
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en un proceso caracterizado por la poca transparencia según varias organizacio-
nes internacionales (HRW, 2023; Freedom House, 2024).  

Estos ataques y cambios institucionales han derivado en un Tribunal Cons-
titucional alineado y amigable con quien ocupa el poder. Esto se ha reflejado en 
las sentencias que emite. Por ejemplo, ha convalidado las preferencias del go-
bierno al limitar los derechos de pueblos indígenas a la consulta sobre proyectos 
que afectan sus territorios, ha mermado el poder de revisión judicial que tienen 
los jueces para inhabilitar funcionarios públicos y ha respaldado las preferencias 
del Congreso sobre nominaciones políticas para instituciones centrales como la 
Defensoría del Pueblo. Estas decisiones contribuyen a erosionar los contrapesos 
y centralizar la toma decisiones en el gobierno, afectando los derechos de la opo-
sición y de la ciudadanía en general. 

 
 

Conclusiones 
 

Las cortes constitucionales, diseñadas para ser las guardianas del orden constitu-
cional, resolver conflictos entre poderes y proteger los derechos humanos, se en-
cuentran bajo un asedio creciente en varios países de América Latina y otras 
regiones del mundo. El poder de estas cortes para poner límites al gobierno ha desa-
tado una paradoja: las resoluciones que emiten para controlar y limitar al poder político 
parecen estar a la base de su desmantelamiento y de la erosión de la democracia. Esto 
es, su activismo —producto de la independencia judicial y del reclamo de actores so-
ciales y políticos contra las políticas del gobierno— despierta la furia de los ejecutivos 
con tendencias populistas y autocráticas, desatando ataques contra la legitimidad de 
una de las instituciones menos conocidas del sistema político, pero central para el 
mantenimiento de la democracia constitucional. Los populistas y los falsos demócra-
tas lo saben y usan estrategias de comunicación para socavar la ya de por sí baja legi-
timidad popular de las cortes y sus jueces, y allanar el terreno para una reforma que 
les quite lo que ganaron en los años noventa: poder, independencia y profesionali-
zación. Esto asegura a estos líderes y partidos mantenerse en el poder con el 
apoyo de legalidad que le brindan cortes constitucionales sometidas. 

Este fenómeno se ha verificado no solo en América Latina, sino también en 
otros países como Indonesia y Filipinas (Dressel y Banoan, 2024), Turquía (Esen, 
2024), Polonia y Hungría, donde el poder ejecutivo ha atacado las cortes tanto re-
tórica como institucionalmente, con la finalidad de capturarlas. 

Este proceso se ha visto facilitado por la distancia que las cortes han mante-
nido respecto a la sociedad. A diferencia de las instituciones del ejecutivo y del 
legislativo, las cortes han permanecido en gran medida aisladas, lo que ha llevado 
a una falta de comprensión sobre sus funciones como contrapeso del poder polí-
tico. Esta desconexión y alejamiento permite que populistas y autócratas apro-
vechen la situación para desacreditar al poder judicial, acusándolo de carecer de 
la facultad para revisar leyes, de usurpar funciones que no le corresponden, e in-
cluso de perpetrar golpes de Estado. Esta falta de visibilidad ha permitido que se 
construyan narrativas distorsionadas, debilitando así la confianza en una de las 
instituciones más esenciales para el equilibrio democrático. Un tema que debería 
estar al centro de la reflexión de tribunales constitucionales y personas juzgadoras 
en tiempos de acoso y amenazas desde el poder político. 
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Introducción  
 

En el Informe Anual de la Fundación Carolina 2023-2024, Cecilia Güemes (2024) 
aborda las formas en las que los gobiernos progresistas de América Latina, en sin-
tonía con las reivindicaciones locales y el “momentum feminista” internacional, 
dieron lugar a distintos llamados para desarrollar políticas exteriores feministas 
que redefinieran las posiciones externas de los países de la región y sirvieran al 
tiempo como herramienta de transformación interna.  

Este artículo explora la evolución reciente de la política exterior feminista (PEF) 
en América Latina con miras a destacar sus ejes centrales, sus enfoques diferenciales 
y sus avances en la construcción de una agenda feminista a nivel regional. Aunque el 
análisis se concentra principalmente en aquellos países que han adoptado formal-
mente e implementado una PEF (México, Chile, Colombia y Bolivia), también aborda 
los que se alinean implícitamente con su agenda (Brasil) y los que se han alejado de 
ella después de experimentar cambios electorales marcados (Argentina).  

En la última sección de conclusiones, el artículo se adentra en varios de los 
aportes novedosos de la política exterior feminista latinoamericana a los debates 
internacionales, en particular su énfasis interseccional, antipatriarcal y pacifista. 
Así, no solo brinda una perspectiva actualizada sobre los procesos adelantados 
en la región, sino que invita a pensar en la importancia de integrar los principios 
feministas al ejercicio de la política exterior, justo en momentos en los que las 
múltiples crisis que enfrenta el mundo exigen respuestas innovadoras. 

 
 

México 
 

México fue el primer Estado latinoamericano en anunciar su intención de tener 
una política exterior feminista. Si bien el país ya había adelantado iniciativas para 
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integrar un enfoque transformador de género en su política exterior —por ejem-
plo a través de la creación del Programa para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 
(Proigualdad) en 2009, la creación de las Ventanillas de Atención Integral para 
la Mujer en 2015, y la modificación de la Ley del Servicio Exterior Mexicano para 
la garantía de la paridad y representación del personal diplomático en 2018 (Gar-
cía Morales, 2021; Ramírez y Mejía, 2021; Güezmes García y Romero Castelán, 
2024)— este lanzó oficialmente su política exterior feminista en 2020.  

Según los documentos oficiales, esta política gira en torno a cinco ejes (Subse-
cretaría para Asuntos Multilaterales y Derechos Humanos de México, 2020). En pri-
mer lugar, se propone transversalizar la agenda de género en la política exterior 
mexicana. Esto significa que la PEF no es una agenda independiente de los demás 
proyectos y procesos de la política exterior, sino que sus principios rectores están pre-
sentes en todos los aspectos de esta. Además, se propone transformar a la Secretaría 
de Relaciones Exteriores en un “ambiente de desarrollo igualitario”, erradicando den-
tro de ella las violencias y discriminaciones sufridas por las mujeres y haciendo visible 
su participación y aportes a la política exterior (2020: 10-12). Finalmente, se hace uso 
del término “interseccional” para referirse a la complementariedad entre la política 
exterior feminista y otros sectores y agendas del gobierno como la cooperación, la 
promoción económica, la promoción cultural y la promoción turística (2020: 16). 
Como se verá más adelante, se trata de un abordaje respecto a la interseccionalidad 
que es conceptual y políticamente distinto al utilizado dentro del feminismo, que re-
conoce el solapo existente entre diferentes categorías sociales, entre ellas género, 
clase social, raza, etnia, discapacidad y orientación sexual, a la hora de producir for-
mas diversas de discriminación, violencia y desigualdad. 

A partir de estos pilares, México ha impulsado su liderazgo en distintos escena-
rios regionales e internacionales en pro de los derechos de las mujeres. No es menor 
que la III Conferencia Ministerial sobre Políticas Exteriores Feministas, que convocó 
a representantes de más de 50 países y organismos internacionales, haya sido orga-
nizada por primera vez en América Latina bajo el liderazgo de este país. Dicho evento 
se centró en el diálogo sobre estrategias y medidas para alcanzar la igualdad en polí-
tica exterior, identificando buenas prácticas y lecciones aprendidas, lo que refleja el 
compromiso mexicano por ejercer protagonismo en relación con la agenda feminista 
a nivel global (Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, 2024c).  

Más aún, al liderar el Foro Generación Igualdad con Francia y ONU-Mujeres, 
donde se lanzó la Alianza Global por los Cuidados, México fortaleció su rol como 
promotor de la agenda por los cuidados, que tiene como objetivo visibilizar y re-
distribuir estos mismos para garantizar un trato justo a las mujeres cuidadoras y 
el acceso al cuidado para todas las personas (Güezmes García y Romero Castelán, 
2024). Este compromiso con la agenda de los cuidados se entreteje con la priori-
zación de la paz como imperativo categórico. Con la consolidación de la Red Ibe-
roamericana de Mujeres Mediadoras, el país ha hecho un esfuerzo por dar 
visibilidad a las acciones de las mujeres en la construcción y mantenimiento de 
la paz. Esta red, que incluye a Andorra, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Es-
paña, Guatemala, México, Perú, República Dominicana y Uruguay, tiene como 
objetivo promover la agenda de Mujeres, Paz y Seguridad, en particular en los 
puntos relacionados con la participación de las mujeres en los procesos de paz, 
consolidándose como un espacio fértil para el intercambio de buenas prácticas y 
la cooperación para este fin (Secretaría General Iberoamericana, 2023). 
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Chile 
 

En junio de 2023, Chile lanzó oficialmente su política exterior feminista, estable-
ciéndola como una política de Estado centrada en la igualdad de género. El do-
cumento estratégico publicado por el país, que incluye por primera vez un Plan 
de Acción para la PEF, subraya la importancia de mantener dicha política como 
un proceso dinámico y participativo, alineado con compromisos internacionales 
como la Carta de las Naciones Unidas, el Comité para la Eliminación de la Dis-
criminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), la Convención de 
Belém do Pará y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Desde entonces, Chile 
ha avanzado significativamente en la implementación de su política exterior fe-
minista, destacándose como un referente en América Latina. Esta política no solo 
se ha articulado como una herramienta clave para promover la igualdad de gé-
nero a nivel nacional, regional e internacional, sino también para redefinir su in-
serción en el ámbito multilateral.  

Uno de los hitos más relevantes fue la presentación de la política exterior fe-
minista de Chile en el marco de la 68ª Sesión de la Comisión de la Condición Ju-
rídica y Social de la Mujer (CSW68). Chile se convirtió así en el primer país en 
diseñar un Plan de Acción que permite seguir avanzando en la implementación 
de la PEF, lo que incluye acciones concretas para garantizar la participación igua-
litaria de las mujeres en la toma de decisiones, erradicar la violencia de género y 
contribuir a la justicia para las mujeres en el ámbito económico (Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Chile, 2024a).  

El Plan de Acción de la PEF chilena establece varias prioridades, entre las 
cuales se destacan: el fortalecimiento de los derechos humanos y la democracia 
con enfoque en la igualdad de género, la erradicación de la violencia de género, 
el empoderamiento de las mujeres en la toma de decisiones, y la agenda de mu-
jeres, paz y seguridad, además de áreas como comercio, cambio climático y la 
agenda digital (Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, 2023a). En el ámbito 
multilateral, se busca visibilizar las acciones del país, transversalizar la perspec-
tiva de género y asegurar la representación igualitaria de mujeres en esos espa-
cios. En el plano bilateral, se busca fomentar la colaboración en temas de género 
con países vecinos y promover el intercambio de experiencias con naciones que 
han adoptado políticas exteriores feministas. Para la integración regional, se pro-
pone la participación en mecanismos como la Comunidad de Estados Latinoa-
mericanos y Caribeños (CELAC), Mercosur y la Alianza del Pacífico (Ministerio 
de Relaciones Exteriores de Chile, 2023b).  

A través de estos avances y la priorización de las agendas de autonomía eco-
nómica de las mujeres, los cuidados y la transformación de la atención consular, 
Chile se ha destacado como otro líder latinoamericano en la igualdad de género, 
tanto en la región como a nivel mundial.  

 
 

Colombia 
 

En línea con la política de paz total del gobierno de Gustavo Petro y Francia Már-
quez, la política exterior feminista de Colombia se pensó, desde su concepción, 
como una apuesta pacifista, interseccional y participativa (Ministerio de Relacio-
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nes Exteriores de Colombia, 2022). Tras la incorporación del enfoque de género 
en las relaciones internacionales dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 (Gobierno de Colombia, 2023), el país dio un paso decisivo hacia la consoli-
dación de su PEF. Dicho proceso se realizó simultáneamente con el desarrollo del 
primer Plan de Acción Nacional (PAN) de la Resolución 1325, que incluyó la par-
ticipación de más de 1.500 mujeres en sus diversidades en diferentes regiones 
del país (Ministerio de Igualdad y Equidad, 2024). De forma paralela, se comenzó 
un diálogo entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y más de 40 organiza-
ciones de mujeres y personas LGBTIQ+ con el fin de formular la política exterior 
feminista, asegurando así que sus experiencias fueran tenidas en cuenta (Minis-
terio de Relaciones Exteriores de Colombia, 2023a; Güezmes García y Romero 
Castelán, 2024).  

Estos procesos participativos, que han sido un hilo común en prácticamente 
todos los ámbitos de la política pública durante el gobierno actual —incluyendo 
la política de seguridad y defensa— no solo permitieron legitimar la política ex-
terior feminista y el PAN 1325, sino también reafirmar su carácter interseccional, al 
considerar las diversas identidades y vulnerabilidades de grupos históricamente 
marginados del país (Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, 2023b). 

En el ámbito institucional y financiero, la PEF colombiana se consolidó en 
2024 con la aprobación de un proyecto de inversión destinado específicamente 
para su desarrollo y con la creación al interior de la Cancillería de un Grupo In-
terno de Trabajo para la Política Exterior Feminista y los Asuntos de Género (Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores de Colombia, 2024a), cuyo mandato es articular 
la política exterior colombiana con los compromisos internacionales en materia 
de igualdad de género y derechos humanos, garantizando la inclusión de una 
perspectiva feminista en las acciones diplomáticas del país.  

En línea con los esfuerzos del Ministerio de Relaciones Exteriores por ahon-
dar en la transversalización de un enfoque de género y feminista al interior de la 
institución, a nivel internacional —en el marco de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer (CSW68)— se presentó formalmente la política ex-
terior feminista ante el público de Naciones Unidas (Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, 2024c). El nombramiento a mediados de 2024 de la primera Embajadora 
Itinerante para Asuntos de Género y Política Global Feminista marcó un hito adi-
cional en este proceso (Medina, 2024), ya que además de confirmar la prioridad 
estratégica de la PEF en el actuar mundial colombiano, ha permitido difundir y 
promover los principios y objetivos centrales de la política exterior feminista de 
Colombia en múltiples espacios mundiales. Entre estos caben destacar la defensa 
de los derechos de las mujeres y niñas en sus diversidades y personas LGBTIQ+, 
la construcción de la paz y la seguridad humana desde un lente feminista, la jus-
ticia y los derechos sexuales y reproductivos, y la protección y cuidado de la vida, 
tanto humana como la del planeta y ecosistemas.  

Cabe anotar que, entre los gobiernos progresistas de Colombia, Chile y Mé-
xico, han comenzado a construirse esfuerzos colectivos para fortalecer la política 
exterior y la cooperación internacional feministas. Es el caso, por ejemplo, de un 
proyecto iniciado en 2024 con la CEPAL y el apoyo financiero de Alemania, que 
prioriza la transformación institucional de los ministerios de Relaciones Exterio-
res y sus academias diplomáticas para la formulación e implementación de polí-
ticas exteriores feministas sostenibles y efectivas (CEPAL, 2024). 
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Bolivia 
 

En octubre de 2024, la Cancillería del Estado Plurinacional de Bolivia anunció 
también su compromiso con la construcción de una política exterior despatriar-
calizadora que busca la desestructuración del sistema patriarcal y colonial (Canci-
llería de Bolivia, 2024a). A mediados del mismo año, el Viceministerio de Gestión 
Consular e Institucional y la Academia Diplomática Plurinacional organizaron el ta-
ller “Lineamientos de la Política Exterior Boliviana en el Marco de la Política de Des-
patriarcalización y Descolonización” con el objetivo de visualizar una política 
exterior con perspectiva de género. El taller incluyó exposiciones teóricas y mesas 
de trabajo sobre temas clave como la cooperación internacional, acuerdos econó-
micos y sociales, y la promoción de derechos humanos en el ámbito global.  

Además de su énfasis en el patriarcado y la necesidad de desmontar este sis-
tema de poder y opresión (Cancillería de Bolivia, 2024b), la visión boliviana sobre 
la PEF se distingue de otras de la región por su enfoque decolonial, que integra la 
cosmovisión indígena andina y el concepto del buen vivir. Esta aproximación, que 
se asemeja a la de Colombia, va más allá de las políticas feministas tradicionales 
al incorporar una perspectiva interseccional que busca, no solo la inclusión de las 
mujeres, sino también de las mujeres indígenas y campesinas, históricamente 
marginadas. A diferencia de otras políticas feministas en la región, Bolivia pro-
pone una despatriarcalización y descolonización de su política exterior, enfocán-
dose en las estructuras de poder y las jerarquías vinculadas a la raza, clase y 
género, que han perpetuado la exclusión. Mientras los otros países discutidos 
pueden centrarse más en la equidad y la paridad de género, Bolivia ha construido 
un discurso en torno a la política exterior basado en múltiples formas de discri-
minación y exclusión mediante un marco de justicia social y reconocimiento de 
la diversidad cultural (Garino, 2023).  

 
 

Brasil 
 

Si bien Brasil no ha dotado su política exterior con el apellido “feminista”, lo cierto 
es que el país ha asumido un compromiso marcado con la promoción de la agenda 
de los derechos de las mujeres y las niñas en sus diversidades. En marzo de 2023, 
el gobierno brasilero anunció el nombramiento de su Alta Representante para 
Asuntos de Género, quien está encargada de promover los asuntos relacionados 
con la equidad de género y los derechos de las mujeres (SWI, 2023). Como rasgo 
diferencial a destacarse, la política exterior brasilera no solo ha estado encami-
nada a erradicar las violencias contra las mujeres y las niñas, sino que también 
se ha comprometido explícitamente con la eliminación del racismo y la discrimi-
nación por motivos raciales. Por ejemplo, de la mano con Colombia, este país par-
ticipó en la promoción de una resolución en Naciones Unidas a mediados de 2024 
que dio lugar a la aprobación del Día Internacional de las Mujeres y las Niñas 
Afrodescendientes, un esfuerzo por el reconocimiento interseccional de las con-
diciones y situaciones particulares de discriminación particulares que sufren (Mi-
nistério das Relações Exteriores de Brasil, 2024a).  

Otro de los esfuerzos destacables en esta materia ha sido el liderazgo ejercido 
por el presidente Luiz Inácio Lula Da Silva para la creación del Consenso de Bra-
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silia. Este proyecto sudamericano tiene como objeto facilitar la cooperación re-
gional y la colaboración en distintas agendas progresistas, incluida la agenda de 
los derechos de las mujeres y las niñas (Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Brasil, 2024b). Más aún, la dimensión feminista de la política exterior ha sido evi-
dente en declaraciones hechas por el mandatario brasilero en diversos escenarios 
políticos multilaterales, regionales y bilaterales. En este punto, es de notar su dis-
curso ante la 79ª Sesión de la Asamblea General de la ONU, en el que subrayó la 
importancia de garantizar la participación equitativa de las mujeres en la toma 
de decisiones, particularmente desde la Secretaría General de la Organización, 
y de incluir a las comunidades indígenas, particularmente en lo relacionado con 
la acción climática y la protección medioambiental (Ministério das Relações Ex-
teriores de Brasil, 2024c).  

Los esfuerzos señalados de Brasil por avanzar en la agenda de género son 
coherentes en sus contenidos con una praxis feminista de la política exterior. Lo 
anterior implica que los asuntos relacionados con la vida y la seguridad de las mu-
jeres —entre los que se incluyen el respeto por sus derechos humanos, sexuales y 
reproductivos, políticos y económicos, la garantía de una vida libre de violencias 
y su efectiva participación en los procesos políticos y de construcción de paz—, 
son prioridad y parte de la agenda internacional del país, aun cuando esta no lleve 
el título explícito de PEF.  

 
 
Avances regionales y retrocesos 
 
A nivel regional, las discusiones en torno a la igualdad y transversalización del 
enfoque de género y las políticas exteriores feministas también han presentado 
algunos avances llamativos. Por ejemplo, en el marco de la VIII Cumbre de la 
CELAC, celebrada en San Vicente y Granadinas en marzo de 2024, se adoptó una 
declaración sobre la política exterior feminista de América Latina y el Caribe. 
Este documento histórico fue firmado por algunos países que ya registran una 
tradición de políticas exteriores con enfoque de género y aquellos que han anun-
ciado sus PEF, incluyendo Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México y 
República Dominicana.  

Además del empoderamiento de las mujeres y niñas en sus diversidades, la 
Declaración destaca la importancia de promover la participación plena y equita-
tiva de las mujeres en los procesos de toma de decisiones y en el liderazgo político, 
subrayando que la igualdad de género es una condición indispensable para alcan-
zar sociedades justas, equitativas y sostenibles (Ministério das Relações Exterio-
res do Brasil, 2024d). Los países firmantes se comprometen a implementar 
acciones concretas para erradicar todas las formas de violencia y discriminación 
de género, garantizar la autonomía económica de las mujeres y crear espacios 
para sus voces en la formulación de políticas internacionales. 

Adicional a ello, en la 54 Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos, realizada en Asunción en junio de 2024, los Estados miembros apro-
baron una Resolución en la que se reitera la necesidad de profundizar la perspec-
tiva de género y su transversalización en el quehacer nacional y de la OEA, y se 
reconoce el papel de las organizaciones feministas y la PEF en dicho objetivo. 
Dicha afirmación hemisférica se suma a un proyecto sobre alianzas feministas li-
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derado por la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), que tiene como obje-
tivo promover la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas 
en la región a través de colaboraciones estratégicas entre distintos actores, entre 
ellos los Estados, sociedad civil, academia y otras organizaciones regionales e inter-
nacionales (Comisión Interamericana de Mujeres, 2023). Con estos esfuerzos, Amé-
rica Latina y el Caribe avanza, al menos en el papel, hacia acciones externas que 
integren un enfoque de género en las relaciones diplomáticas y en la promoción de 
los derechos de las mujeres como derechos humanos a nivel regional y global. 

Pese a los avances, y como ha ocurrido en otras partes del mundo que han 
registrado retrocesos o el abandono completo de sus agendas de género y femi-
nistas ante cambios electorales abruptos, la región latinoamericana no ha estado 
exenta de dicha tendencia. Es el caso de Argentina, cuya publicación en febrero 
de 2023 del decreto núm. 881/2022 del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comer-
cio Internacional y Culto, formalizó el interés del país en implementar una estrategia 
de política internacional feminista. Esta estrategia buscó coordinar la acción externa 
e interna del país, basada en compromisos internacionales como la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, los 
ODS y el Compromiso de Buenos Aires de 2022. En el decreto, se subrayó la necesi-
dad de dedicar recursos adecuados a esta política, nombrándose a una Represen-
tante Especial para articular acciones feministas en el Ministerio y otras áreas de la 
administración pública (Güezmes García y Romero Castelán, 2024). 

Sin embargo, con el inicio de la presidencia de Javier Milei, el proceso seña-
lado sufrió un revés absoluto, ya que durante los primeros seis meses de gestión, 
el gobierno argentino desmanteló décadas de políticas feministas en el país, in-
cluyendo el cierre de instituciones clave como el Ministerio de las Mujeres, Gé-
neros y Diversidad, la Subsecretaría contra la Violencia de Género y el Instituto 
contra la Xenofobia y el Racismo (INADI), además de otros programas y políticas 
que velaban por la garantía de los derechos de las mujeres y las niñas (Lorca, 
2024). Con una postura abiertamente hostil a los derechos de las mujeres, el go-
bierno se ha referido al feminismo como “una pelea ridícula y antinatural entre 
el hombre y la mujer” (CNN, 2024) y se ha comprometido a “luchar contra la ideo-
logía de género” (2024). Dicha postura se ha traducido en una estrategia de polí-
tica exterior que busca rechazar diversas iniciativas regionales e internacionales 
relacionadas con la agenda de género, como ocurrió con la declaración conjunta 
del G20 sobre la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres, que fue 
firmada por todos los países asistentes excepto Argentina (Ministerio de la Igual-
dad de España, 2024).  
 
 
Aportes de las políticas exteriores feministas latinoamericanas 
al quehacer diplomático 

 
La PEF en América Latina ha surgido como una estrategia de emprendimiento nor-
mativo que propende por nuevas formas de hacer la política exterior de acuerdo 
con las experiencias vividas y las necesidades de las mujeres, niñas y otros secto-
res sociales en situación de vulnerabilidad (Sepúlveda, 2021). Empero, el contexto 
global actual, caracterizado por la policrisis, la polarización política y la parálisis 
del multilateralismo, los desafíos existentes son considerables (World Economic 
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Forum, 2023). El mundo registra niveles históricos de conflictos violentos, gasto 
militar y militarización, al tiempo que la violencia sexual en los conflictos y otras 
formas de violencias basadas en género están en aumento. A su vez, se observa 
una oposición coordinada frente a agendas internacionales relacionadas con la 
igualdad de género, la justicia reproductiva y los derechos de las personas 
LBGTIQ+, entre otras, mientras que los avances logrados en la participación de 
las mujeres en su diversidad en distintos espacios de toma de decisiones son pau-
pérrimos en relación con los compromisos adquiridos por los Estados dentro de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030 de Naciones Unidas. 

De ahí que resulte importante resaltar algunos aportes novedosos que se des-
prenden de las políticas exteriores feministas de la región, ya que ofrecen elementos 
necesarios de reflexión y eventualmente transformación para un mundo estancado 
y en crisis. Se trata de la interseccionalidad, el antipatriarcado y el pacifismo. 

Como se ha tenido oportunidad de observar en el artículo, el concepto de in-
terseccionalidad se utiliza de distintas maneras en el contexto de las políticas ex-
teriores feministas latinoamericanas. Si bien en el caso de México describe 
políticas intersectoriales entre distintas instancias del Estado mexicano (Subse-
cretaría para Asuntos Multilaterales y Derechos Humanos de México, 2020), la 
conceptualización que compete a este análisis se asocia más a la aplicada en la 
PEF de Colombia (Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, 2022), y tam-
bién se refleja en la política exterior despatriarcalizadora de Bolivia (Cancillería 
de Bolivia, 2024b) y en la Brasil, en especial por su componente de combate a la 
discriminación racial.  

Dentro del pensamiento feminista, la interseccionalidad constituye un 
marco analítico y práctico que permite entender de qué manera distintas catego-
rías tales como género, raza, etnia, clase social, discapacidad, orientación sexual, 
y en el contexto latinoamericano, ruralidad, no obran de forma separada, sino 
que interactúan y se refuerzan mutuamente a la hora de producir diversas formas 
de privilegio, poder y opresión (Collins y Bilge 2016). En consecuencia, entender 
la política exterior feminista desde un lente interseccional implica reconocer que 
la desigualdad social y las prácticas que se derivan de ella, incluyendo la discri-
minación y la violencia, corresponden a múltiples factores y que las experiencias 
de las mujeres y otros grupos vulnerables no pueden ser homogeneizadas ni abor-
dadas desde un molde universal único.  

El llamado boliviano a despatriarcalizar la política exterior, postura que se 
refleja de manera implícita en varias de las otras PEF latinoamericanas, es simi-
larmente llamativo para entender y combatir las asimetrías basadas en género. 
En la Nueva Agenda para la Paz (2024), el secretario general de la ONU afirma 
que la misoginia está en la raíz de múltiples formas de violencia que se observan 
alrededor del mundo e invita a desmantelar las estructuras de poder basadas en 
el patriarcado. Este puede entenderse como un sistema sociopolítico arraigado 
en roles socialmente definidos de género que resultan en la asignación de privi-
legios para algunos, especialmente ciertos hombres y el ejercicio de la opresión 
frente a otras, en particular las mujeres en sus diversidades. Una aproximación 
interseccional al patriarcado permite entender que, al mismo tiempo que este re-
fuerza ampliamente las desigualdades basadas en género, afectando las expe-
riencias de todas las mujeres y niñas, estas se entrecruzan con factores como los 
señalados anteriormente, agravando la discriminación y las violencias de deter-
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minados sectores sociales, en especial las mujeres afrodescendientes, indígenas, 
campesinas, con discapacidad y pobres, y las personas LGBTIQ+. 

Finalmente, la participación de las organizaciones de mujeres en la creación 
de las políticas exteriores feministas latinoamericanas, así como los niveles en-
démicos de violencia que se observan en la región, han dado luces sobre la nece-
sidad de reconocer estrategias no militarizadas de seguridad y resolución de los 
conflictos y de reforzar el compromiso con la paz. La mayoría de países de la re-
gión ha manifestado un compromiso sostenido con la agenda de Mujeres, Paz y 
Seguridad a través de la creación y puesta en marcha de sus respectivos Planes 
de Acción Nacionales para la implementación de la Resolución 1325, mediante 
los cuales buscan promover la participación de las mujeres en los procesos de 
construcción y mantenimiento de la paz, incentivar la resolución pacífica y dia-
logada de los conflictos, y atender los impactos desproporcionados de la guerra 
y la violencia en las vidas de las mujeres. En América Latina, Brasil (2017), Chile 
(2015), El Salvador (2017), Guatemala (2017), México (2021), Paraguay (2015), Perú 
(2021) y Uruguay (2021) han adoptado Planes de Acción Nacional y Colombia 
lanzó formalmente el suyo el 30 de noviembre de 2024.  

Si bien la PEF de Colombia es la única que se enuncia como pacifista, en línea 
con la larga duración del conflicto armado y el compromiso del gobierno Petro 
con la paz total y la seguridad humana (Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Colombia, 2022), el caso colombiano plantea el interrogante de si entre política 
exterior feminista y pacifismo existe o debe existir un vínculo intrínseco. Para 
Kimberly Hutchings (2023), algunos pacifismos y algunos feminismos pueden ser 
antitéticos, pues, así como ciertas aproximaciones al pacifismo pueden perpetuar 
estereotipos de género rígidos y dañinos, algunos feminismos pueden abogar por 
respuestas militarizadas, por ejemplo, ante los regímenes políticos y los fenóme-
nos de seguridad que normalizan y empeoran las violencias contra las mujeres.  

Sin embargo, la intersección entre el pacifismo y el feminismo en la política 
exterior, particularmente en la política exterior feminista, hace más claros los 
vínculos existentes entre el género y la guerra. El enfoque del pacifismo feminista 
—o feminismo pacifista— no solo critica la violencia organizada que empeora las 
condiciones de vida de las mujeres y las niñas, sino también las jerarquías de 
poder que la sostienen y perpetúan. Las feministas pacifistas argumentan que la 
guerra no puede considerarse en abstracto como un fenómeno estatal o militar 
exclusivamente, ya que está profundamente enraizada en esferas íntimas y coti-
dianas como la distribución de las responsabilidades en el hogar, convirtiéndose 
en parte de un continuo de violencia de género que va desde la perpetuación de 
estereotipos de género hasta el uso de la violencia sexual como arma de guerra. 
Esta comprensión de la guerra promueve prácticas concretas de ejercicio de la 
política que desafían la normalización y la justificación de la violencia. En este 
sentido, el pacifismo feminista desestabiliza la dicotomía discursiva entre la gue-
rra y la paz, recordando que ambas son procesos continuos, imperfectos y no mu-
tuamente excluyentes, y que la construcción de alternativas exige confrontar las 
estructuras de poder que hacen que la violencia sea no solo posible, sino natural 
y justificable (Hutchings, 2023). 

En suma, en momentos de conflictividad y crisis como el actual, las PEF la-
tinoamericanas ofrecen perspectivas innovadoras para reimaginar la política ex-
terior y las relaciones regionales e internacionales en función de nuevos objetivos 
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y referentes distintos. Estas políticas ponen las experiencias vividas y las necesi-
dades de mujeres, niñas y otras poblaciones vulnerables en el centro de la diplo-
macia, proponiendo cambios imprescindibles al ejercicio tradicional de la 
política, que ha demostrado ser incapaz de responder efectivamente a los retos 
globales existentes.  
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Una victoria histórica 
 

La victoria de Claudia Sheinbaum y MORENA en las elecciones presidenciales 
mexicanas del 2 de junio de 2024 marca la continuidad del proyecto político de 
Andrés Manuel López Obrador (AMLO) y significa la reelección de los incum-
bentes en un contexto previo de más de una década de alternancia y castigo al 
oficialismo en América Latina. 

Este resultado sigue siendo una excepción en la región, donde en todas las 
elecciones presidenciales celebradas entre 2018 y 2024, la alternancia, y no el con-
tinuismo con el presidente anterior, ha sido la regla (con la excepción de Nicara-
gua1, El Salvador2, Paraguay3 y República Dominicana4). Con frecuencia, las y los 
ciudadanos acuden a votar a las urnas por las alternativas que ofrece la oposición 
a los gobiernos, al advertir que el oficialismo no es capaz de dar respuestas ade-
cuadas a sus demandas y que las decisiones y las políticas públicas solo satisfacen 
los intereses de unos pocos. Así mismo, las alternancias de los años 2019-2024 
dan cuenta de la pésima evaluación ciudadana en torno al desempeño de los go-
biernos frente a la pandemia de COVID-19. 

Pero ¿qué se elegía en estas elecciones? En primer lugar, hay que señalar que 
se trató de la elección más grande de la historia, por el número de cargos a elegir, 20.708 
en todo el país; el número de ciudadanas y ciudadanos llamados a las urnas, 98.329.591, 
y el número de personas que participaron para su desarrollo, más de 1.500.000. 

1  El 10 de enero de 2022, Daniel Ortega renovó su cargo como presidente de la República de Nicaragua 
tras unas elecciones, celebradas el 7 de noviembre de 2021, que no fueron libres ni transparentes ni 
competitivas (Del Campo y Ruiz Rodríguez, 2022).
2  Nayib Bukele fue reelegido como presidente de El Salvador el 4 de febrero de 2024. Se trató de una 
elección polémica, dado que la Constitución salvadoreña prohíbe a los presidentes buscar un nuevo 
mandato consecutivo de cinco años, pese a lo cual la Corte Suprema de Justicia lo avaló en 2021 y el 
Congreso aprobó en noviembre de 2023 una licencia de seis meses en el cargo pedida por Bukele para 
la campaña presidencial.
3  La victoria en abril de 2023 de Santiago Peña del Partido Colorado paraguayo, con el 43% de los su-
fragios, le dio el control total en ambas Cámaras del legislativo y 15 de las 17 gobernaciones del país; un 
partido que solo ha perdido una elección presidencial en 76 años.
4  Luis Abinader, del Partido Revolucionario Moderno, fue reelegido en primera vuelta con el 57% de 
los votos. El crecimiento económico, una buena gestión de la pandemia y la recuperación turística des-
pués de la crisis de la COVID-19 son la clave de este éxito electoral.
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A partir de los datos del Instituto Nacional Electoral (INE)5, los votos obteni-
dos por candidatura fueron: 33.226.602 millones de votos para Claudia Shein-
baum Pardo6, lo que representa el 59,3577%; la segunda candidata, Bertha Xóchitl 
Gálvez Ruíz, alcanzó los 15.620.726 millones de votos —lo que supone un 
27,9056%— y el tercer candidato, Jorge Álvarez Máynez, con 5.832.105 millones 
de actas y un 10,4187%. La participación fue del 60,9253%, dos puntos menos 
que en las elecciones presidenciales de 2018. 

En cuanto a los votos por partido político, MORENA obtuvo el 45,2780%, el 
Partido de Acción Nacional (PAN), un 16,3120%; el Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI), un 9,6665%; Movimiento Ciudadano (MC), un 10,4187%; Par-
tido Verde Ecologista de México (PVEM), un 7,6994%. En estas elecciones, 
MORENA fue en alianza con el PVEM y el Partido del Trabajo (PT). 

Se trató, sin duda, de una victoria contundente, pero también inédita. Es la 
primera mujer que presidirá el Estado mexicano y este hecho le da un gran valor 
simbólico a su elección7.  

Hay que señalar también que las encuestas preelectorales acertaron en sus 
pronósticos y que mostraron la estabilidad de las preferencias del electorado me-
xicano a lo largo de distintas mediciones durante el último año8. Revalidaron 
igualmente los niveles de popularidad de AMLO, que prácticamente no bajó del 
60% durante todo su ejercicio9.  

Sin embargo, también se pusieron de manifiesto algunas críticas, antes y du-
rante la campaña, que parecen haber tenido impacto en los resultados alcanza-
dos. La primera está relacionada con la reiterada presencia de AMLO en la 
campaña presidencial desde sus conferencias matutinas conocidas como “ma-
ñaneras”10 así como la incidencia del crimen organizado en las candidaturas11. Un 

5  https://prep2024.ine.mx/publicacion/nacional/presidencia/nacional/partido-politico.
6  Para dar cuenta de la magnitud de la votación por Sheinbaum, hay que señalar que AMLO, en 2018, ob-
tuvo poco más de 30 millones y había sido el presidente más votado en la historia mexicana.
7  La propia presidenta se encargó de enmarcarlo así cuando en su primer discurso oficial señaló: “No 
llego sola, llegamos todas”.
8  Derivado de la Reforma Político- Electoral de 2014, el INE tiene las atribuciones en cuanto a la regu-
lación de las encuestas electorales, sondeos de opinión, encuestas de salida y conteos rápidos. Quienes 
publiquen encuestas sobre preferencias electorales deben entregar el estudio completo (metodología 
con aspectos tales como tamaño de muestra, nivel de confianza, margen de error y tratamiento de las res-
puestas, así como de las fechas de levantamiento, el fraseo de las preguntas cuyos resultados se publiquen, 
y a partir de 2012, la entrega de la base de datos con las variables publicadas) al secretario ejecutivo del INE 
—cuando se trata de encuestas sobre elecciones federales— o a su homólogo de los Organismos Públicos 
Locales del INE (OPLE), en caso de encuestas sobre preferencias de elecciones locales.
9  Algunos medios le dan incluso cifras superiores de aprobación. Según Barragán para El País (25 de 
septiembre de 2024), AMLO llega al final de su sexenio con una aprobación que roza el 80%, según una 
encuesta de Enkoll para El País y W Radio. El presidente mexicano es aprobado por el 77% de las per-
sonas encuestadas, frente a un 23% que desaprueba su gestión. El apoyo al presidente se concentra es-
pecialmente entre las mujeres (un 78%), las personas de más de 65 años (87%) y los votantes menores 
de 34 años (alrededor de un 80%).
10  A través de su Tercer Informe Sobre Integridad en el Proceso Electoral 2023-2024, organizaciones sociales, aca-
démicos y sectores empresariales (todos ellos miembros del Acuerdo Nacional por la Integridad Electoral, 
ANIE) alertaron que es necesario que las autoridades competentes investiguen y sancionen cualquier vio-
lación a la normativa electoral. Indicaron también que, en al menos 30 ocasiones, el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (TEPJF) ha determinado que las conductas del presidente violan la norma-
tiva electoral vigente, al tiempo que señalaron que el uso de las conferencias matutinas del presidente como 
plataforma para promover a la candidata oficialista “genera un clima de incertidumbre y desconfianza que 
afecta la legitimidad y la equidad de las elecciones” (citado en Pérez, 4 de abril de 2024).
11  Como indica Rosiles (2024: 3), en los 17 municipios en donde ocurrió el mayor número de agresiones 
disminuyó la participación entre el 10% y hasta el 38%. Por lo que respecta a los resultados, si bien las 
autoridades electorales negaron que la violencia política tenga algún impacto, lo cierto es que fueron 
asesinados 13 candidatos, 17 precandidatos y 11 aspirantes a algún cargo de elección popular (Labora-
torio Electoral, 2024a).

Con su victoria 
contundente en las 
elecciones 
presidenciales  
de 2024, Claudia 
Sheinbaum se ha 
convertido en la 
primera mujer que 
preside el Estado 
mexicano 
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segundo elemento tiene que ver con las críticas sobre el uso de las instituciones 
gubernamentales en favor de la candidata oficial, como en el caso de los progra-
mas sociales12, o el reiterado acoso a las instituciones de control13 y la costosísima 
maquinaria electoral14. Se puede añadir una tercera cuestión, una oposición par-
tidista débil que llegó sin liderazgos fuertes y que tuvo que optar por ir en alianza 
y con una candidata sin militancia partidista (Rosiles, 2024). 

Pero la victoria de Sheinbaum significó también que la coalición oficialista 
obtuvo tres escenarios clave de la política mexicana, además de la presidencia. 

En primer lugar, MORENA mantiene la Ciudad de México —gobernada con 
anterioridad por la misma presidenta—, y que ahora será gestionada por Clara 
Brugada, con experiencia partidista desde 2003, pero fuertemente anclada en or-
ganizaciones sociales. 

En segundo término, MORENA controla ya 24 de los 32 gobiernos de los Es-
tados en todo el país. Los cinco únicos Estados en los que Claudia Sheinbaum no 
obtuvo la mayoría absoluta fueron Aguascalientes, Jalisco, Guanajuato, Nuevo 
León y Zacatecas. De hecho, su principal oponente, Xóchitl Gálvez solamente 
triunfó en el primero.  

De este modo, la oposición, absolutamente fragmentada, gobierna solo en 
8 de los 32 Estados. En las elecciones a gobernador, la oposición ganó 2 de los 9 
Estados en disputa (Guanajuato y Nuevo León), perdiendo Yucatán que era uno 
de sus bastiones tradicionales. Los Estados de Tabasco y Chiapas destacan por 
los márgenes de victoria para MORENA (superior al 67%). De hecho, el único 
Estado en donde triunfa MORENA y cuya diferencia es menor al 10% es Yuca-
tán; en el resto la distancia fluctúa entre el 13% y el 27%. Guanajuato y Jalisco 
son los dos territorios en los que la oposición logró refrenar la inercia ganadora 
del bloque oficialista. En el caso de Guanajuato, el PAN acumula cuatro décadas 
de gobiernos ininterrumpidos, lo que lo sitúa como un caso especial de no alter-
nancia en el país. Aquí el margen de victoria supera por poco el 10%, logrando 
MORENA y sus aliados un incremento importante (en torno al 40%). Por lo que 
respecta a Jalisco, MC consigue repetir en el poder por segunda vez consecutiva, 
en la elección más cerrada de este 2024, con una diferencia de tan solo el 4,96% 
(Rosiles, 2024: 6-7). 

Otro espacio de contención fueron algunos distritos electorales federales. 
MORENA y sus aliados obtuvieron 219 de estos territorios, mientras que el par-
tido en solitario (sin el PVEM y el PT) ganó en 37, una cifra apenas inferior a los 
39 que logró la amplia coalición opositora. Completan los 300 distritos, 3 triunfos 

12  Algunos datos apuntan a que en aquellas entidades en las que los programas sociales federales tienen 
una mayor cobertura, la presidenta electa obtuvo un mayor número de votos respecto de Estados con 
menor cobertura. En Oaxaca y Chiapas, por ejemplo, más de la mitad de la población recibe algún tipo 
de subsidio por parte del Gobierno Federal, territorios donde la candidata alcanzó el 76% y 72%, res-
pectivamente, de la votación. Hay Estados en donde los programas están menos extendidos, en los que 
tan solo una quinta parte de sus habitantes recibe apoyos federales; ahí la votación en favor de MO-
RENA y sus aliados tuvo menos éxito: Nuevo León, Querétaro, Guanajuato y Jalisco (Hernández, 7 de 
junio de 2024).
13  Luego de analizar el desarrollo de la etapa de intercampañas, comprendida entre el 19 de enero y el 29 de 
febrero de 2024, los actores integrantes del Acuerdo Nacional por la Integridad Electoral (ANIE) identifica-
ron, entre otras cosas, que, a pesar de las múltiples denuncias y sanciones impuestas por las autoridades 
electorales, persiste un involucramiento directo y sistemático del presidente Andrés Manuel López Obrador 
en el proceso electoral (citado en Pérez, 4 de abril de 2024).
14  Para el proceso electoral ordinario 2023-2024, el presupuesto finalmente establecido para el INE as-
cendió a $ 22.322.879.716, a lo que hay que sumar el presupuesto de los OPLE (Laboratorio Electoral, 23 
de enero de 2024b).
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del panismo en solitario, 1 de MC y 1 de una candidata independiente, en Urua-
pan, Michoacán (Rosiles, 2024). 

Por último, y quizás más importante, la presidenta contará con mayoría cua-
lificada en el Congreso15. La coalición oficialista Sigamos Haciendo Historia ob-
tuvo 372 escaños/curules, alcanzando el umbral de la supermayoría (334) en la 
Cámara Baja y controlará 83 escaños de los 128 del Senado, apenas por debajo del 
umbral de la mayoría cualificada de 85 escaños. Podemos suponer además que 
otros muchos diputados se querrán adherir al partido ganador, como ha sucedido 
a mediados de noviembre de este 2024 con la votación en temas de seguridad ciu-
dadana (Rosete, 22 de noviembre de 2024). 

Esta mayoría especial se explica por dos razones: la sobrerrepresentación de 
la que se vio beneficiada la coalición oficialista y la incorporación de legisladores 
a la bancada de MORENA que, en principio, habían accedido a los cuerpos legis-
lativos abanderados por otros partidos. 

El debate en torno a la sobrerrepresentación se centró básicamente en el ar-
tículo 54 constitucional, discutiéndose si el límite de sobrerrepresentación que ahí se 
establece del 8% para el caso de la Cámara de Diputados era aplicable para cada par-
tido, en lo individual, o para las coaliciones que compitieron durante el proceso elec-
toral. Dado que la palabra coalición no aparece en esa normativa, se argumentaba 
entre una interpretación literal de la ley y una sistemática y funcional (Rosiles, 2024). 

Al final, la autoridad electoral aplicó un criterio de corte individual y no co-
lectivo, permitiendo una sobrerrepresentación de la coalición oficial de 18,09%, 
dado que la suma total de la votación obtenida por MORENA, PT y PVEM en la elec-
ción de diputaciones federales fue de 54,71% frente al 72,8% de volumen de legisla-
dores que acumularon en la Cámara con base en esta distribución (Rosiles, 2024: 
11-12). Este hecho no solo le dio a MORENA la supermayoría sino también el control 
de la Junta de Coordinación Política de la Cámara (la Mesa de la misma). 

 
 

Una oposición debilitada y distanciada de la ciudadanía 
 

La coalición opositora Fuerza y Corazón por México no supo convencer ni emo-
cionar a la población, que le dio la espalda y se volcó mayoritariamente por la op-
ción de continuidad que planteó Claudia Sheinbaum. Los partidos de oposición 
buscaron construir una alianza amplia que incluyera al PAN, PRI y PRD, aunque 
finalmente este último decidiera ir en solitario, postulando a Jorge Álvarez Máy-
nez como presidente. Los otros tres partidos abanderaron a Xóchitl Gálvez, una 
candidata no afiliada al PAN (Aguilar, 28 de enero de 2024). 

Los partidos opositores no supieron desarrollar un discurso de alternancia 
que propusiera alternativas a las políticas públicas de MORENA y se concentraron 
en la crítica personal a AMLO (Puga, 2021: 28). Por otra parte, la alianza dio por 
sentado que tenía al electorado opositor de su lado, pero muchos votantes des-
contentos con el gobierno optaron por otras opciones. 

En el caso del PAN, “faltaron muchas cosas, desde la organización de la cam-
paña de Gálvez hasta sus líneas discursivas”, señala la exsenadora Adriana Dá-

15  Aunque MORENA había sido la fuerza política más votada y mejor representada en el Congreso a 
partir de 2018, nunca había tenido mayorías calificadas.
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vila. Y añade: “quienes llevaron las riendas de la coalición no cumplieron con sus 
obligaciones en tierra: no trabajaron en las bases territoriales, no hicieron esfuer-
zos para vigilar la totalidad de las casillas ni priorizaron la capacitación electoral”. 
El senador Damián Zepeda, exdirigente del PAN, subrayó que el partido debía 
abrirse a la ciudadanía (citado en Morán, 7 de junio de 2024).  

En el caso del PRI, el análisis no es muy diferente. “El PRI nunca fue un par-
tido político clásico, tradicional, era más bien un modo de hacer política”, señala 
Otto Granados, exsecretario de educación con Peña Nieto, y en eso se parece a 
MORENA, que, “como su propio nombre indica, es más un movimiento que un 
partido orgánico, por eso muchas familias priistas han ido a parar allí”. El partido 
se ha mostrado incapaz de desprenderse de las decisiones presidenciales, pen-
sando que el control del aparato era suficiente para conseguir la victoria electoral, 
y en ese camino ha perdido la conexión con la ciudadanía (cit. en Morán, 7 de 
junio de 2024).  

Aunque peor le fue en estas elecciones al PRD, que perdió su registro de par-
tido. El declive había comenzado en las elecciones presidenciales de 2018, cuando 
MORENA desplazó por primera vez al perredismo como la fuerza de izquierda más 
votada16. Pero hay que señalar también que en el marco de las negociaciones de la 
coalición Va por México, que después cambiaría de nombre a Fuerza y Corazón por 
México, PRI y PAN se repartieron las candidaturas más importantes, dejando fuera 
al perredismo: las postulaciones a la gubernatura del Estado de México y Coahuila 
para el PRI, la Presidencia de la República y la jefatura de la Ciudad de México para 
el PAN (Camhaji, 9 de junio de 2024). Este desplazamiento parecía justificado dados 
los resultados recientes: el PRD había perdido su registro en 17 entidades federativas, 
y en el Estado de México pasó de obtener 1.031.791 votos en 2017 a 183.227 en 2023: 
un desplome de casi 850.000 sufragios, de un volumen de votación de 17,79% a 
apenas el 2,95% (Rosiles, 17 de julio de 2023).  

La desaparición del PRD transforma de manera permanente la morfología 
del sistema de partidos en México, y deja a MORENA como el catalizador de los in-
tereses de la izquierda. Este partido, una formación en clave movimientista, lejos de 
configurar un modelo de partido tradicional se ha pensado como un aparato de mo-
vilización diseñado por el propio presidente, a su imagen y semejanza, desde su sur-
gimiento como asociación civil en 2011 hasta la fecha como partido político. 

 
 

Una mezcla de carisma y performatividad teatral 
 

Como ya hemos señalado, el presidente López Obrador terminó su mandato con 
gran apoyo popular, una buena dosis de legitimidad y simpatía ciudadana. Su “re-
generación democrática” se fundamentó en el combate a la corrupción, en la rec-
titud del Estado, la austeridad republicana y un cambio en el modelo económico 
en contraposición al neoliberal. A ello debe añadirse el carisma del presidente y 
su capacidad de comunicación articulada diariamente en sus comparecencias te-
levisadas, un modelo de comunicación populista en el que se asentaba una parte 
importante de este apoyo. 

16  El antecedente inmediato fueron las elecciones intermedias de 2015, en las que el PRD logró el 10,83% 
y MORENA apenas el 8,37% de la votación.
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Más allá de las acciones concretas del gobierno de AMLO para corresponder 
y mantener ese respaldo, como los constantes viajes, el reparto de becas y bonos 
a la tercera edad, su popularidad se explica en buena parte por una eficaz puesta 
en escena que proyecta la imagen de un presidente cercano al pueblo y que des-
cansa en un acertado manejo de escenarios, símbolos, códigos, ceremonias, guio-
nes y rituales. La performatividad presidencial (en su doble condición de discurso 
y representación teatral) se sintetiza en la conferencia de prensa mañanera en la 
que el presidente se adelanta a las noticias del día para exponer su propia versión 
de los acontecimientos, y señalar las que él considera líneas importantes que 
deben ser atendidas por la prensa y por su propio equipo de gobierno17. 

Como explica Puga (2021: 16-18), al llegar a la presidencia en 2018, AMLO 
desmontó rápidamente cuatro elementos simbólicos, distanciándose de sus pre-
decesores y creando un escenario diferente que le hacía reconocible para sus se-
guidores. Primero, eliminó la aparatosa caravana presidencial de guardaespaldas, 
militares y funcionarios cercanos que obligatoriamente acompañaba al presi-
dente, y la reemplazó con el uso de un automóvil pequeño, manejado por su chó-
fer de muchos años.  

En segundo lugar, puso fin al Estado Mayor Presidencial (el cuerpo militar 
de protección del Poder Ejecutivo). Por ello, la llegada de López Obrador a su ofi-
cina por la mañana o sus giras de fin de semana a poblaciones de todo el país, re-
partiendo abrazos y charlando directamente con la gente, estableció una nueva 
y poderosa narrativa en los primeros meses de su gobierno. 

En el mismo sentido, cobra significado la venta del avión presidencial y su 
sustitución por vuelos regulares en líneas comerciales. 

El cuarto elemento fue el cierre de Los Pinos, la casa presidencial desde tiempos 
de Lázaro Cárdenas y su apertura al público como museo y lugar de conciertos. 

Paralelamente, AMLO construyó otras ceremonias y rituales nuevos. La 
Plaza de la Constitución (el Zócalo), la conferencia mañanera, la relación con la 
población indígena y la tradición del “Grito” del 15 de septiembre, han aportado 
nuevos escenarios y novedosas prácticas ceremoniales para apuntalar la 4T. 

Los tiempos, los escenarios, el vestuario, desde el sobrio traje negro a la gua-
yabera bordada, los personajes secundarios siempre en un discreto segundo 
plano, el discurso y el constante recordatorio de que el peligro está a la vuelta, co-
laboran a ese efecto dramático que impacta a una población deseosa de creer en 
un hombre del pueblo que le brinda confianza en un futuro de honestidad y jus-
ticia social (Puga, 2021: 26).  

¿Cómo caracterizar este nuevo discurso? Algunos lo han tildado de popu-
lismo. Destacan algunos elementos que están presentes en la performatividad de 
AMLO: la exaltación del pueblo como encarnación de todo lo bueno; la separa-
ción de la sociedad en dos campos irreconciliables: el del pueblo, de un lado, y el 
de los grupos privilegiados; un discurso trasgresor que ridiculiza a estos últimos 
y se identifica con el primero; y una configuración estética y teatral que permite 
al gobernante reforzar su imagen como el paladín de los excluidos, sin incorpo-
rarlos a procesos reales de toma de decisiones, una estrategia discusiva y teatral 
que apela a identidades culturales (Ostiguy, Panizza y Moffit, 2021). 

17  A comienzos de febrero de 2020, The Economist resumió varios problemas del gobierno mexicano y 
encabezó la nota con la frase “México necesita trabajo de Estado, el presidente ofrece teatro”.
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En el caso mexicano, el discurso apela a un pueblo deprimido económica-
mente, desilusionado de la ineficacia, la corrupción y el mal desempeño fiscal de 
los gobiernos anteriores (no solo del viejo priísmo, sino de los dos gobiernos del 
PAN) y sostenido por su fe católica o cristiana (si se toma en cuenta el reciente 
ascenso de las iglesias evangélicas en el país)18. 

De igual manera, el uso frecuente de instrumentos de democracia directa en 
distintos temas, particularmente en asuntos convocados por el actual Ejecutivo. Su 
empleo remite pues a una tendencia para legitimar la iniciativa y el proyecto político 
presidencial, conforme a la tradición populista latinoamericana (Puga, 2021). 

 
 

Pero no todo ha sido teatro… 
 

Durante el sexenio de AMLO, se establecieron 12 principios y 3 ejes que guiaron 
el Plan Nacional de Desarrollo19 y que constituyeron el armazón de la nueva po-
lítica pública: honradez y honestidad, no al gobierno rico con pueblo pobre; al 
margen de la ley nada; nadie por encima de la ley, economía para el bienestar, el 
mercado no sustituye al Estado, por el bien de todos, primero los pobres; no dejar 
a nadie atrás, no dejar a nadie fuera; no puede haber paz sin justicia, el respeto al 
derecho ajeno es la paz, no más migración por hambre o por violencia, democra-
cia significa el poder del pueblo; y, finalmente, ética, libertad y confianza. 

Los ejes rectores fueron: Política y Gobierno, Política Social y Economía. A 
su vez, estos se subdividieron en varias categorías: en primer lugar, la lucha contra 
la corrupción, evitando el despilfarro gubernamental de gobiernos anteriores; la 
independencia del Estado de derecho, eliminando la influencia del poder econó-
mico sobre el político; el cambio en el modelo de seguridad con relación a los dos 
sexenios anteriores (Felipe Calderón Hinojosa, 2006-2012; Enrique Peña Nieto, 
2012-2018); la transición de una democracia representativa a una participativa a 
través de la implementación de nuevos mecanismos e instrumentos de partici-
pación ciudadana como la revocación de mandato, la consulta popular, las deci-
siones gubernamentales basadas en la determinación del pueblo, reorientar la 
política exterior y atender los problemas de fondo vinculados con la migración, 
la violencia y la pobreza.  

El segundo eje, Política Social, se estructuró en nueve programas prioritarios 
de apoyo y asistencia social, la sustitución del Seguro Popular por el Instituto Na-
cional de Salud para el Bienestar (INSABI), entre otros.  

El tercero, Economía, apunta principalmente al rescate del sector energético, 
creaciones de la banca del Estado (Bancos del Bienestar) para la distribución de los 
recursos de los programas sociales, la autosuficiencia y rescate del campo, además 
de la construcción de tres obras insignia como motores regionales y del desarrollo 
nacional: el Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles (AIFA), la Refinería Olmeca 
(Dos Bocas) y el Tren Maya (Secretaría de Gobernación, 2019) (Vilaboa et al., 2022). 

18  En el caso de México, ya fuera por razones de cálculo político, para atraer a su movimiento a diversos 
contingentes de creyentes, ya fuera por una verdadera convicción acerca de la necesidad de purificar 
el país, lo cierto es que Andrés Manuel López Obrador se convirtió en un actor central en el regreso de 
la religión a la vida pública (Del Campo, 2023).
19  Secretaría de Gobernación (2019), Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, Diario Oficial de la Fede-
ración: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5565599&fecha=12/07/2019#gsc.tab=0.
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Pero será la política social la principal valedora de la llegada y aceptación de 
AMLO en los sectores populares (Martínez, 2021). Estos programas sociales con 
transferencias monetarias directas a la población a base de subsidios, becas, ayu-
das a la discapacidad y subidas de pensiones, así como del salario mínimo, cons-
tituyen un factor clave de la popularidad del mandatario20. Así, se crearon los 
programas Bienestar de las Personas Adultas Mayores, Pensión para el Bienestar 
de las Personas con Discapacidad, Programa Nacional de Becas para el Bienestar 
Benito Juárez, Jóvenes Construyendo el Futuro, Jóvenes Escribiendo el Futuro, 
Sembrando Vida, Programa Nacional de Reconstrucción, Desarrollo Urbano y 
Vivienda y Tandas para el Bienestar. 

Los programas sociales son necesarios para reducir la pobreza y focalizar los 
esfuerzos en los sectores de población más vulnerable. Sin embargo, estudios de 
ONG señalan su vinculación al clientelismo, a la corrupción y la opacidad en los 
mismos (Casar, 2020). 

En los dos primeros informes de gobierno (2019 y 2020), la aprobación ciu-
dadana fue positiva en cuanto al desempeño del presidente, pero negativa res-
pecto al ejercicio del gobierno en temas prioritarios de la vida pública como 
economía, pobreza, salud, seguridad y corrupción (Mitofsky, 2020). En el mismo 
sentido, señala Vilaboa et al. (2022), el resultado es desfavorable en evaluaciones 
técnicas: por ejemplo, el 85% de los 116 programas sociales evaluados por el Ín-
dice de Desempeño de los Programas Públicos Federales (INDEP) fueron consi-
derados como deficientes. De igual forma, las evaluaciones del Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) (2024) señalan 
entre otros los siguientes problemas: la no identificación de la población objetivo, 
la forma de medir las metas, la ausencia de lineamientos para la aplicación de los 
recursos y la falta de evaluación para saber cómo de efectivos están siendo los 
programas. Las conclusiones de estas investigaciones señalan también que: a) los 
programas no fueron sometidos de inicio, como obliga la ley, a la evaluación de 
CONEVAL; b) no parece haber concordancia entre el diagnóstico, el objetivo bus-
cado y los mecanismos para lograrlo; c) los padrones se mantienen en la opacidad; 
d) la mayoría funciona sin reglas de operación; e) no existe información compro-
bable de cómo se dispersan los recursos ni del porcentaje de beneficiarios que re-
almente los están recibiendo; f ) el subejercicio de los programas es cuantioso y 
no se sabe a dónde se destinan los sobrantes programados, y g) la entrega de di-
nero en efectivo parece estar resolviendo la necesidad de que ciertos sectores de 
la población cuenten con recursos extras para el día a día, pero no para resolver 
los problemas de educación, salud, falta de capacitación, empleo u oportunidad 
para abrir un negocio. 

En las últimas semanas, Congreso y Senado han aprobado la desaparición 
de siete organismos autónomos, entre los que se encuentran: el Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
(INAI), el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFETEL), la Comisión Fede-
ral de Competencia Económica (COFECE), la Comisión Reguladora de Energía 
(CRE), la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH), la Comisión Nacional 

20  Entre los beneficiarios de los programas sociales del Gobierno Federal se identifican diferencias sus-
tantivas con respecto al resto de la población en cuanto a la aprobación presidencial, la intención de 
voto por MORENA y el apoyo en una hipotética revocación de mandato, en algunos casos de hasta el 
15% (Casar, 2020).
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para la Mejora Continua de la Educación (MEJOREDU) y, por supuesto, el Con-
sejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), cuyas 
funciones pasarán al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (Ani-
mal Político, 26 de noviembre de 2024). 

 
 

Los problemas que acechan al gobierno de Sheinbaum 
 

En un contexto de creciente inseguridad ciudadana y violencia, puede incremen-
tarse una militarización de la vida pública, iniciada ya por AMLO y que, lejos de 
apaciguar el clima social, ha supuesto el involucramiento de los militares en cues-
tiones de violaciones a los derechos humanos y de corrupción.  

Después de la pandemia, los apoyos a hospitales, a desempleados y a pobla-
ción en situación de escasez extrema, requirieron de fondos públicos extraordi-
narios que fueron recortados de otros ámbitos como el gasto corriente de la 
Administración Pública Federal. El incremento progresivo de los programas so-
ciales y del gasto público que ello conlleva, superior a los ingresos fiscales del go-
bierno, puede provocar a medio plazo una alta inflación y devaluación a la larga. 
Esto genera estancamiento y recesión económica con la consiguiente pérdida del 
bienestar social. 

Un tercer riesgo tiene que ver con una excesiva centralización del poder: el 
liderazgo de AMLO, las mayorías cualificadas de la presidenta y de MORENA en 
el Poder Legislativo, la pérdida de autonomía y/o desaparición de los organismos 
autónomos de control, así como el amplísimo apoyo popular, pueden consolidar 
la centralización del poder que ya se venía produciendo con anterioridad. Aunado 
a ello, la oposición no ha logrado establecer una agenda o una propuesta que sea 
un contrapeso a la popularidad de la presidencia, así como a las acciones y polí-
ticas de gobierno implementadas, lo que hace más evidente la concentración del 
poder y la centralidad en la toma de decisiones (Vilaboa et al., 2022: 44). 

Sin embargo, esto no ha ido acompañado de cambios sustantivos en la acción 
pública para reducir la corrupción y la impunidad, que mantuvieron niveles es-
tables a lo largo del sexenio. Aunque la opinión pública ha mostrado un apoyo 
sostenido al gobierno del presidente López Obrador, también muestra evidencias 
de que la corrupción y la impunidad permanecen inalteradas como problemas en 
la vida pública del país. 

Como muestra la Encuesta Nacional sobre Corrupción e Impunidad, elaborada 
por Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad (MCCI) 2019-202421, durante 
los seis años de gobierno de AMLO, persisten los problemas de corrupción: 

 
• 8 de cada 10 personas consideró que suceden actos de corrupción con mucha 

frecuencia en el país. 
• La mitad de las personas encuestadas consideró que, con respecto al año ante-

rior, la corrupción había aumentado. 
• En promedio, 1 de cada 10 personas reportaron que una autoridad les solicitó 

un soborno o mordida. 
 

21  https://contralacorrupcion.mx/encuesta-mcci-2024.
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De igual manera, esta serie de encuestas ha encontrado una relación entre 
el apoyo al presidente y una mejor evaluación del trabajo del gobierno en materia 
de corrupción. Aunque ha variado poco la incidencia de corrupción en el país, el 
problema ha sido politizado con eficacia en beneficio de la narrativa pública del 
gobierno en turno. 

 

 
 
Porque a pesar de que la corrupción se ha alzado en el segundo puesto en la 

preocupación de los mexicanos, la aprobación presidencial en este 2024 aumentó 
a niveles semejantes a los del inicio del sexenio; 8 de cada 10 personas aprobaron 
al presidente López Obrador. 

 

 
 
 

La hoja de ruta del nuevo gobierno 
 

En la antesala de la toma de posesión de la nueva presidenta, López Obrador pro-
mulgó el Día de la Independencia la reforma al Poder Judicial que somete al voto 
popular la elección de los jueces. A pesar de la oposición de la mayoría de los mi-
nistros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) y la resistencia de los 
miles de trabajadores del Poder Judicial en todo el país, el presidente insistió en 
la necesidad de cambiar la judicatura y volverla más popular (Corona, 2024). 
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El punto más polémico del proyecto de ley radica en la elección popular de 
más de 1.600 cargos judiciales, entre ministros de la Suprema Corte, consejeros 
del Consejo de la Judicatura Federal, magistrados del Tribunal Electoral Federal, 
magistrados de circuito y jueces de distrito. Las elecciones se llevarán a cabo de 
forma escalonada: en 2025 se elegirán tanto los ministros de la Suprema Corte 
como los magistrados del nuevo Tribunal de Disciplina Judicial, del nuevo Ór-
gano de Administración, y la mitad de los jueces de distrito y magistrados de cir-
cuito; en 2027 se culminará con la mitad restante.  

El 1 de octubre de 2024, la presidenta Claudia Sheinbaum tomó posesión en 
el Palacio Legislativo de San Lázaro y celebró su primer acto masivo ante cientos 
de miles de simpatizantes que llenaron el Zócalo para escuchar los 100 puntos 
que guiarán al próximo gobierno y marcarán “el segundo piso de la Cuarta Trans-
formación”22. Entre estas medidas, Sheinbaum anunció la homologación del tipo 
penal de feminicidio en todos los Estados, la creación de la Secretaría de las Mu-
jeres, de la Secretaría Anticorrupción y de Buen Gobierno, y la búsqueda de un 
acuerdo para alcanzar la semana laboral de 40 horas. 

Los 100 puntos de su plan de gobierno retoman las líneas que trazó López 
Obrador (como la austeridad, la lucha contra la corrupción o la ampliación de los 
programas sociales), pero dan cuenta también de su propia impronta: el impulso 
a las mujeres, la apuesta por la educación y la ciencia, los retos en materia de 
medio ambiente y la lucha contra el machismo y el racismo. Más allá de la con-
signa de “continuidad con cambio”, Sheinbaum dotó por primera vez de conte-
nido a su nuevo gobierno. 

Así, anunció la creación de la Secretaría de las Mujeres, el combate contra la 
brecha salarial y avances sustanciales contra la violencia machista, como la ho-
mologación nacional del tipo penal de feminicidio (El País, 2024b) y el impulso 
de fiscalías especializadas en los asesinatos de mujeres por el hecho de ser muje-
res. Se priorizará el acceso a la salud reproductiva, se repartirá una “cartilla de 
derechos” a las mexicanas y habrá programas focalizados, como una ampliación 
del sistema de pensiones para adultas de 60 a 64 años, que se pondrá en marcha 
el próximo año (MORENA, 2024)23. No hubo, sin embargo, ninguna referencia 
explícita al feminismo ni al movimiento feminista. 

De igual manera, se han aprobado dos programas sociales: uno para mujeres 
de 60-64 años y adultos mayores, y otro para otorgar una beca universal a estu-
diantes de nivel básico-preescolar, primaria y secundaria (la beca Rita Cetina). 

Sheinbaum se comprometió a mantener el aumento del salario mínimo (El 
País, 2024a); a mantener el precio del gas, la gasolina y la electricidad por encima 
de la inflación; impulsar una jornada laboral de 40 horas a la semana; la cons-
trucción de un millón de viviendas nuevas. Enfatizó las medidas en salud: creará 
las farmacias del bienestar para mejorar el abasto de medicamentos; promoverá 

22  MORENA (2024): 100 pasos para la transformación. Claudia Sheinbaum 2024-2030: https://clau-
diasheinbaumpardo.mx/wp-content/uploads/2024/03/CSP100.pdf.
23  “Las mujeres ya estamos en la Constitución”, dijo la presidenta en su mensaje a la nación, en la firma, 15 
de noviembre de 2024, del decreto constitucional para la igualdad sustantiva. En total se modificaron siete 
artículos de la Constitución con el objetivo de garantizar el acceso y el derecho de oportunidades para todas 
las mujeres; el derecho a vivir una vida libre de violencias; la perspectiva de género en la seguridad pública 
y en las personas juzgadoras; medidas de protección de las mujeres y observar los delitos del fuero común 
relacionados con las violencias hacia las mujeres; la paridad en la Administración Pública y la erradicación 
de la brecha salarial de género. Véase: https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidenta-claudia-shein-
baum-presenta-reformas-constitucionales-para-proteger-y-ampliar-los-derechos-de-las-mujeres.

Los 100 puntos  
del plan de la 
presidenta retoman 
las líneas de AMLO 
(austeridad, lucha 
contra la corrupción 
o ampliación de 
programas sociales), 
pero también 
reflejan su impronta: 
el impulso a las 
mujeres



MÉXICO EN ELECCIONES: ¿UN PROCESO CON SABOR A CONTINUIDAD? ESTHER DEL CAMPO

158

un programa para la primera infancia y los primeros 1000 días de vida; consoli-
dará el IMSS-Bienestar para “crear el mejor sistema” (El País, 2024c), y llevará 
atención casa por casa a los adultos mayores. 

También subrayó la importancia de la ciencia: “Haremos de México una poten-
cia científica y de la innovación”24 y anunció la fabricación de coches eléctricos, el 
lanzamiento de un satélite espacial, la digitalización de los trámites gubernamentales 
y el impulso a la industria nacional del litio. En el ámbito económico, aseguró que 
habrá disciplina fiscal, que profundizará la integración económica con Estados Uni-
dos y que fijará condiciones para las inversiones extranjeras.  

La mandataria anticipó también que empujará por una reforma al sistema 
electoral, además de una iniciativa de ley para prohibir la reelección en todos los 
cargos públicos. 

 
 

Retos del nuevo gobierno hacia el exterior 
 

En materia de política exterior, el sexenio de Andrés Manuel López Obrador es-
tuvo marcado por diversas crisis diplomáticas, interrupciones y pausas en ciertas 
relaciones, inconsistencias, ausencias, y un posicionamiento fuertemente ideo-
lógico y menos pragmático. Ante este panorama, el nuevo gobierno encabezado 
por Claudia Sheinbaum aborda distintos retos en esta área de la política pública. 
En primer lugar, es necesario normalizar las relaciones dañadas durante el go-
bierno anterior; promover relaciones amistosas con todos los países; mostrar 
mayor consistencia en las decisiones y acciones; incrementar la presencia de Mé-
xico en los diferentes foros internacionales, y proyectar una política exterior 
menos ideologizada y con una mayor dosis de pragmatismo (Velázquez, 2024). 

En efecto, el país necesita una política exterior de “Estado” y no una de “go-
bierno”, la acción exterior del presidente López Obrador fue principalmente para 
consumo interno, intentando dar respuesta a su base de apoyo popular.  

Durante la campaña electoral, el tema de política exterior no fue una priori-
dad para la entonces candidata. El énfasis estuvo principalmente en asuntos in-
ternos y hubo pocas referencias a cuestiones internacionales. En el documento 
“100 pasos para la transformación”, la candidata enfatizó cuatro puntos: 1) im-
plementar mecanismos de participación multisectorial y coordinación interins-
titucional; 2) fortalecer el liderazgo internacional de México; 3) institucionalizar 
la gestión regional de la movilidad humana, y 4) fortalecer las capacidades de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE). En cuanto a la atención de los mexi-
canos en el exterior, Sheinbaum se comprometió a fortalecer los consulados, pro-
mover el voto en el exterior, apoyar a los mexicanos en retorno y fortalecer la 
relación bilateral con Estados Unidos. 

En su discurso de toma de posesión, el 1 de octubre de 2024, la ya presidenta 
en funciones declaró: “México es un país soberano, independiente, libre y demo-
crático. Queremos la paz y la fraternidad de las naciones, y nos coordinamos, mas 
no nos subordinamos”. También anunció que su “política exterior seguirá los 

24  Mensaje de la presidenta de los Estados Unidos Mexicanos, Claudia Sheinbaum Pardo (1/10/2024): 
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-mensaje-de-la-presidenta-de-los-
estados-unidos-mexicanos-claudia-sheinbaum-pardo.
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principios constitucionales, como la no intervención, la autodeterminación de 
los pueblos y la solución pacífica de controversias”. Respecto al libre comercio en 
Norteamérica, señaló que su gobierno aprovechará el Tratado México, Estados 
Unidos y Canadá (T-MEC) para impulsar la relocalización de las empresas y pro-
mover el desarrollo regional. Respecto a América Latina y el Caribe, mencionó 
que su gobierno seguirá fortaleciendo la relación económica y cultural con la re-
gión puesto que “nos une historia y nos une compromiso, así como con los dife-
rentes países y regiones del mundo”. 

De igual forma, intentará establecer un nuevo marco de relaciones con Es-
tados Unidos, primer socio comercial de México en 2023, aunque la victoria de 
Trump en las pasadas elecciones y sus manifestaciones durante la campaña pre-
sidencial estadounidense parecen augurar un conflicto venidero25. Un escenario 
de competencia con China a propósito de la instalación en territorio mexicano de 
empresas subsidiarias para el mercado estadounidense constituirá el marco fun-
damental de negociación.  

Una relación de vecindad en la que, además del comercio, están siempre pre-
sentes la inmigración (se estima que 2,5 millones de personas cruzaron en 2023 
la frontera entre México y Estados Unidos, frente a 1,7 millones que lo hicieron 
en 2021) y la seguridad frente a la creciente presencia del crimen organizado en 
su relación con aquella, pero sobre todo en lo que se refiere al comercio ilegal de 
armas y drogas. 

Paralelamente, el posicionamiento de la Administración mexicana tanto en 
la agenda global como en las relaciones hemisféricas requerirá de acciones más 
determinantes y decisivas que las del pasado. Sin duda, Claudia Sheinbaum de-
sempeñará un papel más proactivo y pragmático en la agenda global sobre el cam-
bio climático que AMLO, porque la protección del medio ambiente es un punto 
clave de su programa electoral. 

 
 
Epílogo 

 
A lo largo de las páginas anteriores, hemos mostrado las luces y sombras del pa-
sado sexenio, así como los retos de la presidencia de Claudia Sheinbaum. Pero 
no queremos dejar de iluminar algunas zonas oscuras, que tienen que ver con la 
estabilidad y legitimidad de la democracia en México. 

Los resultados electorales nos han mostrado una presidenta que ha sabido 
conectar con la población, que es una política responsable y confiable, y que 
puede seguir adelante con las políticas de su antecesor. Pero tendrá también que 
mantener la mayor cohesión posible al interior de su partido sin contar con el ca-
risma y la capacidad de cohesión del líder del movimiento.  

Así mismo tendrá que trabajar en la gobernabilidad del país, en cuanto que 
hay Estados donde se mantienen altísimos los niveles de inseguridad: Chiapas, 
Guerrero, Michoacán, Tamaulipas y Sinaloa, además de aspirar a generar un 
modelo de gobernanza en el que logre articular intereses y sectores más allá de 
su partido. 

25  En los últimos días de la campaña presidencial en EE.UU., Trump amenazó con cobrar un 25% de 
aranceles a México si el gobierno mexicano no reducía la inmigración ilegal.
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A la luz de los resultados del último Informe de la Corporación Latinobaró-
metro (2023), la democracia mexicana está realizando una difícil travesía. Solo el 
35% de las y los mexicanos consideraron en 2023 que la democracia era preferible 
a cualquier otra forma de gobierno (esta opción había sido elegida en 2020 por el 
43% de los encuestados); 13 puntos porcentuales por debajo del promedio regio-
nal (48%), y solo con Guatemala y Honduras por debajo. A la vez, se produjo un 
aumento de la indiferencia hacia el tipo de régimen de dos puntos porcentuales, 
alcanzando un 28%. Pero más peligroso es, si cabe, que ante la pregunta de si era 
preferible un régimen autoritario, el apoyo al autoritarismo crece en México del 
22% al 33%, once puntos porcentuales entre 2020 y 2023. Interesante es también 
el elevado número de mexicanos que estarían de acuerdo con la afirmación “En 
caso de dificultades está bien que el presidente controle los medios de comuni-
cación”, que alcanza la cifra de un 48% (solo superada por el 61% de El Salvador).  

Esta fragilidad democrática está profundamente relacionada con el debilita-
miento de los principales actores/intermediarios en los procesos de representación 
política, los partidos políticos. Y por ello, no debe sorprendernos que el 62% de las y 
los mexicanos estén en desacuerdo con la afirmación “Los partidos políticos funcio-
nan bien”. Por ello, los partidos identificados como tradicionales se han desangrado y 
un movimiento político como MORENA —articulado en torno a un hiperpersonalismo 
bien valorado por la población— parece ser una alternativa creíble. El reto final pa-
rece para Sheinbaum mantener esta alta valoración de la presidencia, y realizar una 
gestión adecuada de las políticas que incremente la satisfacción de los ciudadanos, 
situada en 2023 en un 37%, once puntos por encima del promedio regional (28%).  
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25Este Informe anual 2024-2025 de la Fundación Carolina ofrece una visión 

integral y multifacética de los desafíos y oportunidades que ha enfrentado 

América Latina en 2024 y los que le esperan en 2025: un año que se presenta 

económicamente incierto y políticamente turbulento, bajo un contexto global 

tensionado, en el que persistirá el asedio a los valores y las instituciones de la 

democracia, pero que asimismo podría suponer, para los países de la región, 

un reimpulso en términos de movilización de recursos financieros, resiliencia 

institucional, defensa de derechos humanos, y representación política de las 

mujeres. En su elaboración ha participado un destacado grupo de 

especialistas que colaboran o son miembros del área de Estudios y Análisis 

de la Fundación Carolina.  

 

La Fundación Carolina es una institución para la promoción de las relaciones 

culturales y la cooperación entre España y los países de la Comunidad 

Iberoamericana de Naciones, en particular en el campo científico, cultural y de 

la educación superior. En virtud de su naturaleza público-privada, de su 

inversión en capital humano e investigación, y de las relaciones que mantiene 

con las cancillerías e instituciones académicas iberoamericanas, la Fundación 

Carolina es un instrumento singular de la cooperación española en favor del 

progreso científico, el fortalecimiento institucional y la movilidad académica 

para impulsar la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
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